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El señor Oliver Chirivella, del Grupo Mixto, entien- 
de que la presente ley no afecta a la Comunidad 
Autónoma Valenciana, ya que su vigencia viene re- 
ferida a las comunidades autónomas que tenien- 
do arrendamientos históricos no hayan tenido 
derecho foral o a las que no hayan dictado su ley 
autonómica, y a dejar suficientemente aclarada es- 
ta cuestión se dirige la enmienda que han pre- 
sentado. 

El señor Pascual Monzó defiende las enmiendas del 
Grupo Popular, señalando que, una vez más, pue- 
de decir desde esta tribuna las mismas cosas, cri- 
ticar los mismos defectos, dar los mismos 
argumentos que expusieron los portavoces de los 
diversos Grupos Parlamentarios hace cinco años 
cuando el Gobierno socialista presentó el proyecto 
por el que se prorrogaban determinados contratos 
de arrendamientos rústicos y se establecían plazos 
para el acceso a la propiedad. Se habló entonces 
de imprevisión, falta de sensibilidad por parte del 
Gobierno para resolver el problema, retraso injus- 
tificable en  abordarlo y precipitación en  la trami- 
tación parlamentaria, todo lo cual puede repetirse 
hoy, ya que el actual proyecto les llevará a que den- 
tro de cinco años tengan que enfrentarse nueva- 
mente a la necesidad de acordar una nueva 
prórroga como la que hoy están debatiendo. Es 
más, las aseveraciones hechas hace cinco años pue- 
den ser corregidas y aumentadas a la vista de la 
incapacidad del Ministerio y, por tanto, del Gobier- 
no para resolver el problema. 
Añade el portavoz del Grupo Popular que su Gru- 
po  está en  principio de acuerdo con el contenido 
del proyecto en cuanto que aporta soluciones posi- 
tivas y viables que supone un gran avance del que 
tan necesitado está hoy el mundo rural. No obstan- 
te, cree que el proyecto puede ser mejorado y a es- 
ta finalidad se dirigen las enmiendas que han 
presentado y a cuyo contenido hace referencia se- 
guidamente. 

El señor Souto Paz defiende las enmiendas del Gru- 
p o  del CDS al proyecto de ley, al que califica de in- 
dudable interés social en  cuanto trata de resolver 
el grave problema de los arrendamientos rústicos 
de carácter histórico, facilitando el acceso de los 
arrendatarios a la propiedad. Justamente en  esta 
línea, el Grupo del CDS ha presentado diversas en- 
miendas con la finalidad de favorecer dicho acce- 
so a la propiedad. Termina el señor Souto dando 
cuenta de las enmiendas en  cuestión. 

En turno en  contra de las enmiendas interviene, en  
nombre del Grupo Socialista, el señor Lloret Llo- 
rens, agradeciendo, en  primer lugar, el tono posi- 
tivo de los diferentes portavoces de los Grupos 
Parlamentarios en  relación con un proyecto de ley 
que pretende solucionar definitivamente el tema 
de los arrendamientos rústicos históricos. Aclara 
que no es un proyecto más como los que desde 1935 

han ido prorrogando sucesivamente la problemá- 
tica de los arrendamientos rústicos históricos, si- 
no que en  una valoración profunda de la realidad 
y después de un intenso contacto con las organiza- 
ciones agrarias aborda en su articulado la solución 
definitiva a los problemas de los arrendamientos 
históricos, en  primer lugar con una nueva y últi- 
m a  prórroga y, en  segundo lugar, con la introduc- 
ción de un nuevo sistema de valoración que 
permita fácilmente el acceso a la propiedad por el 
arrendatario, incorporándose medidas de profun- 
do contenido social. Cree, por tanto, que deben fe- 
licitarse por el contenido del texto articulado y por 
la perspectiva que abre el proyecto en la solución 
a un problema real. 
Expuesto lo anterior, procede el representante del 
Grupo Socialista al análisis de las enmiendas pre- 
sentadas al proyecto, fijando la posición de su Gru- 
po  en relación con las mismas. 

Replican los señores Pascual Monzo y Souto Paz, du- 
plicando el señor Lloret Llorens. 

Para fijación de posiciones hace uso de la palabra el 
señor Ferrer i Profitos, del Grupo Catalán (Conver- 
gencia i Unió). 

Se procede a la votación de las enmiendas debatidas, 
así como al texto del dictamen de la Comisión, que 
es aprobado por 260 votos a favor y dos absten- 
ciones. 
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y haciendo posible la realización en  masa de ope- 
raciones de seguros. 
E l  principio inspirador del proyecto de ley está en  
el convencimiento de que el nuevo entorno en  el 
que ha de desenvolverse el seguro español en  el fu- 
turo más inmediato, con la configuración de la 
Unión Económica y Monetaria, será más competi- 
tivo y requerirá unas relaciones entre los agentes 
económicos más libres y flexibles que las actuales. 
Asimismo el nuevo entorno habrá de redefinir el 
papel que debe ejercer la Administración en  la ac- 
tividad aseguradora privada y deberá cuidar y for- 
talecer el grado de seguridad y protección al 
asegurado. 
Continúa el señor Ministro haciendo referencia a 
los aspectos fundamentales del proyecto, resaltan- 
do otros principios fundamentales inspiradores del 
mismo y que resume, en  primer lugar, en  la nece- 
sidad y voluntad de regular las condiciones en  que 
debe ordenarse y desarrollarse la actividad mercan- 
til de mediación de seguros privados; e n  segundo 
lugar, la liberalización y flexibilidad en la activi- 
dad de distribución de los seguros privados, y, por 
último, la necesidad de profundizar y reforzar los 
requisitos financieros y de profesionalidad para los 
mediadores en  seguros privados, así como asentar 
un régimen de infracciones y sanciones adminis- 
trativas que preserve y garantice la función del me- 
diador. 
Termina el señor Ministro aludiendo al contenido 
de cuatro títulos y las disposiciones adicionales y 
transitorias en  que se estructura el proyecto de ley, 
que está convencido que propone una legislación 
acorde con la modernización que requiere el sec- 
tor de seguros e n  España, por lo que solicita para 
el mismo el voto favorable de la Cámara. 

E n  defensa de la enmienda de totalidad presentada 
por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya interviene el señor Martínez Blasco, resal- 
tando la importancia del proyecto, puesta de 
manifiesto por el Ministro, si bien tiene que seña- 
lar que su Grupo no comparte ni el diagnóstico que 
el Ministro ha hecho ni, desde luego, las medidas 
que se proponen en  el proyecto. Como primer pro- 
blema importante que encuentra en  el proyecto es 
que éste se limita a la mediación, dejando al mar- 
gen la fase de distribución, que es donde, a juicio 
de su Grupo, se encuentran los principales proble- 
mas del sector, dando lugar a una indefensión ge- 
neral del tomador de seguros. E n  este sentido, la 
propuesta contenida e n  el proyecto respecto a la li- 
beralización, flexibilidad o menos regulación, et- 
cétera, cree que no son fórmulas adecuadas para 
resolver los problemas existentes. Frente a la acti- 
tud que se mantiene e n  el proyecto, tiene que afir- 
m a r  que  el mediador,  si es  cualificado, 
independiente e imparcial, no va en  perjuicio del 
tomador, en  perjuicio del ciudadano, y su desapa- 

rición, por el contrario, va en beneficio de las gran- 
des compañías. Se muestra de acuerdo con el 
principio de liberalización, pero acompañado de 
profesionalidad. Sin embargo, en  el proyecto lo que 
se intenta es liberalizar atacando precisamente la 
profesionalidad, lo cual estima que va en  perjui- 
cio de los tomadores. 
Finaliza el portavoz de Izquierda Unida mostran- 
do su discrepancia con la filosofía que subyace en  
el proyecto de ley, razón por la que pide su devolu- 
ción al Gobierno para que contemple realmente to- 
dos los problemas de distribución, que no son sólo 
los problemas de la mediación, y que proteja real- 
mente a los consumidores contra las presiones y 
distorsiones que en estos momentos se están pro- 
duciendo en  el mercado de seguros. 

El señor Femández de "koconiz Marcos defiende la 
enmienda de totalidad del Grupo Popular, señalan- 
do que al escuchar al señor Ministro de Economía 
y Hacienda parecía que en  España no había existi- 
do nunca una normativa reguladora de la interme- 
diación e n  la contratación de los seguros privados, 
como si el señor Ministro desconociese la L.ey re- 
guladora de la producción de seguros privados, cu- 
ya modificación última y muy  amplia fue realizada 
en  diciembre del año anterior. 
Destaca a continuación la importancia de la labor 
de mediación de seguros, que se regula por prime- 
ra vez en  nuestro país a través de una Real Orden 
de 26 de junio de 1929, siendo numerosas las dis- 
posiciones dedicadas a esta materia a partir de la 
fecha citada, estando la justificación del presente 
proyecto de ley en tratar de garantizar adecuada- 
mente los derechos de los aseguradores y tomado- 
res de seguros y, por otra parte, intentar reducir el 
precio del seguro. S in  embargo, a su entender, el 
proyecto no logra, en absoluto, ninguna de estas dos 
pretensiones y, por el contrario, va a crear proble- 
mas nuevos en el sector del seguro español y, des- 
de luego, va a ser un semillero de contratos entre 
los actuales agentes afectos a las compañías y las 
propias compañías de seguros. Por otra parte, no 
va a suponer garantía alguna en  relación con los 
tomadores de seguros, aseguradores y beneficiarios 
porque la profesionalización y la especialización en 
la venta, en  la distribución y e n  la mediación de 
seguros es lo que puede dar y da mayor protección 
a tomadores de seguros, asegurados o beneficiarios. 
Respecto al precio del seguro, en  su opinión no va 
a bajar, porque no se liberaliza de una manera real, 
ya que el mercado de seguros y su mediación es- 
tán liberalizados actualmente en  España. 
Finaliza señalando que, a su juicio, la legislación 
vigente es suficiente, adecuada y adaptada a la Co- 
munidad Económica Europea, en  tanto que el pro- 
yecto de ley que se debate, de aprobarse, dará lugar 
a distorsiones importantes y a una falta de espe- 
cialización en  la venta de seguros, no consagrán- 
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dose una  reducción e n  el precio además de dar Iu- 
gar a conflictos entre agentes y acompañías. Por to- 
do  ello] solicita la devolución de el proyecto al 
Gobierno] entendiendo que no es necesaria nin- 
guan nueva normativa sobre el particular, ya que 
con la vigente es más que suficiente. 

E n  turno e n  contra interviene, e n  nombre del Grupo 
Socialista, el señor Bergasa Perdomo, mostrando 
su sorpresa por las extrañas coincidencias que se 
han  producido e n  las argumentaciones e n  defensa 
de las enmiendas de totalidad por parte de los dos 
Grupos Parlamentarios que las han  presentado. El 
Grupo Socialista entiende que el conjunto de los 
argumentos expuestos e n  la presentación del pro- 
yecto de ley por  el señor Ministro de Economía y 
Hacienda lo avalan rotundamente e n  cuanto a las 
razones de oportunidad y al cumplimiento de un 
objetivo que va a ser esencial no sólo e n  relación 
con el problema específico del mercado de segu- 
ros sino] e n  general, respecto a las decisiones que 
este país habrá de adoptar e n  el futuro inmediato 
como consecuencia de los acuerdos recientes de la 
Comunidad Económica Europea, porque e n  el fon- 
d o  aquí se enfrentan a un eterno problema con el 
que han  tenido que luchar permanentemente los 
socialistas e n  este país, que es el problema de la 
modernización. E n  el fondo, aquí se enfrentan a la 
manifiestación de los viejos temores y recelos, ex- 
presados a través de las enmiendas de totalidad por 
los Grupos Popular y de Izquierda Unida-Iniciativa 
por Cataluña, respecto de algo que es tan elemen- 
tal como garantizar la realización efectiva de prin- 
cipios fundamentales para la modernización de 
nuestro sistema económico. Que el proyecto y los 
criterios que contiene responden a los objetivos de 
una  correcta política legislativa e n  materia de cla- 
rificación, transparencia y fijación de principios 
claros de responsabilidad y profesionalización e n  
el mercado de seguros lo considera algo tan eviden- 
te como el consenso a que se ha llegado entre to- 
das las partes implicadas e n  el ámbito de la 
actividad profesional y mercantil de los seguros, 
según se desprende de la lectura de la memoria que 
acompaña al proyecto. 
Contesta después a algunas de las objeciones con- 
cretas expuestas por los enmendantes] para termi- 
nar reiterando las razones expuestas al principio 
de su intervención y anunciar el voto e n  contra del 
Grupo Socialista a las enmiendas de totalidad] si 
bien e n  los trámites posteriores de Comisión se da- 
rán todas las condiciones necesarias para que en- 
tre todos los Grupos de la Cámara se obtenga un 
proyecto de ley sustancialmente mejorado. 

Replican los señores Martínez Blasco y Fernández de 
Troconiz Marcos, duplicando el señor Bergasa 
Pe rdomo. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Oliver Chirivella, del. Grupo Mixto; Ansotegui 
Aranguren, del Grupo Vasco (PNV); Santos Miñón, 
del CDS, y Carrera i Comes, del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió). 

Sometida? a votación, se rechazan las enmiendas de 
totalidad debatidas por 88 votos a favor, 162 e n  con- 
tra y 12 abstenciones. 

Página 

7737 
Proyecto.de ley de reforma urgente de la 

Ley de 'kibunales Tutelares de Menores 

El señor Santos Miñón defiende la enmienda de to- 
talidad del Grupo del CDS por entender que la re- 
f o r m a  q u e  se  pre tende  no sólo supone  
desaprovechar una ocasión para realizar una ver- 
dadera modificación de la Ley de menores, que ne- 
cesita urgentemente ser puesta al día, sino que 
además ni siquiera puede hablarse de reforma, ya 
que el proyecto es una mala copia del procedimien- 
to abreviado de la ley. Señala que junto a la en- 
mienda de totalidad han  presentado 55 enmiendas 
parciales, que e n  su conjunto suponen un texto al- 
ternativo que afecta a la práctica totalidad del pro- 
yecto y que espera sean aceptadas e n  trámite 
posterior, caso de no prosperar la enmienda de to- 
talidad] que se mantiene. 

El señor Castellano Cardalliaguet defiende la en- 
mienda de totalidad de Izquierda Unida-Iniciativa 
per  Catalunya, con la que intenta poner de mani- 
fiesto su rechazo al proyecto y al planteamiento del 
mismo por su falta de coherencia. Han presenta- 
d o  también diversas enmiendas parciales con el ló- 
gico propósito de su posterior defensa e n  Comisión 
para intentar corregir un conjunto de disposicio- 
nes que no les parecen aceptables. 
Volviendo a la enmienda de totalidad, expone que 
el proyecto de ley no supone más que la reforma 
parcial y urgente de la Ley del Tribunal Tutelar de 
Menores, Ley que a todas luces está necesitada de 
su derogación total y que con el proyecto del Go- 
bierno se trata, ni más ni menos, que de parchear- 
la para mantener una  ley franquista, que parece 
que los socialistas asumen e n  toda su filosofía y lo 
único que quieren corregir es el procedimiento. 

La señora Garmendia Galbete, del Grupo Mixto, de- 
fiende la enmienda de totalidad presentada pidien- 
do  la devolución del proyecto al Gobierno e n  
cuanto que supone una  reforma parcial y, por tan- 
to, mantiene e n  vigor la L.ey de Tribunales Tutela- 
res de Menores, cuya filosofía considera imposible 
sustituir mediante una reforma parcial para aco- 
plarla a otra conforme a la Constitución. 

En  turno e n  contra de las enmiendas de totalidad in- 
terviene] e n  nombre del Grupo Socialista, la seño- 
ra Del Campo Casasús, que alude a la base común 
de que parten todas las enmiendas de totalidad, 
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acusando de insuficiencia y parcialidad a las mo- 
dificaciones que el proyecto contiene y pidiendo su 
devolución al Gobierno, así como la presentación 
inmediata de un texto más completo que se adap- 
te a la Constitución y a los convenios internacio- 
nales y a la realidad social de nuestros días. Afirma 
que el argumento expuesto revela en quienes lo han 
utilizado una falta de comprensión de cuál es el ob- 
jeto, el alcance concreto y las circunstancias en que 
ha nacido el proyecto de ley. Reconoce que es Me- 
cesaria una reforma completa de la legislación de 
menores, que además debe hacerse con rapidez, pe- 
ro igualmente tiene que decir que el trabajo en esa 
dirección es sumamente complejo, por lo delicado 
en sí de la regulación de cualquier cuestión que 
afecta a los derechos de los menores, como es com- 
plejo también el ámbito de administraciones que 
intervienen en la reforma y protección del menor. 
Está abierto el proceso de diálogo y reflexión para 
llegar con la mayor rapidez posible a un nuevo tex- 
to del menor, lo cual no es incompatible con el ac- 
tual proyecto de ley, que limita su pretensión a 
cumplir unas exigencias que se pueden resumir en 
adaptar a la Constitución y a los convenios inter- 
nacionales la legislación reformadora de menores. 
En consecuencia, anuncia el rechazo por parte del 
Grupo Socialista de las enmiendas de totalidad pre- 
sentadas al proyecto de ley. 

Replican los señores Santos Miñón, Castellano Car- 
dalliaguet y señora Garmendia Galbete, duplican- 
do la sefíora Del Campo Casasús. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Cuatrecasas i Membradq del Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió) y Jordano Salinas, del Grupo 
Popular. 

Sometidas a votación, son rechazadas las enmiendas 
de totalidad que postulan la devolución del proyec- 
to al Gobierno, por 21 votos a favor, 159 en contra 
y 91 abstenciones. 
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Realizada la votación de conjunto, queda aprobuda 
la Ley Orgánica del Servicio Militar por 249 votos 
a favor, 19 en contra y cinco abstenciones. 

Se levanta la sesión a las dos y treinta y cinco minu- 
tos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve y diez minutos de 
la mañana. 

ENMIENDAS DEL SENADO: 

- PROYECTO DE LEY SOBRE SUPRESION DE TES- 
TIGOS EN LOS TESTAMENTOS (Número de expe- 
diente 121/0000SS) 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
Punto VI del orden del día: enmiendas del Senado. 
Enmiendas al Proyecto de Ley sobre supresión de tes- 

Vamos a proceder a la votación de las enmiendas del 

Comienza la votación. (Pausa.) 

tigos en los testamentos. 

Senado. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 229; a favor, 228; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado. 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA DEL SERVICIO 
MILITAR (Número de expediente 1211000060) 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Senado al 
proyecto de Ley Orgánica del Servicio Militar. (La se- 
ñora De Palacio Valle-Lersundi pide la palabra.) 

Tiene la palabra la señora De Palacio. 

La sefiora DE PALACIO VALLE-LERSUNDI: El Gru- 
po Popular solicita la votación separada de la enmien- 
da que modifica el artículo 54. 

El señor PRESIDENTE: Enmienda relativa al artí- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
culo 54. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 228; a favor, 154; en contra, uno; absten- 
ciones, 73. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmien- 

Restantes enmiendas del Senado a este proyecto 

Comienza la votación. (Pausa.) 

da del Senado. 

de ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 228; a favor, 227; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado. 

La votación de conjunto, correspondiente al carácter 
orgánico de este proyecto de ley, se celebrará a la una 
o en el momento posterior en que el estado del debate 
en ese momento en curso lo permita. 

DICTAMENES DE LA COMISION DE ASUNTOS EX- 
TERIORES SOBRE CONVENIOS INTERNACIONA- 
LES: 
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- ACUERDO SOBRE SUPRESION DE VISADOS EN 
PASAPORTES DIPLOMATICOS ENTRE EL GO- 
BIERNO DEL REINO DE ESPAÑA Y EL GOBIER- 
NO DE LA REPUBLICA POPULAR CHINA, FIRMA- 
DO EN MADRID EL 26 DE FEBRERO DE 1991 (NÚ- 
mero de expediente 1101000136) 

El señor PRESIDENTE: Punto VI1 del orden del día: 
dictámenes de la Comisión de Asuntos Exteriores so- 
bre Convenios Internacionales. 

Acuerdo sobre supresión de visados en pasaportes di- 
plomáticos entre el Gobierno del Reino de España y el 
Gobierno de la República Popular China. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 229; a favor, 228 abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

- CONSTITUCION Y CONVENIO DE LA UNION IN- 
TERNACIONAL DE TELECOMUNICACIONES 
(UIT), HECHOS EN NIZA EL 30 DE JUNIO DE 
1989, AS1 COMO DECLARACIONES A FORMULAR 
POR ESPAÑA (Número de expediente 1101000137) 

El señor PRESIDENTE: Constitución y Convenio de 

Comienza la votación. (Pausa.) 
la Unión Internacional de Telecomunicaciones. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 231; a favor, 231. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

- CANJE DE CARTAS DE 1§ A 27 DE MAYO DE 1991, 
CONSTITUTIVO DEL ACUERDO ENTRE EL PRO- 
GRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL ME- 
DIO AMBIENTE Y EL REINO DE ESPAÑA, 
RELATIVO AL TERCER PERIODO DE SESIONES 
DEL GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE EXPER- 
TOS JURIDICOS Y TECNICOS SOBRE LA DIVER- 
SIDAD BIOLOGICA, QUE HABRIA DE 
CELEBRARSE EN MADRID DEL 24 DE JUNIO AL 
3 DE JULIO DE 1991 (Número de expediente 
1 1010001 38) 

El señor PRESIDENTE: Canje de Cartas de 15 y 27 
de mayo de 1991, constitutivo del Acuerdo entre el Pro- 
grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambien- 
te y el Reino de España, relativo al tercer período de 
sesiones del Grupo de Trabajo especial de expertos ju- 
rídicos y técnicos sobre la diversidad biológica, que ha- 
bría de celebrarse en Madrid del 24 de junio al 3 de julio 
de 1991. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dictamen 

tos emitidos, 232; a favor, 231; abstenciones, una. 

de la Comisión. 

- CANJE DE NOTAS HECHO CON EL REINO UNI- 
DO EL 3 DE ABRIL DE 1991 PARA EXTENDER A 

VENCION Y REPRESION DEL TRAFICO ILICITO 

NIO DE 1989 (Número de expediente 1101000139) 

GIBRALTAR EL TRATADO BILATERAL DE PRE- 

Y EL USO INDEBIDO DE DROGAS, DE 26 DE JU- 

El señor PRESIDENTE: Canje de Notas hecho con 
el Reino Unido el 3 de abril de 1991 para extender a Gi- 
braltar el Tratado bilateral de prevención y represión 
del tráfico ilícito y el uso indebido de drogas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 230; a favor, 229 abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dicta- 
men de la Comisión. 

- CONVENIO SOBRE EL RECONOCIMIENTO Y AC- 
TUALIZACION DE LOS LIBROS DE ESTADO CI- 
VIL (PATRAS, 7 DE SEPTIEMBRE DE 1989), 
FIRMADO POR ESPAÑA El 5 DE JUNIO DE 1990, 
Y DECLARACIONES A FORMULAR POR ESPARA 
(Número de expediente 1101000140) 

El señor PRESIDENTE: Convenio sobre el recono- 
cimiento y actualización de los libros de estado civil. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 229; a favor, 227; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

- ACUERDO DE PARTICIPACION DE ESPAÑA EN 
EL SISTEMA COSPAS-SARSAT DE SATELITES PA- 
RA LOCALIZACION DE EMERGENCIAS, EN CALI- 
DAD DE PAIS PROVEEDOR DEL SEGMENTO 
TERRESTRE, HECHO EN PARIS EL 1 DE JUNIO 
DE 1989 (Número de expediente 1101000141) 

El señor PRESIDENTE Acuerdo de participación de 
España en el sistema COSPAS-SARSAT de satélites pa- 
ra localización de emergencias, en calidad de país pro- 
veedor del segmento terrestre. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 233; a favor, 233. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 
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- ACUERDO COMPLEMENTARIO DE COOPERA- 
CION TECNICA PARA EL DESARROLLO DE PRO- 
GRAMAS EN MATERIA SOCIO-LABORAL ENTRE 
ESPAÑA Y MEJICO, HECHO EN MEJICO EL 18 
DE FEBRERO DE 1987 (Número de expediente 
110/000142) 

El señor PRESIDENTE: Acuerdo complementario de 
cooperación Técnica para el Desarrollo de programas 
en materia socio-laboral entre España y Méjico. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 233; a favor, 233. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

- CONVENIO SOBRE SUPRESION DE LA DOBLE 
IMPOSICION EN CASO DE CORRECCION DE LOS 
BENEFICIOS DE LAS EMPRESAS ASOCIADAS, 
HECHO EN BRUSELAS EL 23 DE JULIO DE 1990, 
AS1 COMO DECLARACIONES COMUNES Y UNI- 
LATERALES, COMPRENDIDA LA QUE FORMULA- 
RA AL ESTADO ESPAÑOL (Número de expediente 
1 101000143) 

El señor PRESIDENTE: Convenio sobre supresión de 
la doble imposición en caso de corrección de los bene- 
ficios de las empresas asociadas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos emitidos, 235; a favor, 235. 

Queda aprobado el dictamen de la Comisión. 

- ACUERDO DE COOPERACION TECNICA ENTRE 
EL REINO DE ESPAÑA Y EL GOBIERNO DE LA 

DO EN MONTEVIDEO EL 4 DE NOVIEMBRE DE 
1987 (Número de expediente 1101000144) 

REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, FIRMA- 

El señor PRESIDENTE: Acuerdo de Cooperación 
Técnica entre el Reino de España y el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 233; a favor, 233. 

El señor PRESIDENTE. Queda aprobado el dictamen 
de la Comisión. 

DICTAMENES DE COMISION SOBRE INICIATIVAS 
LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY SOBRE CONCESION DE UN 
CREDITO EXTRAORDINARIO POR IMPORTE DE 

336.927.000 PESETAS, PARA FINANCIAR EL DE- 
FICIT DE LA COMPAÑIA TRASMEDITERRANEA, 
S. A., POR LA EXPLOTACION DEL SERVICIO DE 
COMUNICACIONES MARITIMAS DE INTERES 
NACIONAL, CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO 
DE 1989 (Número de expediente 1211000063) 

- PROYECTO DE LEY SOBRE CONCESION DE UN 
CREDITO EXTRAORDINARIO POR IMPORTE DE 

GO A LA COMPAÑIA TRASMEDITERRANEA, S. A., 
DE LAS BONIFICACIONES APLICADAS EN LAS 

TE EL AÑO 1989, EN BENEFICIO DE LOS CIUDA- 
DANOS ESPAÑOLES Y DE LOS DEMAS ESTADOS 
MIEMBROS DE LA COMUNIDAD ECONOMICA 
EUROPEA RESIDENTES EN CANARIAS, CEUTA, 
MELILLA Y BALEARES POR LOS TRASLADOS A 

585.957.193 PESETAS, PARA COMPLETAR EL PA- 

TARIFAS DE LOS PASAJES MARITIMOS, DURAN- 

LA PENINSULA Y VICEVERSA E INTERINSULA- 
RES DENTRO DE LOS RESPECTIVOS ARCHIPIE- 
LAGOS (Número de expediente 1211000065) 

El señor PRESIDENTE: Punto octavo del orden del 
día: dictamenes de Comisión sobre iniciativas legisla- 
tivas. Proyecto de Ley sobre concesión de un crédito ex- 
traordinario para financiar el déficit de la Compañía 
Trasmediterránea, S.  A., por la explotación del Servicio 
de Comunicaciones Marítimas de Interés Nacional, co- 
rrespondiente al ejercicio de 1989. 

Tiene la palabra el señor Soriano. 

El señor SORIANO BENITEZ DE LUGO: Voy a in- 
tervenir muy brevemente, señor Presidente, y desde el 
escaño, si me lo permite, para fijar la posición del Gru- 
po Popular en relación con los dos proyectos de Ley re- 
ferentes a la concesión de dos créditos extraordinarios 
a la Compañía Trasmediterránea, el primero de ellos 
para financiar el déficit de explotación de la misma co- 
rrespondiente al ejercicio 1989 y el segundo para com- 
pletar el pago de las bonificaciones aplicadas en las 
tarifas de los pasajes marítimos durante el año 1989. 

En relación con el primero de ellos, no tengo nada 
que objetar, puesto que, en definitiva, deriva de lo es- 
tablecido en el Decreto de 8 de julio de 1978, que esta- 
blece las bases del contrato regulador por el que se 
rigen las relaciones entre el Estado y la Compañía Tras- 
mediterránea y esperamos que en los años sucesivos, 
y según ha manifestado el propio Presidente de la Com- 
pañía Transmediterránea en su comparecencia en la Co- 
misión, el déficit no tenga carácter crónico; al parecer, 
en los próximos ejercicios es de esperar que haya su- 
perávit por parte de la Compañía Trasmediterránea, con 
lo cual en los futuros ejercicios dejaría de tener razón 
de ser un crédito extraordinario para compensar el ci- 
tado déficit. 

En relación con el segundo de los proyectos de ley, 
quiero indicar que el Grupo Popular ha presentado en- 
miendas durante los dos últimos ejercicios a los pro- 
yectos de Presupuestos tanto del año 1990 como del año 
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1991, indicando la insuficiencia del crédito contempla- 
do en los Presupuestos para atender estas bonificacio- 
nes a los pasajeros de las islas Canarias, islas Baleares, 
Ceuta y Melilla. En consecuencia había presentado tam- 
bién enmiendas a la totalidad al crédito extraordina- 
rio o que para financiar el déficit del año 1988 se 
produjo en esta Cámara en este mismo año. Parece que 
las recomendaciones del Grupo Popular han sido teni- 
das en cuenta, puesto que en los Presupuestos del año 
1992 la dotación presupuestaria ha pasado de 350 mi- 
llones, que era la que figuró en el presupuesto del año 
anterior, a 960 millones, con lo cual parece que se han 
atendido las recomendaciones del Grupo Popular acom- 
pasando la cantidad que figura en la Ley de Presupues- 
tos a la realidad. Por tanto, es de esperar que en los años 
sucesivos no haya necesidad de acudir al crédito ex- 
traordinario para completar el déficit de los ejercicios 
presupuestarios. 

En consecuencia, señor Presidente, señorías, anun- 
ciamos el voto favorable a los dos proyectos de ley, al 
haberse tenido en cuenta estas observaciones formu- 
ladas en ejercicios anteriores. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Soriano. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 

Padrón. 

El señor PADRON DELGADO Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, los dictámenes de la Co- 
misión de Presupuestos que van a ser sometidos a vo- 
tación a. continuación se refieren a dos créditos 
extraordinarios. El primero se refiere a la subvención 
a la explotación del ejercicio de 1989, y tiene su razón 
de ser en base al Decreto 1876 de 1978, del 8 de julio, 
por el cual se estableció un convenio nacional entre el 
Estado y la Compañía Trasmediterránea para la cober- 
tura de las comunicaciones marítimas de interés na- 
cional. 

Como ya se ha manifestado en la base 25 y en la base 
26, se establece que el déficit que se pueda producir 
en la explotación de las citadas líneas será compensa- 
do a través del Presupuesto del Estado. Si bien en los 
ejercicios de 1986 y 1987 la Compañía Trasmediterrá- 
nea tuvo un superávit, en el año 1989 estaba prevista 
una subvención para el déficit de explotación de 1.500 
millones de pesetas, pero con el Decreto 3/1989, de me- 
didas adicionales de carácter social, se disminuyó el ci- 
tado crédito en la partida de 275 millones, para así 
complementar las medidas que contemplaba el citado 
Real Decreto. Por tanto, establecido el déficit real co- 
rrespondiente al año 1989, corregido, además, por una 
auditoría efectuada por la Intervención General de la 
Administración del Estado, que disminuyó la cantidad 
que establecía la Compañía Trasmediterránea en 126 
millones, y compensando, por tanto, el déficit real del 
año 1989 con el superávit del ejercicio de 1986 y 1987, 
se determina la cantidad real del déficit del año 1989 

en la partida de 336.927.000 pesetas, informado favo- 
rablemente por el Consejo de Estado, y que se somete 
a la aprobación de S.  S., que espero cuente con el voto 
favorable de toda la Cámara. 

Respecto al otro crédito de 585.957.193 pesetas, tie- 
ne su cobertura legal en una Orden ministerial del 6 
de junio del año 1963, «Boletín Oficial del Estado» nú- 
mero 145, por el cual desde aquella época se estable- 
ció una bonificación a los ciudadanos españoles con 
residencia en Canarias que utilizasen los servicios de 
Trasmediterránea para desplazarse a la Península en 
un 33 por ciento de subvención por parte del Estado. 

Posteriormente, por medio de la Ley 4611981, de Pre- 
supuestos Generales del Estado, se extendió este bene- 
ficio a los ciudadanos españoles residentes en Baleares 
que se desplazasen a la Península, y por la Ley 311987, 
del 23 de diciembre, se amplió este beneficio también 
a los ciudadanos de Ceuta y Melilla y a los ciudadanos 
europeos con residencia en Canarias, Ceuta, Melilla y 
Baleares que utilizasen estos servicios de Trasmedite- 
rránea para sus desplazamientos a la Península. Por 
tanto, la cobertura legal está suficientemente acredita- 
da. Unicamente queremos manifestar que la determi- 
nación del coste real de estas subvenciones se produce 
al año siguiente del cierre del ejercicio de la Compa- 
ñía Trasmediterránea, y esta es la razón de por qué en 
algunas ocasiones hay que recurrir al crédito extraor- 
dinario para determinar la cantidad exacta. De todas 
maneras, las cantidades que se aprueben en estos cré- 
ditos extraordinarios están estrictamente comprobadas 
por la Intervención General de la Administración del 
Estado. 

Por todo ello, aun en el supuesto de que, efectivamen- 
te, las cantidades que se establezcan en los Presupues- 
tos puedan acercarse más a la realidad, pedimos el voto 
favorable para estos créditos extraordinarios que, co- 
mo he dicho, han sido votados por unanimidad en la 
Comisión de Presupuestos del Congreso. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Padrón. 
Vamos a proceder a la votación. 
Votación relativa al proyecto de ley sobre concesión 

de un crédito extraordinario para financiar el déficit 
de la Compañía Trasmediterránea por la explotación del 
servicio de comunicaciones marítimas de interés nacio- 
nal, correspondiente al ejercicio de 1989. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 253; a favor, 253. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta- 
men de la Comisión. 

Votamos a continuación el proyecto de ley sobre con- 
cesión de un crédito extraordinario por importe de 
585.957.193 pesetas, para completar el pago a la Com- 
pañía Trasmediterránea, S. A., de las bonificaciones 
aplicadas en las tarifas de los pasajes marítimos, du- 
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rante el año 1989, en beneficio de los ciudadanos espa- 
ñoles y de los demás Estados miembros de la Comuni- 
dad Económica Europea residentes en Canarias, Ceuta, 
Melilla y Baleares por los traslados a la península y vi- 
ceversa e interinsulares dentro de los respectivos archi- 
piélagos. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 248; a favor, 248. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el dicta- 
men de la Comisión. 

TRAMITACION DIRECTA Y EN LECTURA UNICA DE 
INICIATIVAS LEGISLATIVAS: 

- ACUERDO PARA LA TRAMITACION DIRECTA Y 
EN LECTURA UNICA Y, EN SU CASO, TRAMITA- 
CION POR ESTE PROCEDIMIENTO, DEL PRO- 
YECTO DE LEY DE ARRENDAMIENTOS 
RUSTICOS HISTORICOS (Número de expediente 
121 /OOoO70) 

El señor PRESIDENTE Punto noveno del orden del 
día. Tramitación directa en lectura única de iniciativas 
legislativas. Proyecto de ley de arrendamientos rústi- 
cos históricos. 

Enmiendas del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya. 

Tiene la palabra el señor Caballero. 

El señor CABALLERO CASTILLO: Señor Presidente, 
señorías, desde el inicio de esta intervención queremos 
manifestar nuestra valoración positiva al proyecto de 
ley que hoy debatimos, con independencia de las en- 
miendas que hemos presentado y que si se aprobaran 
por la Cámara entendemos que mejorarían bastante 
la ley. 

La situación creada en nuestro país con los arrenda- 
mientos rústicos llamados históricos ha tenido distin- 
tas fases, desde las positivas para los cultivadores, que 
les dieron la posibilidad de cultivar tierras -ya que de 
otra manera no hubiera sido posible- y de solucionar 
la situación económica de miles de familias durante 
años, hasta llegar a la situación actual, que tanto arren- 
datarios como arrendadores están interesados en 
superar. 

Partiendo de la ley vigente de 15 de marzo de 1935 
se han ido generando otras leyes, como las de 1940, 
1942,1946,1953,1957 y la de 1980, de 31 de diciembre, 
sin que hasta hoy se lograra la regulación que facilita- 
ra el acceso a la propiedad por parte de los arrendata- 
rios que lo desearan. 

Este proyecto de ley viene a solucionar lo que otras 
leyes de arrendamientos no consiguieron en los distin- 
tos intentos. Se vuelven a prorrogar los contratos en un 
nuevo plazo de cinco años para facilitar el derecho de 

determinados arrendatarios al acceso a la propiedad 
mediante la adquisición forzosa de la tierra, estableci- 
do ya en el apartado 1, del artículo 98, de la Ley 83/1980, 
de 31 de diciembre, de arrendamientos rústicos, y la Ley 
1/1987, del 12 de febrero. 

En nuestra opinión, las dos últimas leyes menciona- 
das no han conseguido las facilidades necesarias para 
resolver la situación creada en los arrendamientos rús- 
ticos históricos, dado que el número de 456 expedien- 
tes tramitados para adquisición de la tierra en 
propiedad desde 1980 parece escaso. 

Nos interesa resaltar que las medidas que se contem- 
plan en el proyecto de ley para la determinación del pre- 
cio de las fincas arrendadas -en el caso de que el 
arrendatario ejercite el derecho de acceso a la 
propiedad- por las que se establece que el mínimo se 
fijará por la media aritmética entre la valoración ca- 
tastral y el valor en venta actual de fincas análogas por 
su clase y situación en el mismo término municipal o 
en la comarca, a Izquierda Unida-Inicitiva per Catalun- 
ya le parecen injustas y perjudiciales para el arrenda- 
tario, dado que durante los años que ha estado labrando 
la tierra como arrendatario ha introducido mejoras no- 
tables en la finca, por ejemplo, la de convertir pedre- 
gales en tierras cultivadas, localización de aguas, hacer 
carriles para el paso de máquinas agrarias y camiones, 
acequias, depósitos de agua, convertir alguna finca de 
secano en regadío, etcétera. Todo esto supone que el 
arrendatario, al comprar esas tierras, pagará dos veces 
esas mejoras, y mientras más mejoras haya realizado 
en estas fincas que ha venido labrando, a la hora del 
acceso a las mismas se verá perjudicado por tener que 
pagar precios más elevados. 

Además, parece producirse en este punto cierta con- 
tradicción con el artículo 4, Indemnización por aban- 
dono, al reconocérsele el derecho a la tercera parte del 
valor de la finca en cuestión, conforme a los números 
2 y 3 del artículo 2 de esta Ley. Esta contradicción que- 
daría resuelta con la enmienda número 10, del Grupo 
Mixto, a dicho número 2, del artículo 2, según nosotros 
entendemos. 

Por otra parte, estando de acuerdo con el número 3, 
artículo 2, del proyecto de ley que debatimos, observa- 
mos que no queda claro si las organizaciones profesio- 
nales agrarias más representativas de las provincias 
correspondientes podrán nombrar vocales una vez apro- 
bada esta ley en las Juntas Arbitrales Provinciales de 
Arrendamientos Rústicos, que ya están formadas, o si 
sólo se refiere a las nuevas que se formen. 

Salvo esas dos observaciones que nos gustaría que 
se aclararan y se mejoraran en la medida que sea posi- 
ble, nos parece que el conjunto de la ley responde a las 
necesidades que este tema demanda, con independen- 
cia de las enmiendas que ya hemos anunciado y que pa- 
so a defender. 

Al artículo l,b), hemos presentado nuestra enmien- 
da número 2, por la que pretendemos que se suprima 
la frase: «... en que se hubiera perdido memoria del 
tiempo por el que se concertaron...». La motivación es 
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la posible aparición de un documento escrito que trae- 
ría como consecuencia situaciones de agravio compa- 
rativo con arrendamientos de igual fecha, pero sin 
documentación. 

Al artículo 1 tenemos una enmienda de adición. Se 
crea un nuevo párrafo d) con el siguiente texto: «Los an- 
teriores al 1 de enero de 1960, cuando el arrendatario 
sea el que venga cultivando personalmente la finca 
arrendada, siempre y cuando las fincas se encuentren 
dentro de un área sujeta a arrendamientos históricos 
delimitados al efecto por las comunidades autónomas. 

Para la determinación de un área sujeta a arrenda- 
miento histórico se deberá constatar, por cualquier me- 
dio de prueba, que dicha área territorial rústica no ha 
sido cultivada directamente por el propietario al me- 
nos desde el 15 de marzo de 1935 o el 1 de agosto de 
1942. 

La declaración de área sujeta a arrendamiento his- 
tórico implica una presunción para el arrendatario de 
encontrarse afecto a los beneficios de esta ley, que, en 
su caso, habrá de ser rota por quien se opusiere a ello.)) 

Motivación. En determinadas zonas de la geografía 
española se encuentran áreas de tierras cultivables, to- 
das ellas en arrendamiento, que condicionan totalmente 
la vida social y económica de poblaciones enteras que 
necesitan de medidas específicas. 

Al artículo 2 tenemos otra enmienda de adición de 
un nuevo punto 2 bis, del siguiente tenor: «El arrenda- 
tario podrá optar por la adquisición de parte de las pro- 
piedades arrendadas, y en especial de la casa de labor 
acompañada de un diez por ciento de la superficie to- 
tal de las fincas arrendadas a elección del arrendata- 
rio, o de la finca anexa a dicha casa de labor, en 
cualquier caso, e independientemente de la superficie 
que esta finca posea. En este caso la valoración se efec- 
tuará como se señala en el punto anterior». 

La motivación es que por razones de edad, sucesión 
en la explotación y otros, el arrendatario necesita la ca- 
sa para vivir, y teniendo en cuenta que las mejoras in- 
troducidas en las viviendas son normalmente 
superiores al valor del edificio. En todo caso, han sido 
las que han contribuido a mantener su valor, sea el que 
fuere. 

La siguiente enmienda es de creación de un nuevo ar- 
tículo 5, con el texto que paso a leer: .Artículo 
5. Acceso a la propiedad por instituciones agrarias. 
Cuando entre el arrendatario y la administración auto- 
nómica correspondiente o culquiera de sus organismos 
dedicados a la mejora de las estructuras agrarias así 
lo acuerden mediante documento público al efecto, se- 
rán estas instituciones u organismos los que puedan 
ejercitar para sí el derecho de acceso a la propiedad, 
dedicando, en todo caso, la misma a fines agrarios.» 

Motivación. Cuando por cualquier causa el arrenda- 
tario no quiere o no puede acceder a la propiedad de 
la tierra, la Administración, por razón social, podrá in- 
tervenir y acceder a la propiedad, bien manteniendo el 
arrendamiento existente, o bien dirigiendo la tierra a 
mejorar la estructura de las explotaciones, como es el 

caso de los bancos de tierra creados en algunas comu- 
nidades autónomas. 

Al artículo 2.4 tenemos una enmienda que consiste 
en añadir, depués de «... seis años como mínimo...», el 
siguiente texto: «... quedando exceptuados de ello los ca- 
sos en los que se aplique lo señalado en el artículo 5 
de esta ley.» 

Motivación. Por coherencia con la enmienda anterior 
y en relación con la enmienda por la que se adiciona 
un nuevo artículo 5 al proyecto de ley. 

También pedimos la creación de una disposición tran- 
sitoria del siguiente tenor: «Las comunidades autóno- 
mas podrán, en el plazo de un año a partir de la entrada 
en vigor de la presente ley, declarar como áreas suje- 
tas a arrendamientos rústicos históricos aquellas que, 
según lo previsto en el apartado d), del artículo 1, de 
esta ley, cumplan los requisitos en él establecidos». 

No quisiéramos terminar sin expresar nuestra satis- 
facción por algunas enmiendas que hemos tenido oca- 
sión de ver, como la presentada por el Grupo Socialista, 
que nos parece que mejora bastante el texto; la enmien- 
da número 10, del Grupo Mixto, ya comentada, al apar- 
tado 2, del artículo 2, que da solución a la cuestión 
mencionada, y la enmienda número 11, del CDS, que in- 
corpora un nuevo apartado bajo el epígrafe 5, para fa- 
cilitar el derecho al acceso a la propiedad de la tierra 
a aquellos arrendatarios herederos de otros primeros 
arrendatarios fallecidos antes de la entrada en vigor de 
la Ley 83/1980, de 31 de diciembre, por la que quedan 
incapacitados de cumplir los puntos 1 y 2, del artículo 
73, así como el artículo 80.1 de la misma Ley, referente 
a subrogar en el contrato. 

El señor PRESIDENTE: Por favor, le ruego concluya. 

El señor CABALLERO CASTILLO: Termino, señor 
Presidente. 

Por todo ello, consideramos que con la enmienda pre- 
sentada, y tal como viene el proyecto de ley, nos parece 
que es interesante y, por supuesto, en cualquier caso 
vamos a votar favorablemente. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Caballero. 
Enmiendas del Grupo Mixto, señor Moreno. 
Tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Señor Presidente, 
ruego que se den por defendidas y se pasen a votación 
en su momento. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Enmiendas de los señores González Lizondo y Oliver 

Tiene la palabra el señor Oliver. 
Chirivella. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Señor Presidente, 
la Ley de Arrendamientos Rústicos Históricos entende- 
mos, desde la perspectiva de nuestro Partido, que si bien 
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en el caso valenciano no hay noticia exacta de lo que 
aconteció en el Reino de Valencia en el siglo XVIII so- 
bre el tema de adaptación de los Derechos forales va- 
lencianos, que venían regidos desde cinco siglos antes 
por el Derecho Castellano, como no hay, insisto, ante- 
cedentes claros de lo que ocurrió, las Cortes Valencia- 
nas aprobaron la Ley 611986, de 15 de diciembre, que 
regula los arrendamientos históricos valencianos y que 
se tramita y redacta al amparo de lo que establece el 
mandato del artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía. 

La disposición transitoria de dicha Ley fija que los 
arrendamientos cuyos titulares en el plazo de dos años 
soliciten la declaración de arrendamientos históricos, 
quedarán exceptuados del régimen general. Entende- 
mos, pues, que no nos afecta esta ley, que es sólo para 
las comunidades autónomas que teniendo arrenda- 
mientos históricos no hayan tenido Derecho foral, o las 
que teniéndolo no hayan dictado su ley autonómica. 

Desde esta perspectiva presentamos nuestra enmien- 
da, que consiste en aclarar que al hablar de que que- 
dan exentas aquellas comunidades que tengan Derecho 
foral o especial, entendemos que adicionando <(dicta- 
do por las comunidades autónomas)) interpretamos que 
dentro del Derecho especial se incluye a aquellas co- 
munidades que tengan una ley de arrendamientos his- 
tóricos propia. 

Solamente por esto hemos presentado una enmien- 
da que, insisto, puede parecer redundante, pero cree- 
mos que no lo es, y pedimos y solicitamos su aproba- 
ción. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Oliver. 
Enmiendas del Grupo Popular. 
Tiene la palabra el señor Pascual. 

El señor PASCUAL MONZO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, quiero iniciar mi intervención en nombre 
del Grupo Popular sobre el proyecto de ley de arrenda- 
mientos rústicos históricos de la misma forma que Fray 
Luis de León reinició sus clases en la Universidad, des- 
pués de varios años encarcelado, con un «como decía- 
mos ayer», porque, señorías, hoy aquí, desde esta 
tribuna, podemos argüir las mismas cosas, criticar los 
mismos defectos y dar los mismos argumentos que die- 
ron los portavoces de los distintos grupos parlamenta- 
rios en diciembre de 1986, hace cinco años, cuando el 
Gobierno socialista presentó el proyecto de ley por el 
que se prorrogaban determinados contratos de arren- 
damientos rústicos y se establecían plazos para el ac- 
ceso a la propiedad. Imprevisión; falta de sensibilidad 
por parte del Gobierno para resolver el problema; re- 
traso injustificable sobre la advertencia con antelación; 
precipitación en la tramitación parlamentaria, que 
coincide también con la tramitación parlamentaria del 
proyecto de ley hoy, y encontrarnos dentro de cinco 
años nuevamente en la necesidad de acordar una nue- 

va prórroga, como estamos debatiendo hoy precisamen- 
te fueron, entre otras, las aseveraciones de los distintos 
portavoces el 18 de diciembre de 1986, en las que coin- 
cidían unánimemente; aseveraciones, repito, que sirven 
para el día de hoy también corregidas y aumentadas, 
porque después de cinco años, señores socialistas, ha 
seguido la incapacidad del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación y, por tanto, de este Gobierno, pa- 
ra resolver el problema. 

En la exposición de motivos que acompaña a este pro- 
yecto de ley que debatimos hoy, el Gobierno usa los mis- 
mos argumentos que dio en 1986: Los graves problemas 
sociales que en determinadas zonas se producirían si 
no se adoptan las medidas legislativas que resuelvan 
-añade concretamente ahora- definitivamente las 
cuestiones que plantean los arrendamientos rústicos 
históricos, ya que sólo volver a prorrogar los contratos 
únicamente serviría para aplazar los problemas, pero 
no para resolverlos. 

Con estas manifestaciones el Gobierno reconoce tá- 
citamente, no sin cierta modestia, su incapacidad para 
resolver el problema hasta ahora, aunque abre un rayo 
a la esperanza con el contenido de este proyecto de ley, 
porque parece haber un firme propósito de resolver el 
problema de los arrendamientos considerados rústicos 
históricos. Como dice un popular personaje de Televi- 
sión Española, esperemos que esta vez sea «la refiniti- 
va», señorías. 

Por eso tengo que decir, en nombre de mi Grupo, que, 
en principio, estamos de acuerdo con el contenido de 
este proyecto, pues aporta soluciones a esta temática 
social que considero positivas y viables, ya que supo- 
nen ese gran avance tan necesario hoy en el mundo ru- 
ral. Se rebaja el valor de la tierra al arrendatario al 
acceder a la propiedad, así como la indemnización que 
percibe por el abandono de ella; el derecho a la vivien- 
da para el arrendatario y su cónyuge en vida; la pérdi- 
da del derecho de subrogación, inclusive la definición 
más clara de lo que consideran arrendamientos rústi- 
cos históricos. Todo ello nos puede llevar a solucionar 
en gran manera el problema, pero hay una serie de con- 
sideraciones muy importantes, sobre todo una, que des- 
de el Grupo Popular queremos hacer a este proyecto de 
ley para mejorarlo mediante las enmiendas que hemos 
presentado. 

Con la enmienda número 15, señorías, pretendemos, 
desde el Grupo Popular, que la prórroga de los arren- 
damientos sea de tres años más a partir de que entre 
en vigor la ley que derive de este proyecto de ley, en vez 
de los seis que figuran en el texto presentado. Es decir, 
finalizar el 31 de diciembre de 1994 y no el 31 de di- 
ciembre de 1997. 

La Ley 83/1980 de Arrendamientos Rústicos, de 31 de 
diciembre, ya concedía un plazo de seis años para el ac- 
ceso a la propiedad de la tierra por parte del arrenda- 
tario. Al finalizar la prórroga hubo que volver a 
ampliarla para los contratos de arrendamientos rústi- 
cos históricos, porque no había surtido el efecto es- 
perado. 
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Después de once años, señorías, no se puede seguir 
alargando por mucho más tiempo este problema, y co- 
mo contempla la citada Ley 8311980, en su artículo 25, 
apartado 3, la duración de los contratos de arrenda- 
mientos rústicos será de seis años con derecho a una 
prórroga de seis y a una tercera de tres, que es precisa- 
mente el caso en que nos encontramos ahora. 

Creemos que se debe ampliar el plazo de obligación 
por parte del arrendatario que ha accedido a la propie- 
dad de la tierra de seguirla cultivando por un período 
de diez años, en vez de seis que marca el proyecto de 
ley. Es un plazo más lógico y razonable para que las tie- 
rras sigan cultivándose como hasta ahora. 

La enmienda número 17, del Grupo Popular, preten- 
de que el arrendatario que abandone la tierra arren- 
dada y reciba la indemnización por ese abandono, sea 
indemnizado, además, con el valor de las mejoras per- 
manentes que haya realizado y que han servido preci- 
samente para dar más valor real a la finca. 

Por último, nuestra enmienda número 16 es la que 
consideramos básica y más importante para el buen de- 
sarrollo posterior de este proyecto de ley y evitar así 
encontrarnos dentro de unos años teniendo que pedir 
otra prórroga. 

Con esta enmienda pretendemos incluir el tipo de 
ayudas que el Estado dará a los arrendatarios para po- 
der acceder a la propiedad de la tierra. Esta enmienda 
no sólo es importante, sino que la consideramos vital, 
por eso pedimos que se apruebe por esta Cámara para 
que sea incluida en la ley. Digo esto para no caer otra 
vez en el mismo error, porque leyendo la intervención 
del portavoz del Grupo Popular el 18 de diciembre de 
1986, mi compañero don Diego Jordano Salinas ya de- 
cía en aquella ocasión, textualmente, que tenemos que 
preguntarnos por qué en un plazo de seis años, que es 
el transcurrido desde la publicación de la vigente Ley 
de Arrendamientos Rústicos, estos arrendatarios no han 
manifestado su deseo de acceder a la propiedad. Creo 
que habría que llegar a la conclusión de que no lo han 
hecho, o bien porque no se han enterado, o bien por- 
que no han tenido dinero para ello. Por eso pretende- 
mos, repito, solucionar este problema. 

Después de la Ley de 1986, mediante Real Decreto- 
ley se aprobaron ayudas para solucionar este proble- 
ma, que se ha demostrado que no han sido lo suficien- 
temente atractivas, puesto que han sido muy pocos los 
agricultores que las han solicitado. Hasta el 31 de sep- 
tiembre del presente año, señorías, en total han sido 456 
los agricultores que se han beneficiado de estas ayu- 
das, como así consta en la Memoria económica que 
acompaña al proyecto de ley, y hasta el 3 1 de marzo de 
1990 sólo se habían beneficiado 406. Es decir, que en 
el último año y medio sólo 50 agricultores han optado 
por esta vía. 

El Grupo Socialista ha presentado una enmienda 
transaccional que estamos dispuestos a aceptar, por- 
que va en la línea que hemos marcado nosotros y por- 
que además es importantísimo que ya en el contenido 
del proyecto de ley figure una transaccional con las ayu- 

das, ya que por ejemplo, en el pasado proyecto de ley 
que se aprobó el 12 de febrero de 1987, y hasta octubre 
del mismo año, no salió el correspondiente Real Decreto 
marcando las ayudas, medio año después. Podemos vol- 
ver a caer en el mismo error, porque la disposición adi- 
cional segunda dice que los arrendatarios que dentro 
de los dos primeros años, a contar desde la entrada en 
vigor de la presente ley, comuniquen a la administra- 
ción competente su intención de ejercitar el derecho de 
acceso a la propiedad, podrán acogerse a los beneficios 
y a las ayudas que a tal fin habilitará el Estado para 
facilitar el ejercicio de dicho derecho. 

Por tanto, como podía tardar en publicarse el corres- 
pondiente real decreto con las ayudas para que el agri- 
cultor sepa si acogerse o no a él, se podía perder medio 
año o un año, con lo cual apenas quedaría tiempo para 
que el agricultor accediera a estas ayudas, porque no so- 
lamente son importantes las ayudas. Más relevante que 
el valor de esas ayudas es la difusión que se dé a esta 
ley. Creemos que en esta difusión, para que llegue a la 
práctica totalidad de los agricultores afectados, pueden 
jugar un papel importantísimo, tanto las organizaciones 
profesionales agrarias, como las cajas rurales. 

Señorías, vamos a aceptar la enmienda transaccio- 
nal del Grupo Socialista, que recoge la nuestra núme- 
ro 18 y la 13 del CDS, que consiste en préstamos y 
subvenciones. Los préstamos serán a largo plazo y ba- 
jo interés, con una carencia de tres años y un período 
de amortización mínimo de 12 años. 

Pensamos que con estas ayudas se puede resolver el 
problema. Con esta ley se va a dar una salida honrosa 
y viable para solucionar esta situación. Sin estas ayu- 
das, señorías, con la situación en la que está hoy en día 
la agricultura, con un futuro tan incierto, hubiera sido 
muy difícil -con las anteriores leyes- que un agricul- 
tor se hubiera atrevido a comprar unas tierras, porque 
después no habría sabido si podía hacer frente a los pa- 
gos correspondientes, porque la situación agraria no es 
muy segura como para aventurarse y correr riesgos al 
hacer inversiones. 

Quiero decir también que vamos a aceptar la enmien- 
da número 14 del Grupo Socialista, porque no creemos 
que el que se haya renovado el pacto entre las dos par- 
tes vaya en contra de que siga siendo un arrendamien- 
to rústico, siempre que haya habido acuerdo entre las 
dos partes. 

Vamos a votar también a favor de la enmienda nú- 
mero 10, del señor Moreno Olmedo, porque va en la mis- 
ma línea que la nuestra en el sentido de que el 
arrendatario que haya establecido una serie de mejo- 
ras no tiene por qué perderlas. Asimismo, vamos a vo- 
tar a favor de la enmienda número 12 del Grupo del 
CDS, porque es análoga a la que ha presentado el Gru- 
po Popular. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pascual. 
Enmiendas del Grupo del CDS. 
Tiene la palabra el señor Souto. 
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El señor SOUTO PAZ: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Voy a defender las enmiendas que mi Grupo Parla- 
mentario ha presentado a la Ley de Arrendamientos 
Rústicos Históricos; una Ley de indudable interés so- 
cial, que trata de resolver un grave problema, que tie- 
ne una trascendencia más amplia de la que podía 
comprender la Ley de Arrendamientos Rústicos, preci- 
samente porque está contemplando aquellos arrenda- 
mientos de carácter histórico, y que tiene una finalidad 
muy concreta, que es facilitar el acceso a la propiedad 
de los arrendatarios. 

Precisamente en esta línea, mi Grupo Parlamentario 
ha presentado varias enmiendas que persiguen favore- 
cer este acceso a la propiedad. En este sentido, en la 
enmienda número 11, de adición al artículo 2." de un 
apartado 5 nuevo, dice que «a los efectos de ejercitar 
el acceso a la propiedad de acuerdo con el número 2 
de este mismo artículo y demás derechos comprendi- 
dos en esta Ley, la condición de arrendatario podrá 
acreditarse por cualquier medio de prueba, sin que pue- 
da exigirse la prueba escrita». 

Se pretende, como está claro en el texto de la enmien- 
da, facilitar que el arrendatario que no tenga prueba 
escrita de su título, pueda acreditarlo por cualquier me- 
dio de prueba admitido en Derecho. La enmienda que 
presentamos puede parecer redundante, dado que es 
un principio procesal admitido la presentación de un 
medio de prueba que no sea escrito. Lo que ocurre es 
que, ante las prácticas fraudulentas que en este tipo de 
contratos se han venido experimentando, invalidando 
documentos anteriores en posesión de los arrendata- 
rios, precisamente con la finalidad de evitar el carác- 
ter histórico de estos arrendamientos, no estaría de más 
que figurase en la propia ley este medio de prueba co- 
mo una forma de facilitar la documentación del título 
correspondiente para probar la condición de arren- 
datario. 

Con la enmienda número 12 pretendemos que la in- 
demnización por abandono, que está contemplada en 
el artículo 4." de la Ley, favorezca también en este caso 
los legítimos derechos del arrendatario. Así decimos 
que «tendrá derecho al abono de las mejoras realiza- 
das, salvo que opte por retirarlas sin que se produzca 
deterioro de la finca». En este sentido, y aparte de que 
la ley prevé que tendrá derecho a la tercera parte del 
valor de dichas fincas, parece de justicia que se le abo- 
nen aquellas mejoras que ha realizado, dado que for- 
ma parte del patrimonio que ha invertido el 
arrendatario en la mejora de la finca. 

Finalmente, y por lo que se refiere a la enmienda nú- 
mero 13, a la disposicón adicional segunda, se trata de 
una enmienda de adición en la que se dice que «en to- 
do caso, se establecerá una línea de crédito a largo pla- 
zo y bajo interés a la que tendrán acceso los 
arrendatarios que ejerciten su derecho de acceso a la 
propiedad, siendo aplicable a la extensión de terreno 
en arrendamiento que se determine reglamentariamen- 
te». (El señor Vicepresidente, Marcet i Morera, ocupa 

la Presidencia.) Con esta enmienda se pretende facili- 
tar el acceso a la propiedad de los arrendatarios con 
el requisito imprescindible de que cuenten con la finan- 
ciación correspondiente, porque, de lo contrario, la ley 
quedaría, en cierto modo, en una declaración de bue- 
nas intenciones, pero con escasas posibilidades de lle- 
gar a feliz término. 

Estamos también de acuerdo con la enmienda tran- 
saccional que me imagino que propondrá en su momen- 
to el Grupo Socialista, que transacciona con la 
enmienda número 18, del Grupo Popular, y la 13, del 
CDS, y que viene a recoger el espíritu de esta enmien- 
da, facilitando préstamos y subvenciones a largo plazo 
y bajo interés. En este sentido, la pretensión de esta en- 
mienda se cumple con la enmienda transaccional y, por 
lo tanto, estamos en disposición de aceptarla. 

Esta es, en resumen, la exposicón de nuestras enmien- 
das, que esperamos que puedan ser incorporadas para 
facilitar lo que, en definitiva, consideramos la finalidad 
fundamental de este proyecto de ley, o que es que de 
una vez se consiga que aquellos arrendatarios que lo 
deseen puedan hacerse con la propiedad, tal como se 
indica en el preámbulo de la ley. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
cias, señor Souto. 

Lloret. 

El señor LLORET LLORENS Señor Presidente, en 
primer lugar, me gustaría agradecer el tono positivo de 
los diferentes portavoces de los grupos parlamentarios, 
fundamentalmente de los señores Caballero y Souto, no 
tanto el del señor Pascual, aunque ha anunciado tam- 
bién el voto favorable a este proyecto de ley. 

Este proyecto de ley pretende solucionar definitiva- 
mente el tema de los arrendamientos rústicos históri- 
cos. Para la presentación del mismo basta con la lectura 
de su texto articulado y de sus memorias. No es un pro- 
yecto más como los que desde 1935 han ido prorrogan- 
do sucesivamente la problemática de los 
arrendamientos rústicos históricos, sino que es un pro- 
ceso que en un conocimiento, en una valoración pro- 
funda de la realidad que aborda, y después de un 
intenso contacto con las organizaciones agrarias, abor- 
da ya en sus cuatro artículo la solución definitiva a es- 
te problema de los arrendamientos históricos. En 
primer lugar, con una nueva y Última prórroga. En se- 
gundo lugar, con la introducción de un nuevo sistema 
de valoraciones que permite fácilmente el acceso a la 
propiedad por el arrendatario introduciendo medidas 
de profundo contenido social, como es considerar la 
edad del arrendatario, a los efectos de la continuación 
de dicho arrendamiento -55 años-; la previsión de si 
el arrendatario hace o no uso de la explotación en vi- 
vienda; el permitir que pueda continuar viviendo en ella 
hasta su fallecimiento y el de su cónyuge; y prever tam- 
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bién, en su artículo 4.4 la indemnización por la tercera 
parte del valor de las fincas, cuando las fincas queden 
libres, a requerimiento del arrendatario, al finalizar el 
año agrícola en el que se extinga el contrato. 

La memoria dice que, efectivamente, el número de ex- 
pedientes tramitados después de la Ley de Arrenda- 
mientos Rústicos, de 1980, que regula la temática en sus 
artículos 98, 99, y disposición transitoria tercera; des- 
pués del año 1987, en el que se prorrogaron estos con- 
tratos y se dieron nuevos plazos para el acceso a la 
propiedad de los arrendatarios en este tipo de arren- 
damientos históricos, y después del decreto y orden mi- 
nisterial de ese mismo año, el número de expedientes 
es de 456. 

Ha habido una preocupación por parte del Gobier- 
no socialista y una actuación concreta para solucionar 
el problema. No obstante, el problema sigue estando 
ahí, hay una serie de situaciones que debemos abordar, 
que este proyecto pretende -como he reiterado ya- so- 
lucionar definitivamente. Creo, por tanto, señorías, que 
nos tenemos que felicitar por el contenido del texto ar- 
ticulado del proyecto y por la perspectiva que abre es- 
te proyecto en la solución a este problema. 

Dicho esto, paso a contestar a las diferentes enmien- 
das defendidas por los distintos grupos parlamentarios 
en este trámite de lectura única. En primer lugar, voy 
a hacer el análisis de dichas enmiendas, artículo por 
artículo. 

Nos parece aceptable la enmienda número 2 de Iz- 
quierda Unida, la cual propone que se suprima la fra- 
se «... en que se hubiera perdido memoria del tiempo 
por el que se concertaron». En los dos textos que he- 
mos manejado (Leyes de 1980, y de 1987) figuraban y 
no vemos razones para que se mantenga por lo que en- 
tendemos posible la aceptación de la misma. 

Lógicamente, proponemos el voto favorable de la en- 
mienda socialista, cuyo texto conocen SS. SS., que per- 
sigue los mismos objetivos que la que ha planteado el 
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya a este artículo, así como otra enmienda, no 
defendida en el Pleno y mantenida a efectos de votación, 
del Partido Andalucista. Ambas enmiendas pretenden 
crear un nuevo supuesto, a los efectos de la aplicación 
de la ley, en el que se amplía el número de contratos 
afectados hasta 1960. 

La enmienda que presenta el Grupo Socialista evita los 
inconvenientes de la enmienda del Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida, que son claros pues la aceptación de 
la misma implicaría la modificación del ámbito de apli- 
cación de la ley, ampliaríamos el concepto de contrato 
de arrendamiento rústico histórico, y no parece que exis- 
tan razones jurídicas ni objetivas para calificar de arren- 
damientos rústicos históricos a los anteriores al 1 de 
enero de 1960. Sin embargo, la enmienda socialista per- 
mite limitar las causas de novación extintiva, que es el 
problema, así como establecer un juego adecuado de la 
novación modificativa frente a la extintiva, consideran- 
do -eso sí- como requisito indispensable un tracto con- 
tinuo en la permanencia del contrato. 

Por otra parte, no estamos de acuerdo con la enmien- 
da de Izquierda Unida por la que se propone la crea- 
ción de áreas sujetas a arrendamientos históricos. Ello 
llevaría consigo una nueva figura en el régimen de pro- 
piedad de la tierra, acarreando nuevos problemas a la 
ya compleja situación de arrendamientos rústicos his- 
tóricos. 

Al artículo 2P se han presentado siete enmiendas. El 
Grupo Socialista propone una modificación técnica, 
que conocen SS. SS., y que paso a entregar a la Presi- 
dencia (El señor Lloret Llorens hace entrega a la Pre- 
sidencia del texto.) en relación con su número 2, que 
tiene como objetivo fundamental mejorar el texto. 

Es clara, señor Pascual, la no coincidencia con sus 
enmiendas números 15 y 16. No estamos de acuerdo en 
la reducción del tiempo de la prórroga (de cinco a tres 
años) que ustedes proponen, ni podemos estarlo con que 
se amplíe el plazo de abligación de cultivar personal- 
mente las fincas adquiridas, de seis a diez años. Adop- 
tan ustedes aquí una posición de defensa de la 
propiedad de la tierra, en perjuicio del arrendatario que 
ha estado cultivando personalmente la finca durante 
más de cincuenta años. Son enmiendas que no nos pa- 
recen asumibles, pues se apartan de lo que es la filoso- 
fía del proyecto, que es dar solución a este problema 
de arrendamientos históricos, cuya filosofía es progre- 
sista. No  obstante, le indicaría, señor Pascual, que el 
Grupo Parlamentario Popular en Galicia ha venido a 
proponer una enmienda justo en el sentido contrario 
que ustedes plantean aquí, y es que el plazo de prórro- 
ga no sea ni de tres ni de cinco, sino de diez años, lo 
cual viene a ser significativo. 

La enmienda número 4 de Izquierda Unida plantea 
la posibilidad de adquisición de parte de las propieda- 
des arrendadas. Hemos estudiado y reflexionado sobre 
esta enmienda y aun comprendiendo la intención de la 
misma, vemos las siguientes argumentaciones en con- 
tra. Primero, de la redacción del proyecto no se deduce 
que quede excluida la posibilidad de adquirir parte de 
la finca arrendada, siempre que haya acuerdo entre las 
partes. 

Segundo. El artículo 4.0.3, como SS. SS. saben perfec- 
tamente, recoge el derecho del arrendatario y de su cón- 
yuge a seguir habitando la vivienda y a continuar en 
el arrendamiento de un 10 por cien de su superficie has- 
ta el fallecimiento de ambos. 

Tercero. No parece aconsejable alentar con la ley el 
fraccionamiento de las fincas, que es lo o que en defi- 
nitiva instaría esta enmienda, aparte de que su acepta- 
ción implicaría la necesidad de crear unos criterios 
justos en orden a fijar un procedimiento sobre qué parte 
de la finca y en qué finca sería posible esa división. In- 
sisto en que la política contraria al fraccionamiento de 
fincas justifica por sí misma el rechazo de la enmienda. 

La enmienda número 11, del CDS, defendida por el 
señor Souto, nos parece innecesaria, aún comprendien- 
do las razones que ha expuesto muy bien en esta Cá- 
mara. Su señoría sabe perfectamente que en la 
normativa civil española, salvo en casos muy específi- 
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cos entre los cuales no se encuentran los arrendamien- 
tos rústicos, no se requiere la forma escrita como me- 
dio de prueba, permitiéndose cualquier medio de 
prueba que aporten las partes y estime el juzgador. 

La enmienda número 9, del Partido Andalucista, no 
ha sido defendida en este trámite, por lo cual no pare- 
ce oportuna su contestación. Asimismo, la enmienda nú- 
mero 12 tampoco ha sido defendida. 

Por último, de las enmiendas al artículo 4P, quedan 
de una parte, la número 2, del CDS, y, de otra, la núme- 
ro 17, del Partido Popular. Consideramos que ambas son 
innecesarias, señor Souto y señor Pascual, porque lo 
que pretenden está perfectamente contenido en los ar- 
tículos 62,63,64 y 100 de la Ley de Arrendamientos Rús- 
ticos, con lo cual reiteramos lo que ya son contenidos 
materiales de la Ley. 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya propone la 
creación de un nuevo artículo 5P, cuya filosofía no com- 
partimos, y ello en la medida en que ésta no se ajusta 
al objeto de la ley y de las instituciones conocidas co- 
mo arrendamientos rústicos históricos. Lo que el legis- 
lador debe buscar, señoría, es facilitar el acceso a la 
propiedad de los arrendatarios en este tipo de arren- 
damientos, y no una capacidad de transmisión de bie- 
nes y de afectación de los mismos a la función pública, 
separada del objeto del contrato originario y de sus 
partes. 

No compartimos la enmienda número 1, de Unión Va- 
lenciana, que pretende establecer el carácter supleto- 
rio de la ley frente a las disposiciones autonómica. 
Estamos ante un régimen de competencia del Estado. 

En relación con las enmiendas números 13, del CDS, 
y 18, del Partido Popular, ofrecemos una enmienda tran- 
saccional, que también conocen S S .  SS., y que paso a 
hacer entrega a la Presidencia en este momento. (El se- 
ñor Lloret Llorens hace entega a la Presidencia del 
texto.) 

Por razones obvias, tampoco compartimos la enmien- 
da número 7, de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, que propone una nueva disposición transitoria 
en la que la Administración parece ser la llamada a de- 
terminar o no la existencia de los arrendamientos rús- 
ticos históricos. 

Concluyo ya, señor Presidente, señorías. La valora- 
ción que podemos hacer del texto del proyecto de ley 
es muy positiva. Creo también que el trabajo de los di- 
ferentes grupos parlamentarios ha sido serio y sensa- 
to a la hora de presentar enmiendas al texto articulado, 
Ya he dado, razones por las que el Grupo Parlamenta- 
rio Socialista entiende la imposibilidad de aceptar al- 
guna de ellas. He ofrecido, en nombre de mi Grupo, la 
transacción en relación con uno de los problemas que 
el señor Pascual calificaba de central o fundamental 
de la ley, que es la financiación, la puesta en marcha 
de los préstamos, de las subvenciones que sean nece- 
sarias para el acceso a la propiedad, y también se ha 
aceptado una de las enmiendas del Grupo Parlamen- 
tario de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. En 
cualquier caso vuelvo a insistir en mis palabras inicia- 

les; creo que el proyecto de ley, tal como ha sido elabo- 
rado, después del esfuerzo que ha supuesto la 
comprensión de esta realidad, compleja, de los arren- 
damientos rústicos históricos, se defiende por sí mismo. 

Nada más, señor Presidente, y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Mu- 

¿Turno de réplica? (Pausa.) El señor Pascual, tiene la 
chas gracias, señor Lloret. 

palabra. 

El señor PASCUAL MONZO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Muy brevemente, voy a intervenir por las alusiones 
que ha realizado el portavoz del Grupo Socialista con 
respecto a la postura del Partido Popular en cuanto a 
este proyecto de ley. Quiero decir simplemente que en 
el ánimo del Partido Popular no estaba defender a una 
postura u otra, sino ayudar a dar solución a un proble- 
ma social de mucha importancia. Todas nuestras en- 
miendas iban en el sentido de pedir que se siga 
cultivando la tierra por un período de tiempo de cua- 
tro años más, porque, como muy bien ha dicho el por- 
tavoz socialista, son arrendamientos de tierras que se 
llevan trabajando muchos años, por lo que no creo que 
la influencia fuera tan grande, simplemente se habrían 
dedicado a lo mismo. 

Con este proyecto de ley, y, sobre todo, con la enmien- 
da transaccional que ha presentado el Grupo Socialis- 
ta, que viene a sustituir a la número 18 del Grupo 
Popular y a la 13 del CDS, se puede dar una vía de fi- 
nanciación atractiva al arrendatario que quiera acce- 
der a la propiedad. Por eso me ratifico en que, como 
parece ser que va haber acuerdo unánime en esta tran- 
saccional, la vamos a apoyar, sobre todo para que solu- 
cione un problema social de gran envergadura que 
tenemos y que se ha prolongado durante muchos años. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

El señor Souto tiene la palabra. 
cias, señor Pascual. 

El señor SOUTO PAZ: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Simplemente quiero indicar que mi Grupo Parlamen- 
tario retira las enmiendas números 11 y 12, así como 
la 13 en la medida en que está recogida en la enmienda 
transaccional. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Mu- 

El señor Lhret  tiene la palabra. 
chas gracias, señor Souto. 

. 

El señor LLORET LLORENS: Señor Presidente, sólo 
voy a contestar a las manifestaciones del señor porta- 
voz del Grupo Popular. Yo he expuesto las razones por 
las que entendíamos no aceptable el criterio de redu- 
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cir la prórroga, y he constatado lo que es un hecho evi- 
dente: que hay diferentes criterios de entender la nece- 
sidad de esa ampliación de prórroga a nivel de lo que 
va a ser un proyecto de ley como éste, que afecta a toda 
España, o un proyecto de ley que afecte a Galicia. En 
cualquier caso, las razones esgrimidas relativas al nú- 
mero de años en que debe quedar fijada esta prórroga 
son evidentes, y lo único que ha hecho ha sido consta- 
tar el hecho de que había criterios diferentes en rela- 
ción con sus compañedros en Galicia, que proponen, 
como reitero, una ampliación de esa prórroga a diez 
años. 

De todas maneras, el tono positivo general del deba- 
te no hace necesario insistir en estas razones. Agradez- 
co al CDS que retire las enmiendas en función de las 
justificaciones y razones expuestas, y asimismo agra- 
dezco a todos los grupos parlamentarios el nivel de cor- 
tesía y de discusión que ha permitido este proyecto 
de ley. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Mu- 
chas gracias, señor Lloret. 

¿Grupos que no han presentado enmiendas y deseen 
fijar sus posiciones? (Pausa.) Por el Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió), tiene la palabra el señor Ferrer. 

El señor FERRER 1 PROFITOS Señor Presidente, se- 
ñorías, nuestro Grupo va a manifestar su posición res- 
pecto de este proyecto de ley de arrendamientos 
rústicos históricos que estamos debatiendo en el Con- 
greso de los Diputados en el Pleno de esta mañana. 

En nombre de mi Grupo quisiera destacar, en prin- 
cipio, desde un punto de vista más político que técni- 
co, y nos congratulamos de ello, tanto el tono de 
serenidad con que se está debatiendo este proyecto de 
ley, como las ganas que hay de llegar a un acuerdo por 
parte de todos los grupos parlamentarios. 

En este momento yo no puedo dejar de recordar, por- 
que era parlamentario por aquellas fechas, la diferen- 
cia que hay, tanto en el tono, como en la serenidad, 
repecto al año 1980, cuando se debatía la Ley de Arren- 
damientos Rústicos y apareció el problema de los arren- 
damientos históricos, que como consecuencia de venir 
de conflictos históricos (y nunca mejor la redundancia 
en este aspecto) generando en aquella época un debate 
menos sereno y con una voluntad diferente a la que hoy 
estamos expresando. 

¿Por qué debatimos otra vez este proyecto de ley de 
arrendamientos históricos? Voy a dar unos anteceden- 
tes que indican que lo que hemos hecho antes no ha 
cumplido el objetivo ni ha sido operativo. 

La Ley 2311980, de 31 de diciembre, de Arrendamien- 
tos Rústicos, ya establecía el derecho de determinados 
arrendatarios a acceder a la propiedad, mediante la ad- 
quisición forzosa de las tierras, abonando el precio de 
las mismas, que sería, en su caso, establecido por la 
autoridad judicial civil y conforme al valor de la expro- 
piación. Como este plazo de tiempo no surtió efecto, nos 

vimos obligados en 1987 a hacer una nueva prórroga 
de cinco años, referente también a estos arrendamien- 
tos rústicos denominados históricos que estaban con- 
certados con anterioridad a la Ley de 15 de marzo de 
1935; asimismo, se efectuó la prórroga por el mismo pe- 
ríodo del derecho de acceso a la propiedad estableci- 
da en el apartado 1 del artículo 98 de la Ley 8311980, 
de 31 de diciembre, de arrendamientos rústicos. Por 
otro lado, se extendía el mismo derecho de acceso a la 
propiedad en aquellos arrendamientos rústicos regu- 
lados en el punto 1 del artículo 99 de la Ley 83/1980, 
durante el segundo período de prórroga legal estable- 
cido en el apartado 6 de dicho artículo para los arren- 
damientos concertados antes del uno de agosto de 1942. 

He querido, señorías, dar estos antecedentes para que 
esta vez no nos pasara lo mismo, ya que esta normati- 
va sólo consiguió la tramitación de 456 expedientes. Es- 
to demuestra claramente que estas medidas no 
contribuyeron a cumplir el objetivo de la adquisición 
de la propiedad por parte de los arrendatarios 
afectados. 

En este momento es difícil determinar cuál es el nú- 
mero real de arrendatarios. Lo que todos sabemos es 
que los arrendatarios están en una avanzada edad, cu- 
ya medida se podría determinar en 52 años; los mayo- 
res de 65 años son ya el 30 por ciento, y los de edad 
comprendida entre 55 y 65 años representan el 40 por 
ciento. Por tanto, menores de 55 años, prácticamente, 
hay muy pocos. 

Esta vez tenemos la esperanza de que las nuevas me- 
didas que el proyecto de ley introduce van a hacer más 
operativo este proyecto y van a hacer que cumpla sus 
objetivos. La prórroga de estos arrendamientos, que el 
proyecto de ley en su exposición de motivos dice que 
será por un último período, nos da la esperanza de que, 
juntamente con los nuevos criterios de valoración que 
van a hacer las juntas arbitrales, y además con la de- 
terminación sobre todo importante de los recursos eco- 
nómicos que se puedan establecer -como dice la 
disposición adicional segunda-, todo ello puede con- 
tribuir a que verdaderamente en este momento este pro- 
yecto de ley pueda surtir el efecto que no tuvo ni la de 
1980 ni la prórroga que se estableció a través del pro- 
yecto de ley del año 1987. 

Nosotros entendemos que el proyecto de ley cumple 
perfectamente lo que se quiere resolver. Apoyaremos 
por supuesto, la modificación técnica que ha propues- 
to el Grupo Socialista al artículo 2 y también las tran- 
saccionales que el mismo Grupo mayoritario considere 
aportar para enriquecer el proyecto de ley. 

Señor Presidente, voy a acabar diciendo lo mismo que 
decía mi compañero de Grupo, señor Vida1 i Sardó el 
18 de diciembre de 1986, cuando se aprobó la segunda 
prórroga. Voy a decir que nuestro voto va a ser afirma- 
tivo, porque nos parece que es un problema de carác- 
ter social que, como decía el portavoz de Izquierda 
Unida, tienen interés en resolver de una vez tanto los 
arrendatarios como los arrendadores, pero decía mi 
compañero en aquel momento que se podría haber con- 
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cretado más; esta vez se ha concretado que va a ser el 
último período. También echábamos en falta en aquel 
proyecto de 1987 que no hubiera suficientes garantías 
de recursos financieros para que el mismo cumpliera 
la finalidad para la que se había redactado. El tiempo 
nos ha dado la razón y parece que este proyecto intro- 
duce estas mejoras que nosotros, en voz de nuestro por- 
tavoz, ya echamos a faltar en el debate del año 1987. 

Como el proyecto de ley nos parece correcto para 
cumplir sus objetivos, nuestro Grupo lo apoyará, y a 
ver si de una vez resolvemos un problema, yo diría, con 
gran carga político-social, y en cierta manera el proyec- 
to de ley prestigiará también lo que son las soluciones 
que un sistema democrático pueda arbitrar si cumple 
con su función y llega a resolver estos problemas his- 
tóricos, que lo único que hacían era generar conflictos 
en un medio y en un sector, como es el rural y el agra- 
rio, siempre perjudiciales para la convivencia de los ciu- 
dadanos de estas zonas donde estos conflictos tenían 
más implantación. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

Vamos a proceder a las votaciones. (El señor Presi- 

El señor PRESIDENTE: Votaciones relativas al pro- 

Enmienda número 2 del Grupo de Izquierda Unida- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 262 a favor, 168; en contra, uno; absten- 
ciones, 93. 

mienda. 

Iniciativa per Catalunya. 

cias, señor Fer.rer. 

dente ocupa la Presidencia.) 

yecto de ley de arrendamientos rústicos históricos. 

Iniciativa per Catalunya. 

El señor PRESDIENTE Queda aprobada la en- 

Restantes enmiendas del Grupo de Izquierda Unida- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 262 a favor, 14; en contra, 15+ abstencio- 
nes, 94. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del señor Moreno Olmedo. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos 262, a favor, ocho; en contra, 240; absten- 
ciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmienda número 14 del Grupo Socialista. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 261; a favor, 259; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 

Enmiendas del Grupo Popular. (El señor Caballero 

El señor Caballero tiene la palabra. 

mienda. 

Castillo pide la palabra.) 

El señor CABALLERO CASTILLO: Señor Presiden- 
te, para pedir votación separada de la enmienda nú- 
mero 17. 

El señor PRESIDENTE Enmienda número 17 del 
Grupo Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 262; a favor, 110; en contra, 149; absten- 
ciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Restantes enmiendas del Grupo Popular. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 257; a favor, 82; en contra, 158; absten- 
ciones, 17. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmienda de los señores González Lizondo y Oliver 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Chirivella. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 262; a favor, 17; en contra, 149; absten- 
ciones, 96. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la en- 
mienda. 

Enmienda transaccional presentada por el Grupo So- 
cialista en relación con la enmiendas número 18 del 
Grupo Popular, y a la número 13 del Grupo del CDS a 
la disposición adicional segunda. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 262; a favor, 260; en contra, uno; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada la enmien- 
da transaccional. 

Vamos a proceder a votar seguidamente el texto del 
proyecto de ley con la advertencia de que el último in- 
ciso del artículo 2, apartado 2, ha sido objeto de una 
corrección técnica aceptada, y queda redactado en los 
siguientes términos: Dicha cantidad será fijada por las 
Juntas Arbitrales de Arrendamientos Rústicos y sus de- 
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cisiones tendrán los efectos establecidos en el aparta- 
do 4 del artículo 121 de la Ley 8311980, de 31 de diciem- 
bre, de Arrendamientos Rústicos. 

Con esta precisión pasamos a votar el texto del pro- 
yecto de ley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 262; a favor, 260; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el proyec- 
to de ley de Arrendamientos Rústicos Históricos. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE MEDIACION EN SEGU- 
ROS PRIVADOS (Número de expediente 1211oooO62) 

El señor PRESIDENTE: Punto X del orden del día, 
debates de totalidad de iniciativas legislativas. Proyec- 
to de ley de mediación en seguros privados. 

Para la presentación del proyecto, en nombre del Go- 
bierno, tiene la palabra el señor Ministro de Economía 
y Hacienda. (El señor Vicepresidente, Muñoz García, 
ocupa la Presidencia.) 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solchaga Catalán): Señor Presidente, señoras y seño- 
res Diputados, comparezco hoy ante SS. SS. para pre- 
sentar el proyecto de ley de mediación en seguros 
privados. 

El presente proyecto de ley viene a fijar un hito más 
en el trascendente cambio que se ha producido en la 
legislación de seguros en nuestro país durante la últi- 
ma década. En efecto, con la ley que hoy somete el Go- 
bierno para su aprobación la actividad aseguradora 
privada quedará regulada por tres grupos de normas: 
de una parte por aquellas que se refieren a los derechos 
y obligaciones que emanan de la celebración de todo 
contrato de seguro, recogidas básicamente en la Ley de 
Contratos de Seguro; de otra parte, por las normas de 
disciplina y supervisión de las entidades aseguradoras, 
que regulan las condiciones de acceso al mercado y el 
ejercicio de la actividad de seguros, completado por 
unas exigencias de solvencia que garanticen el cumpli- 
miento de los compromisos contraídos por las entida- 
des aseguradoras, recogidas básicamente en la Ley 
sobre Ordenación del Seguro Privado; finalmente, me- 
diante esta ley de mediación, que tiene como finalidad 
regular la actividad mercantil de quienes, sin ser ase- 
guradores ni tomadores del seguro o asegurados, po- 
nen en contacto ambas partes, facilitando así la 
conclusión de contratos y haciendo posible la realiza- 
ción en masa de operaciones de seguro. 

El principio inspirador del presente proyecto de ley 
es el mismo que ha impulsado otros proyectos que el 
Gobierno presentó en el pasado a sanción de este Par- 

lamento: el convencimiento, en otras palabras, de que 
el nuevo entorno en el que ha de desenvolverse el segu- 
ro español en el futuro más inmediato, con la consecu- 
ción de la Unión Económica y Monetaria, será más 
competitivo y requerirá de unas relaciones entre los 
agentes económicos más libres y flexibles que las ac- 
tuales. Asimismo, el nuevo entorno habrá de redefinir 
el papel que debe ejercer la Administración en la acti- 
vidad aseguradora privada y deberá cuidar y fortale- 
cer el grado de seguridad y protección del asegurado. 

Permítanme sus señorías, tras estas aclaraciones pre- 
vias, pasar a comentar los aspectos fundamentales del 
presente proyecto de ley. Para ello me referiré, en pri- 
mer lugar, a los principios fundamentales que lo ins- 
piran, para pasar a continuación a comentar, de forma 
separada, los cuatro títulos y las disposiciones adicio- 
nales y transitorias en los que se estructura el articu- 
lado del citado proyecto de ley. 

Tres son, a mi juicio, los principios inspiradores del 
proyecto ley de mediación en seguros privados. En pri- 
mer lugar, el que se deriva de la necesidad y voluntad 
de regular las condiciones en que debe ordenarse y de- 
sarrollarse la actividad mercantil de mediación de se- 
guros privados. Dicho principio tiene, a su vez, una 
doble concreción: por un lado, la necesidad de que la 
ley otorgue especial protección a los tomadores de se- 
guros y asegurados, tanto en la actividad preparatoria 
como en la posterior a la celebración de los contratos 
de seguros con los que desean proteger sus personas 
y sus patrimonios. Pero junto a esta, la regulación de 
la actividad de mediación demanda hoy en día una cre- 
ciente especialización y personalización. De ahí que el 
presente proyecto de ley defina, racionalice y consagre 
dos categorías nítidamente diferenciadas de mediado- 
res de seguros: los agentes de seguros, por un lado, y 
los corredores de seguros, por otro. 

El segundo principio, señorías, aboga por la libera- 
lización y flexibilidad en la actividad de distribución 
de seguros privados. En este sentido, el proyecto de ley 
que comentamos amplía la distribución de los mismos, 
las pautas liberalizadoras que las directivas comunita- 
rias en la materia han aplicado ya al establecimiento 
de las entidades aseguradoras y a la libre prestación 
de servicios. 

Por último, el proyecto de ley de mediación en segu- 
ros privados no olvida la necesidad de profundizar y 
reforzar los requisitos financieros y de profesionalidad 
para los mediadores en seguros privados, así como de 
consagrar un régimen de infracciones y sanciones ad- 
ministrativas que preserven y garanticen la función del 
mediador. 

No quedaría clara esta referencia a los principios ins- 
piradores del proyecto que me cumple presentar ante 
SS. SS. si no me refiriera siquiera brevemente al hecho 
de que el presente proyecto de ley viene a situar la nor- 
mativa sobre distribución de seguros en el mismo ni- 
vel que la legislación de supervisión y ordenación del 
contrato de seguro. Por ello, el presente proyecto, que 
derogará la regulación actual de la actividad de media- 
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ción en seguros privados, supone la superación de la 
legislación pensada y enfocada para un entorno, un 
mercado y un mediador distintos de los que actualmen- 
te requiere el sector de seguros español. 

El capítulo 1 del proyecto de ley tiene como finalidad 
primordial la de definir la actividad mercantil objeto 
de regulación, tanto en su objeto como en su ámbito 
material y subjetivo. A diferencia de la regulación ac- 
tual, éste se refiere a mediación en seguros privados, 
frente al término producción, más impreciso, y habi- 
tualmente asimilado, como saben SS. SS., con el volu- 
men de negocios de toda empresa aseguradora. 

El ámbito del proyecto de ley se circunscribe de ma- 
nera deliberada a la mediación y no a la distribución, 
ya que la venta directa, que es la otra forma de distri- 
bución, no se somete a control específico, sino que es- 
tá sujeta al general de las entidades aseguradoras en 
la Ley de Ordenación del Seguro Privado. 

En el ámbito subjetivo del proyecto de ley se limita 
a la actividad de mediación entre el asegurador y el to- 
mador del seguro, al entenderse que otras formas de 
mediación, por ejemplo, la que conecta a la entidad ase- 
guradora y la reaseguradora no requieren una protec- 
ción especial ni tampoco precisan de un control 
administrativo. Por lo mismo, no se incluye referencia 
alguna a las operaciones de coaseguro y, sin embargo, 
se mantienen las referencias existentes en la legislación 
en vigor a la posibilidad de que los empleados de ase- 
guradoras y mediadoras alleguen negocios de seguros 
a sus respectivas empresas y mediadoras, a las prohi- 
biciones para que los mediadores asuman riesgos por 
su cuenta y a la prohibición de que las sociedades mu- 
tuas y cooperativas a primas variables y las entidades 
de previsión social utilicen los servicios de mediado- 
res de seguros privados. 

El capítulo 11 regula a los mediadores en seguros pri- 
vados y los requisitos, régimen administrativo general 
e incompatibilidades de los mismos. Son mediadores 
en seguros privados los agentes y corredores de segu- 
ros, que pueden, a su vez, ser personas físicas o jurídi- 
cas. En ningún caso prevé la ley la posibilidad, sino que 
la prohíbe, se simultanear las actividades propias de 
una y otra categoría. 

El proyecto de ley conforma al agente de seguros de 
acuerdo con los siguientes rasgos. Se trata, en primera 
instancia y a diferencia del corredor de seguros, de un 
mediador afecto a la entidad aseguradora a través de 
un contrato de agencia de seguros. El agente de segu- 
ros se configura, por tanto, como una prolongación de 
la entidad aseguradora, si bien puede, con autorización 
de la entidad de la que es agente, trabajar para otras 
o crear una red de colaboradores propios. Desaparecen, 
por tanto, las actuales divisiones en la normativa vigen- 
te entre los agentes representantes y no representantes. 

Por otro lado, la relación entre el agente de seguros 
y la entidad aseguradora se regula mediante un contra- 
to mercantil; de ahí que el único requisito para cele- 
brar dicho contrato sea la capacidad legal para ejercer 
el comercio que requiere la legislación mercantil. El 

proyecto de ley no establece requisito alguno para ejer- 
cer como agente ni regula o limita la iniciativa empre- 
sarial para la selección o creación de la red agencial. 
Por lo mismo, esta eliminación tiene como consecuen- 
cia la supresión del registro administrativo de tales 
agentes y el traslado a las entidades aseguradoras de 
la obligación de llevanza de dichos registros, a efectos 
del control interno y de facilitar asimismo a la Admi- 
nistración las tareas de supervisión, así como la forma- 
ción de sus propios agentes. 

La función, por otro lado, de los agentes de seguros 
puede ser la de promoción, mediación, asesoramiento 
y asistencia, tanto preparatoria como posterior a la for- 
malización del contrato de seguro. El presente proyec- 
to de ley, a diferencia de la legislación vigente, no 
requiere que los agentes de seguros deban obligatoria- 
mente cumplir todos y cada uno de los citados cometi- 
dos. Con todo, parece obvio que a una diversidad de 
funciones corresponderán distintos niveles de experien- 
cia previa y preparación técnica. 

Permítanme SS. SS. que me refiera a tres cuestiones 
fundamentales, implícitas en el contrato de agencia, sin 
las cuales difícilmente puede entenderse el alcance de 
esta relación. Estas son las siguientes. Primero, la car- 
tera de contrato de seguros no es ya propiedad del agen- 
te, sino de la entidad aseguradora por cuenta de la cual 
éste ejerce su actividad de mediación. Segundo, y en 
consonancia con lo anterior, una vez cesada la relación 
agencial, el agente no podrá disponer, como venía ocu- 
rriendo, de los contratos celebrados con su interven- 
ción. Tercero, y en aras a una mayor transparencia, el 
proyecto de ley prevé que el contrato de agencia debe 
especificar las remuneraciones que percibe el agente 
de seguros por su labor de mediación. 

Cuatro son, por otra parte, señorías, las normas de 
protección y supervisión que el proyecto de ley prevé 
para los tomadores de seguros a través de la mediación 
del agente. Primero, la transparencia en el tráfico mer- 
cantil que obligará a todo agente a identificar y dejar 
constancia de la entidad aseguradora a la que se vin- 
cula. Segundo, la protección del pago de la prima efec- 
tuado por el tomador del seguro, que para mayor 
concreción supone que el pago hecho al agente se en- 
tenderá como hecho a la entidad aseguradora. Tercero, 
el requisito de una formación técnica adecuada para 
la cual velará la entidad aseguradora titular de la red 
agencial. Cuarto, y último, la responsabilidad adminis- 
trativa de la entidad aseguradora ante las autoridades 
de supervisión por las infracciones cometidas por sus 
agentes, sin perjuicio de mantener éstos, naturalmen- 
te, su responsabilidad civil y penal. 

En lo que respecta al corredor de seguros, el proyec- 
to de ley establece las siguientes características bási- 
cas. Se trata de un mediador independiente que deberá 
asistir y asesorar antes y después de la celebración del 
contrato de seguros al tomador del mismo. El acceso 
a la actividad de correduría de seguros requiere auto- 
rización administrativa previa. El proyecto de ley de- 
talla los requisitos necesarios para la obtención y 
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conservación de dicha autorización, así como las obli- 
gaciones dimanantes de la inscripción en un registro 
administrativo. 

Aunque el proyecto de ley diferencia entre personas 
físicas y personas jurídicas, en términos generales pro- 
pugna que quien actúe como mediador independiente 
disponga de unos conocimientos mínimos y de una 
acreditación profesional que se concrete en un diplo- 
ma específico. Asimismo, el corredor de seguros debe 
contar con unas garantías financieras mínimas y con 
un programa de actividades que asegure la viabilidad 
de su proyecto de intermediación en el mercado del 
seguro. 

En lo que se refiere en concreto a personas jurídicas, 
el proyecto de ley establece algunas especialidades, en- 
tre las que destaca por su relevancia el requisito de ex- 
periencia y honorabilidad profesional y comercial que 
exige para los administradores, en línea con lo dispues- 
to con la normativa comunitaria y nacional para las en- 
tidades aseguradoras privadas, así como para otras 
entidades financieras. Buscando por otro lado en el má- 
ximo de flexibilización y ampliación de los canales de 
distribución de los corredores de seguros, el proyecto 
de ley abre la posibilidad de que las corredurías de se- 
guros utilicen colaboradores y también redes de ven- 
tas distintas a las de sus propias organizaciones. 

Este capítulo referente a la mediación se cierra con 
el régimen de incompatibilidades de los mediadores en 
seguros. El citado régimen se construye a partir de tres 
principios: Primero, un principio de carácter general 
que prohíbe el ejercicio de la mediación a quienes de- 
sempeñan cargos o funciones públicas o privadas que 
pudieran poner en peligro la libertad de decisión del 
asegurado. Segundo, un principio específico para los 
corredores de seguros en función del cargo o respon- 
sabilidad que mantengan, si esta pudiera limitar su ca- 
pacidad de asesoramiento independiente. Tercero, un 
principio concreto de incompatibilidad, también refe- 
rido al corredor de seguros, que se refería a las perso- 
nas físicas que desempeñan funciones destacadas en 
aseguradoras, agencias de seguros o de reaseguros, en- 
tidades de crédito financieras o que realicen activida- 
des de peritación de seguros. 

A partir de estos principios, el régimen de incompa- 
tibilidades se concreta en las siguientes reglas: En pri- 
mer lugar, la correduría de seguros no puede 
simultanearse con actividades propias de una asegu- 
radora o de una agencia de seguros. En segundo lugar, 
las personas físicas incompatibles para actuar como co- 
rredores de seguros lo serán también para ejercer co- 
mo directivos de las sociedades que ejercen actividades 
de correduría. En tercer lugar, la existencia de partici- 
pación significativa y del capital o en la gestión de una 
sociedad de correduría que pudiera condicionar la in- 
dependencia de la misma no se configura como incom- 
patibilidad sino que se impone la transparencia. 
Deberá, por tanto, hacerse constar de manera destaca- 
da en toda la publicidad y documentación de la media- 
ción. Esta solución para los casos de corredurías de 

seguros afectadas por causas que conlleven la posible 
pérdida de independencia está absolutamente en línea, 
señorías, con el proyecto de recomendación que sobre 
esta materia ha presentado recientemente la Comisión 
Europea. 

El régimen de control y competencia administrativa 
que se establece en el capítulo 111 de este proyecto de 
ley, no presenta, debo decirlo, grandes novedades por 
cuanto que fue recientemente actualizado por la Ley 
2111990, de 19 de diciembre, conforme a los criterios que 
se habían establecido por la Ley 2611988, de 29 de ju- 
lio, sobre disciplina e intervención en las entidades de 
crédito. No obstante, SS. SS. me permitirán que recuer- 
de, siquiera sea muy brevemente, los elementos que 
componen el régimen de control previsto. Estos son: la 
competencia administrativa, que corresponderá al Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda y que se ejercerá a 
través de la Dirección General de Seguros; por otro la- 
do, la inspección de los mediadores de seguros priva- 
dos, que corresponderá a la Inspección del Ministerio 
de Economía y Hacienda, a través de los funcionarios 
del Cuerpo Superior de Inspectores de Finanzas del Es- 
tado, especialidad de Inspección de Entidades de Se- 
guros y de Fondos y Planes de Pensiones. Las normas 
generales sobre responsabilidad administrativa, com- 
puestas a su vez por un régimen de infracciones y san- 
ciones, serán de aplicación, por un lado, a las entidades 
aseguradoras, a sus administradores y directivos por 
las irregularidades cometidas por sus agentes y, de otro, 
a los corredores de seguros, las sociedades y sus admi- 
nistradores por las irregularidades cometidas por ellos 
o por sus colaboradores. 

Además del reconocimiento de asociaciones privadas, 
y paso ahora a hablar del tema de la colegiación, el pro- 
yecto de ley se manifiesta a favor de la existencia de 
una organización colegial con atribución de determi- 
nadas funciones públicas. Dichas funciones -a diferen- 
cia de la normativa vigente- quedan restringidas a la 
formación de los corredores y a la representación de 
los mismos. Particularmente, en cuanto a la primera, 
los colegios de mediadores de seguros titulados orga- 
nizarán las pruebas selectivas de aptitud para la obten- 
ción del título de Mediador de Seguros, y corresponderá 
a la Dirección General de Seguros la homologación de 
dichas pruebas. 

Creo conveniente, señor Presidente, señalar que la afi- 
liación que el proyecto de ley contempla será volunta- 
ria, desapareciendo por tanto la colegiación como 
requisito para el ejercicio de la actividad de mediador, 
en general, y de corredor, en particular. El fundamen- 
to se encuentra en consonancia con la doctrina del Tri- 
bunal Constitucional que dice que no es precisa la 
colegiación obligatoria porque el control de la activi- 
dad no se traslada a los colegios sino que se retiene o 
se mantiene en la propia Administración. 

Para terminar, señoras y señores Diputados, las dis- 
posiciones adicionales y transitorias del presente pro- 
yecto de ley aluden, entre otras cuestiones, a la 
distribución de competencias entre el Estado y las co- 
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munidades autónomas y, por último, dentro de las ac- 
tividades de los peritos tasadores de seguros -los co- 
misarios de averías o los liquidadores de averías a las 
que refería la Ley 33/1984, de 2 de agosto, sobre Orde- 
nación del Seguro Privado-, a la regulación de la figu- 
ra denominada del tercer perito. 

Asimismo, los cambios introducidos por diversos pre- 
ceptos del proyecto de ley, que hoy me cumple presen- 
tar ante S S .  SS.,  obliga a regular, con el requerido 
detalle, la transición del régimen jurídico existente has- 
ta adaptarlo a la nueva situación. 

Señor Presidente, señorías, de todo lo que antecede 
convendrán conmigo que el presente proyecto de ley que 
el Gobierno presenta hoy para su aprobación es, tanto 
por su objeto como por su contenido, un proyecto cla- 
ve para la potenciación de la actividad de mediación 
de seguros en el nuevo entorno flexible y competitivo 
en que ha de moverse en el próximo futuro -ya en el 
presente- el seguro español. 

Por ello, y por estar convencido de que su articula- 
ción con las leyes que regulan los derechos y obligacio- 
nes del contrato de seguros y con las normas de 
disciplina y supervisión de las entidades aseguradoras 
compone una legislación acorde con la modernización 
que requiere el sector de seguros en España, solicito 
para este proyecto de ley el voto favorable de SS.  S S .  

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Ministro. 

A este proyecto de ley han sido presentadas dos en- 
miendas de totalidad, del Grupo Parlamentario de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya y del Grupo 
Popular. 

Para la defensa de la enmienda a la totalidad del Gru- 
po de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya tiene la 
palabra el señor Martínez. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, la presentación y presencia del señor Ministro 
de Economía y Hacienda en la discusión de este pro- 
yecto de ley nos indica ya que no estamos ante un pro- 
yecto pacífico de mero ajuste técnico, sino ante una 
modificación, a nuestro modo de ver importante, del 
status de una fase de la distribución del Seguro -como 
se ha señalado, de la fase de mediación-, y nuestro 
Grupo no comparte ni el diagnóstico que el señor Mi- 
nistro ha hecho y además está en la exposición de mo- 
tivos del proyecto de ley, ni desde luego las medidas que 
se proponen. 

La primera cuestión que se plantea -como ya ha se- 
ñalado también el señor Ministro- es por qué estamos 
hablando de un proyecto de ley de mediación y no de 
un proyecto de ley de distribución, habiéndose reduci- 
do el ámbito a sólo la parte de distribución en la que 
hay mediadores. Parece que el señor Ministro ha justi- 
ficado que el resto queda al régimen general, y parece 
que no hay problemas en el régimen general; sólo hay 
problemas en la fase de mediación. Es más, en la expo- 

sición de motivos de este proyecto de ley se llega a acu- 
sar a la mediación de una rigidez en el mercado que 
no lleva consigo una mejor protección de los asegura- 
dos y además encarece el producto. Está la palabra cla- 
ve de que se acusa a los mediadores de rigidez y 
encarecimiento del mercado de seguros. 

Quiero señalar que nosotros no compartimos este 
diagnóstico de la situación. Creemos que en esta fase 
final de la distribución (que a nosotros también nos gus- 
taría que hubiera sido, en general, de la distribución 
y no sólo de la mediación, porque, como se verá, para 
nosotros los problemas están en toda la distribución 
y no sólo donde intervienen los mediadores), los pro- 
blemas del mercado de seguros en estos momentos no 
están en la mediación, sino, por ejemplo, en la opaci- 
dad del propio mercado. No hay transparencia. Los ciu- 
dadanos, cuando abonan las primas, no tienen 
conciencia y, por tanto, no pueden diferenciar y elegir 
entre distintas ofertas porque en esas primas no hay 
transparencia del coste de cada uno de los componen- 
tes. Hay demasiados contratos de adhesión en los que 
el tomador no tiene opción de modificar las condicio- 
nes. En estos momentos, en nuestra sociedad, incluso, 
han surgido en las últimas semanas problemas con de- 
nuncias por vinculación del producto seguros a otros 
productos financieros o a otros contratos. Cuando un 
ciudadano va a una entidad bancaria a pedir un crédi- 
to hipotecario se le obliga a que, al mismo tiempo, ha- 
ga un contrato de seguro con una determinada entidad. 
Cuando alguien va a formalizar un crédito o un contrato 
de cualquier otro tipo se le obliga a hacer un seguro 
de vida con una determinada entidad. Por eso creemos 
que la vinculación del seguro con respecto a otros pro- 
ductos financieros o a otros contratos sí que es, en es- 
tos momentos, un problema de nuestro mercado de 
seguros. Hay una indefensión general del tomador de 
seguros. Una vez vendido el producto se le deja al al- 
bur de lo que suceda y, después, viene el «lea usted)) 
y demás. Como ese es nuestro diagnóstico de los pro- 
blemas, las propuestas que hace el proyecto de ley de 
liberalizar, de desregularizar, etcétera, creemos que no 
son fórmulas para resolver los problemas que nosotros 
hemos señalado. 

Efectivamente, como ha dicho el señor Ministro, se 
suprime la colegiación obligatoria, cualquiera puede 
vender seguros. Expresamente se dice que es para que 
las entidades bancarias y para que los grandes alma- 
cenes puedan vender seguros; en cualquier esquina se 
venderán seguros como si fueran vasos, platos o pipas. 
Hay una serie de elementos de titulación, de cualifica- 
ción profesional que desaparecen en este proyecto de 
ley, y nosotros, frente a todo eso, decimos que el prin- 
cipio de especialidad hay que cumplirlo, pero con to- 
das las consecuencias, sin esas vinculaciones que se 
están estableciendo en estos moemntos entre «haga us- 
ted un crédito hipotecario, haga usted un crédito para 
cualquier otra cosa, pero al mismo tiempo tienen que 
hacer usted un seguro con esta entidad y demás)), sin 
esa mistificación entre las entidades bancarias y las de 
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seguros, como si el seguro fuera -insisto- un pro- 
ducto más. 

Por eso, nosotros acentuamos en nuestras propues- 
tas, en las enmiendas parciales, los temas de incompa- 
tibilidades para provocar una mayor especialización. 
Incluso decimos que aunque en un mismo ámbito geo- 
gráfico, físico, se puedan estar ofertando productos fi- 
nancieros de otro tipo y seguros, debe haber una 
especialización en el ámbito físico. El ciudadano, cuan- 
do se acerca, debe saber que está hablando de un cré- 
dito o que está hablando de un seguro; o, cuando va a 
unos grandes almacenes, que está hablando de comprar 
un traje o que está hablando de comprar un seguro. No- 
sotros creemos que esta mistificación perjudica al ciu- 
dadano. 

Es más, en esa línea argumenta1 de que el mediador 
es el culpable, que está en la exposición de motivos, no- 
sotros creemos que es necesaria la mediación. Hay mu- 
chos supuestos en la vida económica y financiera, 
incluso en la vida judicial, en los que a nadie se le ocu- 
rriría prescindir de los mediadores, aunque el Minis- 
terio tiene un problema con su obsesión de que los 
mediadores encarecen, que es algo a lo que me referi- 
ré después. Sin embargo, ¿a quién se le ocurriría pro- 
poner que desaparecieran los abogados o los 
procuradores en los juicios o cualquier otro tipo de me- 
diador? El mediador no va en perjuicio. El mediador, 
si es cualificado, si es independiente, si es imparcial, 
no va en perjuicio del tomador, no va en perjuicio del 
ciudadano. Al revés, la desaparición del medidor va en 
beneficio de las grandes compañías. Por eso nosotros 
rompemos ese principio, que efectivamente está en el 
artículo 21, de que pueden distribuirse seguros sin in- 
tervención del mediador. Nosotros creemos que sólo 
con intervención del mediador deben distribuirse 
seguros. 

Estamos de acuerdo con el principio de la liberali- 
zación, pero con profesionalidad. Lo que ocurre aquí 
es que se intenta liberalizar atacando precisamente la 
profesionalidad. Eso creemos que va en perjuicio de los 
tomadores. 

El artículo 15 dice que cualquiera puede ser corre- 
dor, cualquiera puede ser agente; pero se ha manteni- 
do algo que creemos que es extemporáneo, que es la 
autorización previa para el ejercicio de la profesión. Por 
tanto, incluso el Ministerio se encuentra en una espe- 
cie de medias tintas; quiere liberalizar pero incurre en 
contradicciones, a nuestro modo de ver, peligrosísimas. 

Disposición adicional quinta, por ejemplo, cuando se 
refiere al tercer tasador. ¿A qué viene en estos momen- 
tos retirar la exigencia de titulación suficiente para el 
tercer perito tasador? ¿Eso va en beneficio de los to- 
madores, va en beneficio de los ciudadanos? Creemos 
que va en perjuicio. Por tanto, aceptamos el principio 
de liberalización pero con profesionalidad. 

Liberalización con control fiscal. Efectivamente, la 
desaparición, como ha señalado el señor Ministro, del 
registro para los agentes (a los subagentes se les des- 
pacha con un sólo párrafo, cuando en nuestro país son 

la mayor parte de este colectivo de los mediadores), en 
la línea de liberalización que ha citado el señor Minis- 
tro, a nosotros nos lleva a advertir del peligro del con- 
trol fiscal y, por eso, creemos que esa liberalización 
debe tener unos límites que son: la defensa de los to- 
madores de seguros; la profesionalidad de los media- 
dores y el control fiscal que debe ejercerse sobre este 
tipo de actividad. 

Vayamos con el tema del abaratamiento que tanto 
preocupa al Ministerio. Señorías, nosotros creemos que 
de los tres componentes que evidentemente existen en 
una prima de seguro: el que se refiere al riesgo, el que 
se refiere a los gastos de gestión y el que se refiere al 
coste de la mediación, en nuestro país, en el primer 
componente, el riesgo, hay pocas posibilidades de in- 
tervención de las entidades aseguradoras ni de nadie, 
porque obedece a problemas actuariales, pero, además, 
obedece a riesgos laborales, a construcción y manteni- 
miento de las carreteras, etcétera, una serie de cuestio- 
nes que evidentemente exceden a las compañías 
aseguradoras; sólo en una pequeña parte, en lo que se 
refiere a dimensionamiento de las compañías, este pri- 
mer componente podría afectarles. 

El segundo componente sí que afecta a las compa- 
ñías aseguradoras. Creemos que este es un problema 
en nuestro país, el de que efectivamente los gastos de 
gestión de las compañías son excesivamente alto, como 
ocurre también, por ejemplo, con el sector bancario, y 
que ahí es donde deberían haberse centrado los inten- 
tos de abaratar. 

El tercer componente, el de la mediación, en estos mo- 
mentos es opaco. Lo que sí hay que advertir es que, a 
diferencia de otros colecgios profesionales, no hay ta- 
rifas mínimas. Por eso pedimos que para que sea ex- 
plícito este componente, se exprese en los recibos de 
los seguros. Si, además, este componente fuera tan im- 
portante, habría una disminución del coste del seguro 
para el ciudadano cuando acudiese a la distribución di- 
recta y no a través de mediador, cosa que evidentemente 
no ocurre. Por tanto, creemos que éste no es el proble- 
ma, el problema es el de la transparencia del mercado. 
El encarecimiento no viene por la intervención de los 
mediadores en el mercado. 

El otro tema que ha señalado el Ministro y que pare- 
ce que está en el fondo, ha dicho él, de este proyecto 
de ley, es la protección del tomador, del asegurado. No- 
sotros ya hemos señalado que esta liberalización a costa 
de la profesionalidad no beneficia al tomador, al ase- 
gurado. El seguro no es un producto cualquiera, el se- 
guro es más parecido a un traje, y hay que hacerlo 
adecuándolo a las características personales de la em- 
presa, del individuo, etcétera. No es un producto cual- 
quiera ni cualquiera sirve para vender ese tipo de 
producto. Hay que señalar incluso que los problemas 
no están en el momento de la firma del contrato de se- 
guro. Los problemas vienen después, cuando hay que 
discutir con las compañías. Efectivamente, se ha olvi- 
dado del problema de la distribución directa -pelee 
usted contra la gran compañía-, en el caso de los me- 
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diadores se les descalifica pmfesionalmente en buena par- 
te, y ahí está el problema. Por tanto, creemos que ese te- 
ma debería contemplarse mejor en el proyecto de ley. 

Se permite que una sociedad pueda ser subagente de 
un agente, de una compañía, de un corredor. Se ha se- 
ñalado en el artículo 21 que se admite que un corredor 
tenga redes externas que sean grandes almacenes que 
a su vez se subdividan. Es decir, aleja de tal forma al 
usuario, al tomador o al asegurado de la entidad ase- 
guradora que el ciudadano se va a perder en ese labe- 
rinto en el que va a tener que desarrollar su defensa. 

Por tanto, creemos que la liberalización en este sen- 
tido perjudica extraordinariamente los intereses de los 
tomadores, de los asegurados. Si se quiere proteger de 
verdad al consumidor, debe quedar suficientemente cu- 
bierto el riesgo, por ejemplo, como ha ocurrido hace 
unos meses, de que una compañía se venga abajo de la 
noche a la mañana, los tomadores de seguros se que- 
den en el aire y nadie sepa qué hacer. Eso sí que son 
riesgos. En la medida en que se extiende ese seguro en 
nuestra sociedad -evidentemente, en los próximos 
años va a extenderse mucho más el producto seguro-, 
es necesario contemplar los riesgos en los que se incu- 
rre en estos momentos, y eso no está cubierto. Ahí sí 
que hay un problema de protección del asegurado y del 
tomador del seguro. 

Señorías, incluso hay que advertir una cosa, por lo 
escarmentados que estamos es estas últimas fechas con 
algunas empresas multinacionales: el 43 por ciento del 
capital de las empresas de seguros en este país ya es 
extranjero y, evidentemente, hay unas posibilidades y 
unos riesgos que hay que afrontar. 

En nuestro país, a diferencia del sistema bancario, 
en el que hay un fondo de garantía y que por lo menos 
se garantiza a los ciudadanos hasta un millón y medio 
de pesetas, en el caso de los seguros, si de verdad lo que 
se quiere es la protección del asegurado, habría que in- 
tentar que el consorcio, en vez de ser para liquidar en- 
tidades aseguradoras o para grandes riesgos, cubriese 
también los riesgos de los pequeños aseguradores cuan- 
do de la noche a la mañana se enteran por la prensa 
de que una entidad de seguros ha quebrado, ha desa- 
parecido del mercado. 

Por tanto, señorías, proponemos que haya transparen- 
cia en los recibos y primas para garantizar la defensa 
de los usuarios y el abaratamiento, proponemos que ha- 
ya una reconversión del consorcio de compensación de 
seguros en un fondo de garantía auténtico y propone- 
mos al mediador como personal cualificado, que ayu- 
da al tomador de seguros en la elección, que le ayuda 
durante la vigencia y que le ayuda en el caso del sinies- 
tro. No creemos, como dice el Ministerio, que el media- 
dor encarezca, sino que es necesario. No es un problema 
de colegiación obligatoria. Nosotros estamos de acuer- 
do con que no es un problema de colegiación obligato- 
ria y no hemos presentado ninguna enmienda para 
mantener dicha colegiación. Lo que hay que mantener 
es la profesionalidad de los mediadores, y ése sí que 
es un problema. 

Por tanto, señorías, en este intento de adaptar la dis- 
tribución en su fase de mediación de seguros a las nue- 
vas situaciones del seguro en nuestro país, creemos que 
se ha errado en el diagnóstico de los problemas, que 
se ha errado en las soluciones, que perjudica a la cua- 
lificación profesional y que perjudica a los profe- 
sionales. 

Tampoco vamos a hacer una cuestión de la cartera 
en el caso de los agentes, pero sí hemos presentado al- 
guna enmienda para que, desde luego, se mantengan los 
derechos patrimoniales de los agentes de seguros que 
en nuestra opinión, deberían ser transmisibles «inter 
vivos». Efectivamente, este problema no corresponde 
a la figura del agente, con una relación especial con la 
entidad aseguradora, no es un problema de manteni- 
miento de la cartera, pero por lo menos de manteni- 
miento de los derechos patrimoniales de los agentes de 
seguros. Perjudica, por tanto, a los mediadores en su 
cualificación profesional y en sus derechos patrimonia- 
les, perjudica fundamentalmente a los consumidores, 
que los deja en manos de las grandes compañías mul- 
tinacionales, de las grandes compañías que trazan unos 
enormes laberintos para que no se sepa, al final, con 
quién se ha contratado, con agentes, con subagentes, 
que son a su vez entidades jurídicas, que a su vez tie- 
nen una red de redistirbución que son unos grandes al- 
macenes, etcétera, y no trata ni resuelve los problemas 
reales de la transparencia económica ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Martínez Blasco, le ruego concluya. 

El señor MARTINEZ BLASCO: ... de la protección an- 
tes y durante la vigencia del seguro y en caso del si- 
niest ro. 

Por tanto, señorías, no compartiendo la filosofía que 
subyace, como ha señalado el señor Ministro, en este 
proyecto de ley, pedimos la devolución al Gobierno pa- 
ra que realmente contemple todos los problemas de la 
distribución, que no son sólo los problemas de la me- 
diación, y que realmente proteja a los consumidores 
contra las presiones y las distorsiones que en estos mo- 
mentos se están produciendo en el mercado de seguros. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra 
cias, señor Martínez. 

el señor Fernández de Troconiz. 

El señor FERNANDEZ DE TROCONIZ MARCOS: Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputados, escuchan- 
do al señor Ministro de Economía y Hacienda parecía 
que en España, en nuestra patria, no ha existido nun- 
ca normativa reguladora de la intermediación en la con- 
tratación de seguros privados. Parece que el señor 
Ministro de Economía y Hacienda no ha leído siquiera 
la actual Ley Reguladora de la Producción de Seguros 
Privados que, por cierto, y como bien dijo con anterio- 
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ridad, se modificó por última vez en esta Cámara nada 
menos que el 21 de diciembre de 1990, es decir, aún no 
se ha cumplido un año de la última modificación, que 
no fue en absoluto parcial sino muy amplia, y no sola- 
mente para adaptarse -como era en principio el crite- 
rio general de la Ley en cuestión- a la normativa de 
la Comunidad Económica Europea, sino que modificó 
aquello que tuvo a su antojo de la legislación anterior 
que, por cierto, si bien es de diciembre de 1969, en la 
década de los ochenta sufrió tres modificaciones de im- 
portancia. 

Estamos de acuerdo con el señor Ministro -como no 
podía ser menos- en que la actividad de mediación de 
seguros consiste en la actividad preparatoria de la con- 
certación de seguros privados y la asistencia posterior 
-y es importante tenerlo en cuenta- a tomadores de 
seguros, asegurados y, en definitiva también, a benefi- 
ciarios. Comprende las actividades que pueden cono- 
cerse como mediación, producción, distribución, 
comercialización, venta o gestión, siempre por quien no 
asume el riesgo cubierto como consecuencia del con- 
trato de seguro. 

Llegados a este punto conviene que señalemos lo si- 
guiente. La mediación de seguros privados, la distribu- 
ción de seguros privados, bien sea directamente por la 
compañía aseguradora bien por terceras personas, i re- 
quiere una normativa especial o bien ha de regularse 
por las normas generales del mercado y, en definitiva, 
la especialización, la profesionalización y la cobertura 
de riesgos han de realizarse por lo que el mercado dic- 
te en su día? Entendemos que el mercado de venta de 
seguros tiene unas especialidades que requieren una 
necesaria intervención administrativa, así como la exis- 
tencia de unas normas. Estas especialidades vienen da- 
das, por una parte, en que la incorporación de los bienes 
o servicios que concierte el seguro de mercado se rea- 
liza por persona distinta de aquella que va a correr con 
el riesgo de la cobertura realizada por el seguro. Es de- 
cir, una persona vende el seguro y otra persona respon- 
derá, en su día, del riesgo cubierto por el seguro. Por 
otra parte, el seguro es un bien o servicio en el que no 
se puede verificar, ensayar, probar o experimentar en 
el momento de su contratación. Por consiguiente, se 
puede producir una confusión de garantías entre el me- 
diador del seguro, el vendedor del seguro y la compa- 
ñía aseguradora. Por ello a nuestro entender, por un 
lado, el seguro debe tener necesariamente una especia- 
lización en lo relativo a su venta y, por otro lado y en 
la medida en que el seguro no se puede verificar, ensa- 
yar, probar o experimentar en el momento de su com- 
pra, de su contratación, la venta, la contratación debe 
estar encomendada a personas profesionalizadas, ex- 
perimentadas y, por supuesto, ha de dar lugar a la ne- 
cesaria intervención administrativa como control de la 
mediación de seguros para la protección necesaria y 
adecuada de tomadores, asegurados y beneficiarios. 

Así, por primera vez en nuestra patria se regula la 
mediación, la producción y la distribución de seguros 
por Real Orden de 26 de junio de 1929, a la que en su 

normativa vuelve desgraciadamente el proyecto de ley 
que ahora se trata de discutir. Posteriormente, por Ley 
de 29 de diciembre de 1934, se regula de nuevo la ma- 
teria, creándose el Colegio Profesional de Corredores 
de Seguros o Agentes Libres de Seguros y se vuelve a 
regular la materia por el reglamento de esta Ley de 25 
de junio de 1935. Más tarde se regula de nuevo esta ma- 
teria por Orden de 7 de mayo de 1947; más tarde, por 
la Ley de Producción de Seguros Privados, básica en 
esta materia, de 30 de diciembre de 1969, que con mo- 
dificación por la Ley de Ordenación de Seguros, da lu- 
gar al texto refundido, aprobado por Real Decreto 
legislativo de 1 de agosto de 1985, posteriormente, a su 
vez, por la modificación operada para la adaptación de 
nuestro Derecho a la legislación comunitaria por Real 
Decreto legislativo de 28 de junio de 1986; más tarde, 
y otra vez, por Ley de 29 de julio de 1988 y, por último, 
por Ley de 19 de diciembre de 1990. 

La legislación actual distingue nítidamente, y no por- 
que lo haga la legislación que ahora se pretende intro- 
ducir, entre agentes de seguros y corredores de seguros, 
lo que antes se conocía por agentes afectos y agentes 
libres. La distinción, a pesar de lo que diga la ley, ni 
es nítida ni puede nunca serlo, porque en definitiva con- 
tratos y agencias son los que ligan a agentes y corredo- 
res con las compañías aseguradoras, si bien en unos 
casos con exclusiva y en otros sin ella. Por otra parte, 
la legislación actual establece una titulación para agen- 
tes afectos representantes y agentes libres o corredo- 
res de seguros y, sin embargo, en lo que se refiere a los 
agentes afectos no representantes establece simplemen- 
te la necesidad de que tengan un certificado de sufi- 
ciencia, si bien reglamentariamente se podría 
establecer a partir de 1969 la progresiva incorporación 
de los agentes afectos no representantes a la necesaria 
titulación para poder ejercer su actividad, cosa que no 
se ha realizado desde el momento en que se llevó a ca- 
bo la Ley de 1969. Lógicamente, y en la medida en que 
se trata de una profesión titulada, exite un colegio pro- 
fesional obligatorio, con diferentes sedes provinciales. 

El proyecto de ley, de cuya discusión se trata ahora, 
dice -y es el aleit motivw- que, por una parte, se tra- 
ta de garantizar adecuadamente los derechos de los ase- 
gurados y tomadores de seguros y, por otra parte, se 
trata de reducir el precio del seguro. Ambas cosas, a 
nuestro entender, no logra en absoluto la Ley de Me- 
diación de Seguros Privados, y no solamente esto sino 
que va a crear problemas graves en el sector del segu- 
ro español, y desde luego, va a ser un semillero de con- 
flictos entre los actuales agentes afectos a las 
compañías y las compañías de seguros. No  va a supo- 
ner, por un lado, como decía, garantía ninguna en rela- 
ción con los tomadores de seguros, asegurados y 
beneficiarios, porque, como muy bien decía el porta- 
voz de Izquierda Unida señor Martínez, la profesiona- 
lización y la especialización en la venta, en la 
distribución, en la mediación de seguros es lo que pue- 
de dar y da mayor protección a tomadores de seguros, 
asegurados o beneficiarios. Desde luego, esta norma 
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que se inventa esta ley, a nuestro juicio, es totalmente 
insólita al establecer una especie de responsabilidad 
objetiva administrativa fuera de todo lugar, porque in- 
cluso el Tribunal Supremo ha declarado recientemen- 
te que ni siquiera en materia civil se puede hablar de 
responsabilidad objetiva de una manera absoluta por 
lo que menos aún podemos hablar de responsabilidad 
objetiva en materia administrativa, en materia, en de- 
finita, sancionadora. Así, los agentes de seguros se des- 
profesionalizan absolutamente. Bien es cierto que 
actualmente los agentes de seguros están en buena me- 
dia desprofesionalizados, por lo que la Ley tenía que 
seguir un rumbo contrario precisamente al que quiere 
tomar. Es decir, profundizar en la profesionalización 
de los agentes, cosa que me peca mucho por defecto hoy 
día y, sin embargo, hace todo lo contrario: da un paso 
atrás, vuelve a la situación de 1929 y anterior de no pro- 
fesionalización en absoluto de los agentes de seguro, 
porque, en definitiva, el dejar esta función encomen- 
dada a las compañías es poco menos que ilusorio, por 
no decir irrisorio. 

En relación con los agentes de seguro se plantea una 
situación aún peor, si cabe, que sería bueno que que- 
dase aclarado en esta Cámara en la discusión de las en- 
miendas a este proyecto de ley, y es la relativa a la 
cartera de contrato de seguro. Por cierto, señor Minis- 
tro, los agentes de seguro no tienen, no han tenido nun- 
ca ni pueden tener propiedad sobre la cartera de 
contrato de seguro. La cartera de contrato de seguro es 
el conjunto de contratos de seguro llevados, a efecto, 
formalizados como consecuencia de la intervención de 
determinado agente, de determinado corredor. Nadie 
tiene propiedad sobre un contrato. El agente de segu- 
ros, el corredor de seguros lo que tiene son unos dere- 
chos económicos a las primas derivadas de los 
contratos de seguro incorporados a la cartera en cues- 
tión. Y por supuesto, ni el agente pudo disponer antes 
ni puede disponer ahora de la cartera de contratos de 
seguro porque, para disponer de ella, requeriría que tu- 
viera poder para ello tanto de tomador o asegurado co- 
mo de la compañía y, desde luego, le puedo garantizar 
que esos casos no existen en nuestro país. 

Sin embargo, en materia de agentes de seguro como 
también de corredores de seguro, la ley introduce, apar- 
te de la desprofesionalización de los agentes, otro ele- 
mento fundamental, cual es que ya no es necesario que 
el objeto social exclusivo de los agentes, cuando sean 
personas jurídicas, sea la agencia de seguros, con lo 
cual -se dice- se da entrada a la agencia de seguros, 
a su contratación a través de bancos, grandes redes co- 
merciales. Lo que tampoco se puede decir que sea 
cierto, en la medida en que nuestra legislación ban- 
caria establece, a partir del Decreto de 9 de julio 
de 1949, que los bancos no pueden explotar negocios 
distintos que no sean los bancarios, luego difícil- 
mente los bancos podrán vender seguros, como, sin 
embargo, sí que vienen haciendo en la actualidad, 
lo que ha dado lugar a múltiples protestas y denun- 
cias al Banco de España por parte de los colegios 

oficiales de Agentes y Corredores de Seguros correspon- 
dientes. 

Con relación a la cartera de contratos de seguros, de- 
cía antes que hay una maldad que puede tener esta ley 
-que a lo mejor no la tiene y ojalá no sea así-, que 
obliga a la revisión de todos los contratos de agencia 
de seguros celebrados en la actualidad entre compañías 
y agentes, para acomodarlos a la nueva ley. Acomoda- 
ción que, por cierto, es hueca o baldía por cuanto poco 
aporta de novedad a los contratos de agencia actual- 
mente vigentes, como no sea para dos situaciones que 
se pueden considerar anecdóticas y que no requieren 
ningún tipo de adaptación, cuales son los artículos 7 
y 9 del proyecto de ley. Y esto ha lugar porque, no nos 
engañemos, en esta Casa se está tramitando también 
el proyecto de ley de contratos de agencia, que prevé 
indemnizaciones sutanciosas y específicas para el su- 
puesto de resolución de los contratos de agencia a fa- 
vor del agente. Si estos contratos de agencia de seguros 
actualmente vigentes se revisan con anterioridad a la 
entrada en vigor de la ley de contratos de agencia, 1ó- 
gicamente, se verán perjudicados los agentes de segu- 
ros; aparte de que es preciso garantizar legalmente la 
persistencia y permanencia de los derechos de los agen- 
tes y corredores sobre las carteras de contratos de se- 
guro, no sobre las carteras de contratos, a las 
comisiones que actualmente vienen percibiendo. 

Por otro lado -decíamos-, no se garantizan los de- 
rechos de los tomadores y asegurados tampoco en lo 
relativo a la regulación que se realiza de los corredo- 
res de seguros; regulación que, por cierto, lo único que 
hace, en relación con la legislación vigente, de manera 
sustantiva y sustancial, es establecer la posibilidad de 
que un corredor persona jurídica pueda no tener un ob- 
jeto social exclusivo para ejercer su actividad, con lo 
cual, a nuestro juicio, rompe el principio de especiali- 
dad.necesario que ha de darse en la venta de seguros. 
Además, las garantías especiales que establece ya está 
previsto que se puedan establecer por la legislación ac- 
tual, y lo único que se hace es incorporar de la legisla- 
ción vigente, literalmente, las normas establecidas en 
el Derecho francés para las garantías de corredores de 
seguros, pero con una posible maldad intrínseca, y es 
que una norma que puede tener simplemente carácter 
reglamentario accede a tener un carácter legal, con lo 
cual se desvía de su posible control por la jurisdicción 
contencioso-administrativa. 

En lo relativo al precio del seguro tengo que decir 
que, desde luego, a nuestro juicio, no va a bajar porque 
no se liberaliza de una manera real ya que el mercado 
de mediación de seguros está liberalizado actualmene 
en España. Basta con comparar los datos de agentes 
y corredores de seguros existentes en España con los 
existentes en Francia o, incluso, con los existentes en 
Alemania donde, como es sabido, el mercado de segu- 
ros es absolutamente libre, sin estar sujeto a ningún ti- 
po de requisitos específicos legales. Y no solamente es 
esto, sino que los porcentajes de comisiones sobre pri- 
mas en nuestra patria son muy similares a las existen- 



- 
CONGRESO 

7729 - 
12 DE DICIEMBRE DE 1991.-NúM. 154 

tes, por ejemplo, como decía, en el Derecho francés o, 
en general, en el Derecho comunitario. Sí existen varia- 
ciones importantes en lo que se refiere a seguros de 
automóviles, pero que dependen fundamentalmente de 
la siniestralidad del sector, y se pueden exponer casos 
y comparaciones en España en los que la segunda com- 
pañía del sector, que es la primera relativamente en el 
mismo, tiene unos costes de intermediación del 3 por 
ciento, frente a unos costes normales de intermediación 
que vienen a representar el 15 por ciento en el resto de 
las compañías de seguros. 

Realmente, la bajada en el coste del seguro creemos 
que no vendrá dada nunca y en ningún momento como 
consecuencia de esta llamada liberalización que se pre- 
tende realizar, que ya está realizada, de la mediación 
al contrato de seguro. Vendrá dada, en su día, por la 
existencia de compañías de seguros fuertes, serias y sol- 
ventes, y no como en un caso reciente que ha sido cita- 
do y voy a dar los datos concretos al respecto. Una 
compañía de seguros que está en quiebra en diciembre 
de 1988, la Dirección General de Seguros la detecta en 
diciembre de 1989, sin embargo, hay que esperar hasta 
el 7 de septiembre de 1991 para que sea publicada en 
el Boletín Oficial del Estado la orden de disolución de 
esta compañía, con lo cual esta compañía, durante dos 
años y medio, ha estado vendiendo impunentemente, en 
perjuicio de tomadores y asegurados. 

Por todo ello, la legislación actual es, a nuestro jui- 
cio, suficiente, adecuada y adaptada a la Comunidad 
Económica Europea, liberaliza suficientemente el mer- 
cado de mediación de seguros, cosa que no se va con- 
seguir con la legislación que se pretende introducir en 
nuestro país y que va a producir unas distorsiones in- 
mensas, una falta de especialización absoluta en la ven- 
ta de seguros, con lo cual, a nuestro entender, no se 
producirá una reducción en el precio del coste de la me- 
diación e intermediación de seguros, además de pro- 
ducirse conflictos enormes entre agentes y compañías. 

Por otro lado -y con esto termino, señor 
Presidente-, establecer que los colegios profesionales 
de seguros tendrán carácter voluntario nos parece com- 
pletamente incongruente, por cuanto que los colegios 
existen o no, pero si existen a de ser con todo aquello 
que debe tener un colegio profesional, lógicamente su 
obligatoriedad, en cuanto un colegio profesional es Ad- 
ministración pública y, si no, que estos señores no sean 
profesionales sino comerciantes y estén incorporados 
no ya obligatoria, sino automáticamente, a las cámaras 
de comercio correspondientes. No creo que sea ni mu- 
cho menos congruente que un colegio profesional sea 
voluntario y dotado de funciones públicas en la medi- 
da en que una persona puede o no asociarse si quiere, 
pero lo que no puede ser en absoluto es que esté some- 
tido a la normativa de algo a lo que no tiene por qué 
incorporarse. 

Por todo ello, solicitamos la devolución de este pro- 
yecto de ley al Gobierno, para que no se elabore una 
nueva ley al respecto en cuanto que la normativa ac- 
tual es más que suficiente, sino que, todo lo contrario, 

la Dirección General de Seguros y el Ministro de Eco- 
nomía y Hacienda tomen buena medida de precaución 
en el grave problema real que acucia al seguro en Es- 
paña hoy, que es la garantía, la solvencia de las compa- 
ñías aseguradoras. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Socialista tie- 
cias, señor Fernández de Troconiz. 

ne la palabra el señor Bergasa. 

El señor BERGASA PERDOMO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Intervengo en el turno en contra para oponerme a las 
enmiendas de totalidad presentadas por los grupos par- 
lamentarios de Izquierda Unida y Popular. He de de- 
cir, señor Presidente, que nos ha sorprendido 
profundamente, y en cierta medida nos permite esta- 
blecer un hilo argumenta1 simultáneo para ambas en- 
miendas de totalidad, el hecho de que se produzcan 
extrañas coincidencias en las argumentaciones en con- 
tra de este proyecto de ley de ambos grupos parlamen- 
tarios. 

Nuestro Grupo Parlamentario entiende que los argu- 
mentos expuestos en la presentación del proyecto de ley 
por el señor Ministro de Economía y Hacienda lo ava- 
lan rotundamente en cuanto a las razones de oportuni- 
dad y en cuanto al cumplimieiito de un objetivo que va 
a ser esencial, no sólo en relación con el problema es- 
pecífico del mercado de seguros sino, en general, res- 
pecto de las decisiones que este país habrá de adoptar 
en el futuro inmediato como consecuencia de los acuer- 
dos adoptados recientemente en la Cumbre comunita- 
ria de Maastricht. Porque, señoras y señores Diputados, 
en el fondo aquí nos enfrentamos a un eterno proble- 
ma con el que hemos tenido que luchar permanente- 
mente los socialistas en este país, con el problema de 
la modernización. En el fondo aquí nos enfrentamos a 
la manifestación de los viejos temores, los viejos rece- 
los que expresan, a través de sus enmiendas de totali- 
dad, los grupos parlamentarios Popular e Izquierda 
Unida respecto de algo que es tan elemental como ga- 
rantizar la realización efectiva de principios fundamen- 
tales para la modernización de nuestro sistema 
económico. 

Que el proyecto de ley es oportuno y que los crite- 
rios que contiene responden a los objetivos de una co- 
rrecta política legislativa en materia de clarificación, 
transparencia, establecimiento de principios claros de 
responsabilidad y de profesionalización en el mercado 
de seguros es algo evidente. Es tan evidente como que 
la lectura de la memoria del proyecto de ley nos per- 
mite ir descubriendo que en la elaboración, tanto en 
los trámites previos de audiencia como en los trámites 
posteriores de definición de los textos a nivel de ante- 
proyecto, se daba y se ha dado un alto nivel de consen- 
so entre todas las partes implicadas en el ámbito de la 
actividad profesional y mercantil del seguro. Esto es al- 
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go que está ahí por los acuerdos adoptados en junta 
consultiva y por las manifestaciones explícitas que se 
han hecho por parte de los protagonistas sociales en 
este ámbito respecto de la necesidad, la oportunidad 
y, concretamente, la clarificación básica que introdu- 
cía el proyecto. 

Señor Martínez Blasco, me resulta enormemente sor- 
prendente, si no intuyera el origen de sus preocupacio- 
nes, esa defensa apasionada del corporativismo que ha 
hecho cuando defiende que no se pueda dar ni un solo 
supuesto de distribución en materia de seguros priva- 
dos como no sea con la intervención de un mediador. 
Esto es algo verdaderamente sorprendente si tenemos 
en cuenta que el seguro es un instrumento esencial de 
desarrollo del mercado, en una economía moderna, que 
introduce un factor de racionalización en la medida en 
que contribuye básicamente -y ese es el objetivo 
fundamental- a la distribución de riesgos para ser 
compartidos por todos los agentes económicos que in- 
tervienen en la producción, la distribución y el consu- 
mo. Las preocupaciones fundamentales que deberían 
presidir los objetivos que este Parlamento debería atri- 
buir a una regulación de la actividad mediadora son, 
precisamente, los que el proyecto de ley contiene: el 
principio de especialización, el principio de profesio- 
nalidad y el principio de responsabilidad, perfectamen- 
te consagrados a través de institutos jurídicos como el 
de la fianza, el del control administrativo respecto de 
la obtención de titulaciones, y el de la definición preci- 
sa y clara del contenido del contrato de agencia; cosa 
que no sucede en este momento, y que SS. SS. saben per- 
fectamente que se mueve en el terreno de la más abso- 
luta oscuridad, respecto del papel específico que juegan 
los agentes de seguros y, por supuesto, la confusión ma- 
nifiesta entre las figuras de agentes de seguro y corre- 
dores de seguro, que intercambian sus posiciones y sus 
papeles en función de conveniencias que en muchas 
ocasiones serían más que discutibles. 

No son ciertas afirmaciones tales como que el ar- 
tículo 15 consagra el principio de que cualquiera pue- 
de ser corredor de seguros. No solamente no es cierto, 
sino que este artículo desarrolla una regulación preci- 
sa que en el trámite posterior de Comisión SS. SS. ten- 
drán la oportunidad de completar, ampliar o precisar 
en aquellos aspectos de garantías que consideren con- 
veniente. Pero no es de recibo para este Grupo Parla- 
mentario afirmar cosas que la ley no dice: no solamente 
no las dice sino que las regula de forma suficientemente 
clara y rotunta. 

Este proyecto profundiza en un aspecto que es esen- 
cial para que se produzca ese efecto real de liberaliza- 
ción de nuestro mercado y de adaptación a lo que va 
a ser un mercado competitivo de una magnitud muy 
superior como el Mercad Unico Europeo de 1993. Ade- 
más, la Directiva sobre libre prestación de servicios es- 
tablece, concretamente, el tipo de orientaciones que 
recoge la ley en cuanto que los requisitos que se exi- 
jan, por parte de los Estados miembros, para el ejerci- 
cio de la actividad profesional del agente, no sean tales 

que impliquen una barrera efectiva a la libertad no ya 
de establecimiento, sino a la libertad de prestación. Lo 
dice literalmente esta directiva, cosa que el actual pro- 
yecto de ley traslada mediante la definición clara y pre- 
cisa de las diferencias entre la categoría de 
mediador-agente y la categoría de mediador-corredor. 
Y como expresó el Ministro de Economía y Hacienda 
en su exposición, esa diferencia ha de traducirse nece- 
sariamente en la perfecta definición de dos ámbitos de 
responsabilidad profesional, cosa que el proyecto de ley 
hace plenamente. 

Cuando se afirma que la ley, a través del principio 
de liberalización, lo que hace es sacrificar la profesio- 
nalidad, no se entiende muy bien cómo se debe inter- 
pretar entonces el hecho de adscribirse los agentes de 
seguros mediadores a las propias compañías asegura- 
doras, aceptando el principio de responsabilidad direc- 
ta de la compañía aseguradora por todos los actos de 
mediación y gestión que realicen los agentes y definien- 
do con precisión las relaciones jurídicas que se enta- 
blen entre el agente y sus colaboradores a través de un 
contrato especial de colaboración mercantil. No se 
entiende cómo se conjuga esa afirmación que hacía el 
señor Martínez Blasco respecto de la pérdida de profe- 
sionalidad en relación con el principio de responsabi- 
lidad, porque ambos objetivos quedan perfectamente 
reforzados en el proyecto de ley. 

Por otra parte, su señoría no ha mencionado el con- 
tenido de las normas de incompatibilidad, y no lo ha 
mencionado creemos que interesadamente. Es algo in- 
contestable que existen sociedades mediadoras y socie- 
dades de agencia. Para que esas sociedades mediadoras 
y de agencia cumplan las funciones que la ley les atri- 
buye, con las garantías suficientes para los tomadores 
de seguros y los futuros asegurados, y para que se ejer- 
za esa actividad profesional desde el punto de vista de 
la mediación, tanto por lo que se refiere a la protección 
de los derechos del asegurado como a las relaciones que 
se establezcan directamente entre el propio mediador 
y sus clientes, es evidente que esto tendrá que produ- 
cirse a partir de la definición clara de normas de in- 
compatibilidad contenidas en la ley que desarrollan, en 
base a ese principio de especialidad, normas genera- 
les contenidas ya en la Ley de Disciplina e Intervención 
de las Entidades de Crédito y en la Ley de Ordenación 
del Seguro Privado y, por otra parte, normas de respon- 
sabilidad clara no solamente en términos de responsa- 
bilidad personal, sino algo que la ley hace de forma 
precisa y concreta que es la responsabilidad patri- 
monial. 

Coincido con una afirmación que hacía el señor Fer- 
nández de Troconiz, portavoz del Grupo Parlamentario 
Popular, en el sentido de su precisión técnico-jurídica 
respecto de que los llamados actos de disposición de 
cartera requerirán, en lo que concierne a la redacción 
literal del artículo 7.0 del proyecto de ley, una mejora 
sustancial. Pero no puede olvidar el señor Fernández 
de Troconiz ese concepto patrimonializado de las car- 
teras de seguros en que los agentes mediadores, en una 
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situación de debilidad estructural de nuestro mercado 
asegurador, en el que con frecuencia están las compa- 
ñías aseguradoras, y en buena medida por razones que 
S. S. ha expuesto en su intervención, quedaban bajo la 
dependencia no diré que feudal, pero cuasi feudal, de 
determinadas sociedades de agencia o determinadas or- 
ganizaciones de agentes. Es cierto que el contrato de 
seguros es un contrato mercantil que vincula a dos par- 
tes a través del ejercicio de su libre voluntad. Por con- 
siguiente, el contrato de comisión, que sería la esfera 
específica de intervención del agente, no tendría esas 
consecuencias tan presumiblemente dramáticas para 
el mercado asegurador, pero sí es cierto que con fre- 
cuencia, insisto, se han dado esos comportamientos que 
requieren una precisión legal en términos mucho más 
concretos que los que hace el propio proyecto de ley. 

Respecto al coste S. S. tendrá que convenir conmigo 
que si se eliminan mediadores, pero no en el sentido 
de que desaparezcan físicamente, si se crean las condi- 
ciones para que en nuestro país el mercado de seguros 
pueda desarrollarse sin trabas de naturaleza corpora- 
tivista, es evidente que el coste de mediación, aun acep- 
tando que la mediación sea necesaría y conveniente, 
sobre todo cuando estamos hablando de intervención 
de mediadores independientes, se abaratará y a su vez 
producirá un efecto saludable de competencia, de con- 
currencia entre las compañías aseguradoras. ¿Que se- 
rá necesario reforzar todos los instrumentos de 
garantía respecto de la solidez financiera y respecto, por 
supuesto, de la corrección del comportamiento de las 
entidades aseguradoras? Por supuesto. Pronto tendre- 
mos oportunidad de debatir en esta Cámara normas 
que contribuyen, en el ámbito del mercado financiero 
o en el ámbito de la actividad de las empresas que par- 
ticipan en el mercado financiero, a reforzar ese tipo de 
instrumentos de control y de intervención. Pero no con- 
fundamos, señorías, la intervención necesaria y las ga- 
rantías necesarias que el Estado debe establecer en el 
marco general de la actividad económica, no la confun- 
damos en ningún caso con intervenciones de tutela ad- 
ministrativa de control directo o de defensa de intereses 
corporativistas, como los que en este caso parece que 
estarían subyaciendo en los argumentos expuestos por 
su señoría. 

Por consiguiente, y con esto termino, señor Presiden- 
te, por razones de oportunidad, por razones de trans- 
parencia y de contribución a la consolidación y el 
desarrollo de un mercado que es esencial para la con- 
solidación a su vez de la actividad económica que inte- 
gra nuestro país, por razones de coherencia desde el 
punto de vista de los objetivos de política legislativa con 
los resultados que se pretenden alcanzar, nuestro Gru- 
po Parlamentario va a votar en contra de las enmien- 
das a la totalidad, anunciando ya desde ahora que en 
los trámites posteriores de Comisión se darán todas las 
condiciones necesarias para que entre todos los grupos 
y con el esfuerzo de la Cámara se obtenga un proyecto 
de ley sustancialmente mejorado. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Para réplica, tiene la palabra el señor Martínez. 
cias, señor Bergasa. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, las razones de oportunidad para presentar 
este proyecto nosotros no las hemos discutido, aunque, 
efectivamente, alguien haya pensado que si justo aho- 
ra hace un año que en la modificación de la legislación 
española ya tratamos el tema de los agentes, qué senti- 
do tenía que ahora viniese una ley específica. No es un 
problema de oportunidad, nosotros por lo menos no lo 
hemos discutido. 

En cuanto a las extrañas coincidencias entre el Gru- 
po de Izquierda Unida con el Grupo Popular, por lo me- 
nos nosotros coincidimos y coincidiremos con 
cualquier grupo de la Cámara que defienda los intere- 
ses de los usuarios. En la medida en que el mercado 
sea, efectivamente, más transparente y que estén jurí- 
dicamente garantizados, además de económicamente, 
todos los intereses de los usuarios, de los tomadores 
de seguros, coincidiremos con cualquiera de la Cáma- 
ra. Nosotros no compartimos, por ejemplo, que haya ha- 
bido un gran consenso previo en este proyecto de ley; 
podría citarle las pruebas de que no hay tal consenso, 
pero es que, además, en esta ley, que afecta a un tema 
de producción y de distribución, es difícil llegar a un 
consenso entre los productores, los intermediarios y los 
consumidores; por lo menos en principio son intereses 
contrapuestos, aunque hay que intentar armonizarlos 
en unas reglas de juego. Pero en estos momentos lo que 
nosotros hemos señalado es que en ese mercado, en esas 
reglas de juego hay corrupción. Y he apuntado que 
cuando alguien va a solicitar un crédito hipotecario o 
va a solicitar un crédito para hacer una vivienda o pa- 
ra lo que sea, le dicen: pero tiene que hacer usted un 
seguro con esta compañía. Eso es una corrupción del 
mercado. Cuando en estos momentos alguien entra en 
una entidad bancaria y hay una confusión entre las ope- 
raciones estrictamente bancarias y las operaciones de 
seguros, hay una corrupción en el mercado. No hay cla- 
ridad, no hay trasparencia de con quién está uno con- 
tratando, si con la correduría de seguros, con la agencia, 
que es agencia externa de la correduría de seguros de 
no se quién, o con la entidad o con el banco tal. Esa 
confusión se produce. Nosotros creemos que esas dis- 
torsiones en el mercado se deberían resolver. Y en esos 
intereses contradictorios entre los productores, los in- 
termediarios y los consumidores, nosotros, sinceramen- 
te, señorías, creemos que este proyecto va en beneficio 
de los productores de seguros y de determinados inter- 
mediarios. Se ha cogido un chivo expiatorio de unos 
profesionales que, con defectos o con virtudes, están 
ahí, que son 70 u 80.000 personas en nuestro país, y al 
final van a salir ganando otros intermediarios que se 
les denomina sólo entidades bancarias y grandes alma- 
cenes, se les nombra así, de pasada. Nosotros creemos 
que esos son los grandes beneficiarios, así como las 
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compañías aseguradoras, porque el que desaparezca de- 
terminada profesionalización en los intermediarios va 
a beneficiar a las compañías, que podrán hacer muchí- 
simos más contratos de adhesión con muchísima más 
letra pequeña. 

Por todo lo anterior, entendemos que es difícil poder 
hablar de que ha habido un gran consenso; habrá ha- 
bido un gran consenso entre e1 Grupo mayoritario y el 
Gobierno con los bancos, los grandes almacenes o las 
compañías aseguradoras, pero creo que con todos los 
sectores es difícil porque los sectores afectados ya han 
protestado. 

Respecto al principio de especialiFación, sí, pero eso 
es lo que nosotros reclamamos, que haya especializa- 
ción, que los bancos sean bancos y que cuando ofrez- 
can productos de bancos estén netamente diferenciados 
de cuando vendan vajillas y electrodomésticos, como 
están haciendo ahora. Creo que eso no va en beneficio 
ni siquiera de los bancos, va en perjuicio de todos, por- 
que hay una mistificación fiscal y de todo tipo. Noso- 
tros estábamos de acuerdo con los principios, pero no 
con su plasmación. 

En cuanto al tema de la profesionalidad, creemos que 
disminuye la profesionalidad en este proyecto de ley res- 
pecto a los requisitos anteriores; por eso hemos seña- 
lado que perjudica, a nuestro modo de ver, a los 
ciudadanos. Es verdad que nosotros estamos dentro de 
un marco que nos exige el libre acceso a las profesio- 
nes, eso no lo discutimos en estos momentos ni en nin- 
gún caso, pero exigimos una cualificación profesional 
dentro del libre acceso. Incluso los ciudadanos están 
pidiendo que cuando un fontanero vaya a su casa exis- 
tan una ciertas garantías de lo que está haciendo tiene 
una cierta cualificación profesional. Y precisamente 
porque no existen esas garantías, el ciudadano protes- 
ta. En estos momentos tenemos un sistema en el que 
hay una cierta cualificación profesional, desprestigia- 
da en los últimos tiempos en el tema de corredores, y 
lo que se pretende es rebajar el listón. Creemos que eso 
no beneficia a nadie, ni mantener la cualificación pro- 
fesional va contra la liberalización del acceso a la pro- 
fesión, que es otro tema totalmente diferente. 

El tema del artículo 15 lo he señalado precisamente 
para establecer las contradicciones. No tiene sentido 
que el artículo 15 diga que cualquiera puede ser 
-evidentemente, lo dice toda la ley-, sino que después 
de haber dicho que se quiere liberalizar la profesión 
se mantenga un residuo administrativo rarísimo, que 
es que para poder ejercer de corredor se necesita auto- 
rización administrativa. En este país ya, para muchas 
cosas, hace falta la inscripción en determinado regis- 
tro para control de todos los ciudadanos, pero autori- 
zación previa administrativa, como establece el artículo 
15 ... Lo he expuesto para señalar las contradicciones de 
quien dice que quiere liberalizar y ha mantenido un res- 
quicio que no. .. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Martínez, le ruego concluya. 

El señor MARTINEZ BLASCO Nosotros creemos que 
se ha enfocado mal el aspecto de quién es el culpable 
de la situación de un mercado que vaya a más -que, 
efectivamente, nos preocupa, porque cada vez más el 
seguro es una función social y debemos estar prepara- 
dos para lo que va a venir, una enorme extensión del 
mercado del seguro-, que se ha desenfocado pensan- 
do que la culpa la tenían los mediadores. El resto de 
distribución directa parece que no tiene problemas, y 
que con disminuir determinados elementos de los in- 
temediarios actualmente existentes ya se resuelven los 
problemas. Nosotros señalamos: no es ese el problema, 
aunque ya hemos dicho que nosotros no defendemos 
la colegiación obligatoria. En las enmiendas parciales 
hemos propuesto que haya una sección específica de 
mejores y mayores protecciones a los usuarios, a los to- 
madores, y ése sí que es un problema, por todo lo que 
está ocurriendo en este mercado absolutamente inci- 
piente. 

En ese sentido, al estar desenfocada la generalidad 
de la ley, pedimos la devolución. Hágase un diagnósti- 
co más ajustado acerca de cuáles son realmente los pro- 
blemas de la distribución en estos momentos y 
propóngase solunciones más acordes con los intereses 
de la generalidad de los ciudadanos, no sólo de las gran- 
des compañías de seguros, de los bancos y de las gran- 
des superficies comerciales. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Fernández de Troconiz. 
cias, señor Martínez. 

El señor FERNANDEZ DE TROCONIZ MARCOS: 
Gracias, señor Presidente. 

Señor Bergasa, quiero agradecerle profundamente la 
invitación final que ha realizado en relación a que en 
el trámite de Comisión podrán ser aceptadas y toma- 
das en consideración aquellas enmiendas que mejoren 
el proyecto de ley. Nosotros, desde luego, colaborare- 
mos en el trámite de Comisión para mejorar este pro- 
yecto de ley, siempre y cuando estas mejoras vayan, por 
una parte, a proteger los derechos sobre las carteras 
de aquellos agentes, la mayoría de ellos, efectivamen- 
te, con una situación laboral y profesional forjada du- 
rante muchos años y de la cual depende no solamente 
su actual profesión, sino el futuro de su profesión e in- 
clusive su jubilación; y, por otra parte, para proteger 
adecuadamente la profesionalización, que entendemos 
difícil que se pueda hacer seriamente, como pretende 
el proyecto de ley, a través de las compañías de segu- 
ros, porque en nuestro país existen alrededor de 600 
compañías de seguros, y yo no sé, señor Ministro de 
Economía y Hacienda, cuántos inspectores de seguro 
y ahorro tiene la dirección general correspondiente, pe- 
ro me temo que deben ser pocos. Y, no nos engañemos, 
el caso que les cité con anterioridad es más que signi- 
ficativo. 

En relación con los corredores de seguros, puede que 
las garantías que se les exijan sean excesivas, y desde 
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luego no se deben establecer nunca por normas con ran- 
go de ley, sino por normas reglamentarias, sin perjui- 
cio de que por ley se establezcan las bases de cuáles 
han de ser estas garantías a tomar por los corredores 
de seguros, pero no exigírselas de antemano, porque ello 
puede dar lugar a situaciones de indefensión no queri- 
das y de protección a los grandes ubrokersn de segu- 
ros, que también existen en nuestro país. 

Señor Bergasa, no puedo estar de acuerdo con usted, 
en absoluto, en el sentido de que este proyecto de ley 
ha sido objeto de un gran acuerdo entre los diferentes 
sectores que confluyen en la mediación de seguros, y 
buena prueba de ello es que el próximo día 19, si no 
me equivoco, hay convocada una manifestación de agen- 
tes y corredores de seguros, precisamente en contra de 
lo que pretende este proyecto de ley: proyecto de ley que, 
vuelvo a repetir, no introduce novedades importantes 
en el mercado de mediación de seguros y que lo que 
sí produce son confusiones importantes en el mercado 
actual de mediación de seguros, que va a ocasionar con- 
flictos importantes en el mercado actual, y que no su- 
pone en absoluto liberalizar trabas impuestas por la 
directiva comunitaria en relación con el libre estable- 
cimiento y prestación del servicio de mediación de se- 
guros. Esto en absoluto lo va a realizar, por cuanto no 
es una traba la incorporación a un colegio profesional, 
e inclusive la propia directiva prevé la posibilidad de 
otros requisitos, aparte de las exigencias propias, por- 
que no se dice que haya que tomar medidas especiales 
para poder sobrepasarlo, sino que basta con la incor- 
poración, sin más, al colegio. 

En cuanto a la profesionalidad, usted nos acusaba de 
corporativistas, y yo he de negarlo absolutamente, por- 
que exigir profesionalidad no significa corporativismo. 
Corporativismo significa adoptar medidas en beneficio 
de determinada clase o grupo de personas, en perjui- 
cio del interés general, para beneficiar su interés par- 
ticular; y eso no significa en absoluto profesionalidad, 
que es lo que defendemos nosotros. Pero jcómo se pue- 
de controlar la profesionalidad? La profesionalidad sólo 
puede controlarse a través de la exigencia pública a de- 
terminadas personas que tienen determinados conoci- 
mientos, que tienen determinada preparación para 
ejercer cierta actividad. 

El señor Martínez nos hablaba anteriormente de la 
profesionalidad de los fontaneros. Por supuesto que sí. 
Pero es que en el caso de un fontanero hay que tener 
en cuenta que si una persona no es profesional, sin lu- 
gar a dudas, se quemará con el soldador: sin embargo, 
esto no pasa con los seguros, que, en principio, los pue- 
den vender culaquiera. Para eso están los colegios pro- 
fesionales, para garantizar, como correa de transmisión 
o como ampliación de la Admnistración pública, que 
efectivamente se cumplen los requisitos de profesiona- 
lidad, de preparación técnica, de conocimientos sufi- 
cientes y adecuados por parte de las personas que 
realizan este tipo de actividades. 

Por todo ello, hay en la medida, insistimos, en que sus 
argumentos no pueden convencernos, porque la profe- 

sionalidad no es que se mantenga, sino que va para 
atrás, ya que este proyecto de ley es regeresivo en el sen- 
tido de la profesionalidad, en el sentido, en definitiva, 
de la garantía de tomadores y asegurados en relación 
con la mediación de seguros, no podremos apoyar nun- 
ca este proyecto de ley y hemos de seguir insistiendo 
en nuestra enmienda a la totalidad, por cuanto se va 
para atrás en la profesionalización, que en la mediación 
de seguros es imprescindible para la adecuada garan- 
tía del consumidor del seguro. 

Por otra parte, y en relación con el coste del seguro, 
he de decir que esta Ley no va a suponer una reducción 
del coste del seguro, en la medida en que sí existe ac- 
tualmente un mercado libre y suficientemente transpa- 
rente en cuanto a adecuación de oferta y demanda en 
la intermediación de seguros, que desde luego no va a 
producir reducción de costes en el sector; y buena prue- 
ba de ello son los ejemplos que antes les puse de cómo 
viene sucediendo esto en el mercado. 

Curiosamente, jfíjense ustedes!, esta empresa que an- 
tes les dije, que es la segunda en el sector del automó- 
vil y la primera relativamente en España, cuyo coste 
de intermediación es el tres por ciento, actúa sin corre- 
dores y sin agentes. Esta otra empresa, la primera en 
el sector, cuyo coste de intermediación, que, junto con 
los costes de gestión y de administración, viene siendo 
un 25 por ciento de su volumen de facturación, viene 
desde hace treinta años iniciando un proceso de sucur- 
salización de venta directa de productos, y me consta 
que la segunda empresa del país, también desde hace 
diez años, viene realizando un proceso de sucursaliza- 
ción en la venta de seguros. 

En definitiva, la venta de seguros y su coste estará 
dependiendo siempre de la solvencia del sector, de que 
tengamos buenas, grandes, serías compañías; lógica- 
mente serán pequeñas si se produce un proceso de con- 
centración del sector asegurador en España, y esta 
medida, no le quepa a usted duda alguna, bajará el pre- 
cio del seguro, bajará el precio de intermediación, y des- 
de luego también (no hay que olvidarlo) el precio del 
seguro, que también depende de la siniestralidad. 

Por todo lo cual, seguimos manteniendo nuestro vo- 
to en contra al proyecto de ley. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Bergasa. 
cias, señor Fernández de Troconiz. 

El señor BERGASA PERDOMO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Muy brevemente, para realizar algunas reflexiones y 
contestar, posteriormente, a los argumentos expuestos 
por S. S. 

En primer lugar, la reflexión que me viene al hilo de 
las intervenciones tanto del señor Martínez Blasco co- 
mo del señor Fernández de Troconiz es una reflexión 
que yo, personalmente, considero muy importante y 
nuestro Grupo también. Creemos que en un Estado de- 
mocrático de Derecho las mayores garantías provienen 
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de la aplicación efectiva de la Ley y de la existencia de 
un marco legal claro y transparente y que los ciudada- 
nos no deben ser tutelados ni en sus relaciones perso- 
nales ni en sus relaciones económicas hasta el extremo 
de suponer que no son capaces por sí mismos de iden- 
tificar dónde están sus intereses y dónde y con qué ins- 
trumentos deben protegerlos. Sin embargo, sí es 
necesario -y ése es el objetivo fundamental de la Ley- 
que existan marcos jurídicos claros perfectamente de- 
finidos en la materia (insisto, porque esos serían a nues- 
tro juicio, los puntos críticos de cualquier instrumento 
que pretendieran alcanzar esos objetivos) que establez- 
can normas claras y precisas en relación con el princi- 
pio de responsabilidad. 

El corporativismo, señor Fernández de Troconiz, no 
consiste solamente en proteger o defender los intere- 
ses de determinados grupos sociales o económicos, 
también consiste en suplantar el ejercicio directo y efec- 
tivo de Derecho y, fundamentalmente, de capacidades 
que la Ley debe reconocer por igual a todo el mundo. 

Por consiguiente, entendemos que desde ese punto de 
vista los argumentos no nos convencen. 

En cuanto al diagnóstico de la situación y en cuanto 
al nivel del consenso alcanzado en las etapas previas 
de elaboración del proyecto, he de decirle a S. S. que 
ese nivel de consenso se alcanzó, porque consta en las 
actas de la Junta Consultiva de Seguros; lo que ocurre, 
y eso también es perfectamente legítimo en una sacie- 
dad democrática, es que alguien puede volverse atrás, 
puede cambiar de opinión o puede simplemente pen- 
sar que ha estado mal representado en un proceso de 
negociación. Si eso es así, cada parte o cada interlocu- 
tor tendrá que asumir su propia responsabilidad, pero 
lo que es evidente es que la Administración ha actua- 
do, en este caso el Gobierno, con toda la garantía sufi- 
ciente para que se alcanzase ese por lo menos nivel 
mínimo de consenso respecto no ya sólo al diagnósti- 
co, sino en cuanto a los instrumentos, a las medidas 
aplicables a la solución de este conjunto de problemas 
específicos. 

¡Qué más quisiéramos y, por supuesto, qué más qui- 
siera yo que los fontaneros respondieran de sus actos! 
No  ya que se quemaran las manos, porque eso sería, 
en última instancia, un problema de pericia profesio- 
nal. ¡Qué más quisiéramos! Ahora, los agentes de se- 
guros vinculados a las compañías aseguradores van a 
tener que responder de sus actos y los corredores in- 
dependientes de seguros van a tener que responder de 
sus actos, pero no solamente van a tener que respon- 
der a través de procedimientos judiciales largos y cos- 
tosos, sino que van a responder con garantías patri- 
moniales concetas y específicas establecidas en el re- 
gistro que contempla la Ley para garantizar a los ciu- 
dadanos que aquel que ha intervenido y ha mediado en 
un contrato no va a poder hacer mutis por el foro sin 
que este ciudadano pueda exigirle responsabilidades 
patrimoniales concretas. 

En el caso del señor Martínez Basco, la interpreta- 
ción que hace de la autorización administrativa, pre- 

vista en la ley para el comienzo del ejercicio de la 
actividad como corredor independiente, no tiene el sen- 
tido de acto administrativo de carácter consultivo que 
S. S.  le atribuye, porque el registro lo único que hace 
es garantizar esos dos aspectos esenciales que todo re- 
gistro debe garantizar: la publicidad, dando fe de la 
existencia de un profesional de la actividad mediado- 
ra, y la responsabilidad patrimonial y personal implí- 
cita, como consecuencia de que ese profesional ha 
cumplido todos y cada uno de los requisitos necesarios 
para el ejercicio de la actividad. Por lo tanto, ni se pasa 
por exceso, desde el punto de vista de la generalidad 
de la norma, ni se queda corta por defecto respecto de 
lo que necesariamente debe garantizarse por parte de 
la Administración pública. 

¿Protección de la profesionalización de los agentes? 
Evidente. Se exige que la compañía desarrolle progra- 
mas de formación y entrene a sus profesionales. Si no 
lo hacen, es responsabilidad de ella. Nosotros nos ba- 
samos en el principio de que cada parte que interviene 
en el mercado es responsable plenamente por sus actos. 

En cuanto a los corredores de seguro, S .  S .  habla de 
que es probable que los grandes «broker» profesiona- 
les terminen por absorber, no diría por monopolizar, 
porque no es el caso, pero que terminen por estructu- 
rar el mercado de una forma diferente. Es posible. Pe- 
ro eso también dependerá de la capacidad, iniciativa 
y posibilidades de demostración de las cualidades pro- 
fesionales que tengan nuestros corredores. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Oliver. 

cias, señor Bergasa. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Señor Presidente, 
señorías, tomo la palabra para fijar la posición de Unión 
Valenciana sobre la ley que nos ocupa de mediación del 
seguro privado. 

Lamento que mis palabras den la impresión a los re- 
presentante del Grupo Socialista de que sigue el con- 
senso, porque la verdad es que coincido casi plenamente 
con la exposición que desde diferentes matices han he- 
cho tanto el representante del Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya como el representante 
del Grupo Popular. 

Si la ley pretendía básicamente tres objetivos, uno de 
ellos dar mayor garantía a los asegurados; por otro la- 
do, liberalizar el mercado, y, además, pretende teórica- 
mente una mayor formación de los mediadores de 
segums, entendemos que precisamente consigue lo con- 
traria No hay ninguna garantía de que se abarate el se- 
guro; más bien lo que creemos es, sencillamente, que 
se cambia el destinatario de las primas. En vez de ser 
los agentes de seguros actuales, se abre un campo muy 
claro para que incidan de lleno, yo diría a saco, en el 
mercado las entidades financieras, fundamentalmen- 
te los bancos y las cajas de ahorro. 
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Lo único que se hace es cambiar el destinatario de 
la prima, pero, en modo alguno, hay garantías de que 
con la aplicación de la ley se va a abaratar el seguro. 
Incluso se pueden introducir unos elementos de distor- 
sión, como que determinadas cajas o bancos exijan la 
formalización de una prima de seguro para poder con- 
ceder los créditos que en su caso puedan solicitar los 
clientes. Eso incluso puede que introduzca un elemen- 
to de distorsión. 

En segundo lugar, no hay absolutamente ninguna ga- 
rantía, porque, como se ha dicho aquí, y entiendo que 
bien, el problema de fondo no se resuelve. El problema 
de la enorme cantidad de empresas aseguradoras que 
en un momento determinado pueden producir, como 
de hecho se ha producido, la quiebra, deja al descubier- 
to a muchísimos asegurados que han invertido en unas 
primas de seguro, que luego no les dan la rentabilidad 
que ellos esperaban. 

Finalmente, al dejar libre la profesión de mediador 
en su aspecto de agente de seguros, no hay garantía, si- 
no todo lo contrario, de que la formación del mediador 
del agente de seguros sea lo profesional que debería 
de ser. 

Estos son, unidos a otro problema importantísimo, 
como la no obligatoriedad de la colegiación, los facto- 
res con los que se crea un problema gravísimo a los ac- 
tuales agentes de seguros, que forman -aquí se ha dado 
una cifra, no sé si es ésa, es superior o es inferior- un 
colectivo importante en este país que vive del seguro, 
a veces transmitidos de padres a hijos, y que a través 
de la aplicación de esta Ley van a quedar, en muchísi- 
mos casos, completamente desamparados. 

Por todo eso, porque no hay garantías para el asegu- 
rado, porque no hay mejor cualificacion profesional de 
los mediadores de seguros, porque no hay colegiación, 
y porque todo ello aumenta la confusión en el mundo 
del seguro en vez de resolver los problemas de fondo, 
por todo ello, repito, Unión Valenciana va a apoyar las 
dos enmiendas a la totalidad. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Vasco (PNV) tiene la palabra el señor 
cias, señor Oliver. 

Ansotegui. 

El señor ANSOTEGUI ARANGUREN: Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, intervengo muy brevemente desde el esca- 
ño para fijar la posición del Grupo Parlamentario Vas- 
co (PNV) en relación con las enmiendas a la totalidad 
presentadas por los Grupos parlamentarios Popular e 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya al proyecto de 
Ley de Mediación de Seguros Privados. 

Anticipo que el Grupo Vasco (PNV) no va a apoyar las 
citadas enmiendas a la totalidad. Los argumentos es- 
grimidos en las propias enmiendas, así como las mani- 
festaciones realizadas en su defensa por sus respectivos 
portavoces, no han resultado convincentes para que 

apoyemos las citadas enmiendas a la totalidad. A lo lar- 
go del presente año, y por distintos sectores, se han rea- 
lizado manifestaciones sobre la necesidad de proceder 
a una regulación de la mediación de los seguros priva- 
dos y esto se ha dicho tanto desde el propio sector del 
seguro, como desde el Gobierno, como desde los distin- 
tos Grupos parlamentarios. En este sentido, es necesa- 
rio recordar que el sector de seguros es uno de los 
sectores más inflacionistas y, por tanto, uno de los sec- 
tores sobre los que se debe incidir para mejorar nues- 
tra competitividad. 

En líneas generales, el proyecto de ley es bueno y po- 
sitivo porque colabora a aumentar la competitividad 
que tienen las empresas y porque, en definitiva, bene- 
ficia de forma sustancial a los asegurados. Ahora bien, 
esto no quiere decir que nuestro Grupo parlamentario 
manifieste su conformidad al texto en su formulación 
propuesta, por lo que dentro de las 300 enmiendas al 
articulado presentadas por todos los Grupos parlamen- 
tarios, el Grupo Parlamentario Vasco (PNV) ha presen- 
tado un total de 34 enmiendas, algunas de ellas por 
entender que en algunos artículos el texto propuesto 
podría ser lesivo para competencias autonómicas, en 
concreto y en nuestro caso para competencias recogi- 
das en el Estatuto de Autonomía del País Vasco sobre 
ordenación del crédito de la banca y de los seguros, y 
otras enmiendas presentadas para mejorar cuestiones 
materiales del proyecto de ley. 

Señorías, el Grupo parlamentario Vasco (PNV), a la 
vez que manifiesta su no apoyo a las enmiendas a la to- 
talidad, solicita al Grupo parlamentario Socialista que 
en el correspondiente trámite de Comisión sea recepti- 
vo con las enmiendas presentadas por los distintos Gru- 
pos parlamentarios, con el fin de poder mejorar el texto 
propuesto. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor San- 
cias, señor Ansotegui. 

tos Miñón. 

El señor SANTOS MIÑON: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, mi Grupo parlamentario, Centro Democrá- 

tico y Social, cuando realizó un primer estudio sobre 
este proyecto de ley consideró la conveniencias de pre- 
sentar una enmienda de totalidad al mismo. Sin embar- 
go, al profundizar posteriormente en su estudio, y tras 
habernos reunido con representantes de los colectivos 
afectados, estimamos más positivo presentar enmien- 
das a su texto con la finalidad de mejorarlo, dada, por 
otra parte, la conveniencia de la regulación en una so- 
la norma del sector al que va dirigido. 

Hemos presentado un total de 40 enmiendas, algu- 
nas de las cuales tienen un carácter meramente técni- 
co al proponer, en unos casos, la utilización de una 
terminología más habitual en los textos jurídicos; en 
otros se pretende hacer precisiones que den mayor con- 
creción a la norma, y también se establecen nuevos 



- 
CONGRESO 

7736 - 
12 DE DICIEMBRE DE 1991.-Nú~. 154 

apartados mediante la descomposión de párrafos que 
contienen varias ideas, con la dificultad que ello pro- 
duce para su más fácil comprensión y aplicación. 

Al profundizar más en el texto y en la intencionali- 
dad del mismo, planteamos el mayor grupo de nuestras 
enmiendas, centrándolas en cuestiones tan importan- 
tes como la necesidad de precisar quiénes han de ser 
considerados agentes de seguros y características de 
los contratos, así como la duración y la forma de los 
mismos. 

Entre los diversos aspectos concernientes a los agen- 
tes de seguros, también deben experimentar modifica- 
ción las obligaciones frente a terceros, separando lo que 
son comunicaciones de lo que son cobros de recibos, 
con los efectos consiguientes de unas y otros, así como 
la supresión de una extraña obligación que se quiere 
imponer, responsabilizando de las deudas a la entidad 
aseguradora que estipule contratos de agencia con 
quien las tenga con otra entidad de la misma clase por 
operaciones de seguros. Al igual que la imputación a 
las entidades aseguradoras de las infracciones de la le- 
gislación sobre mediación en seguros cometidas por 
aquellos con quienes hayan establecido contratos de 
agencia. 

En cuanto a la formación y registro de agentes, asi- 
mismo, sin olvidarse la exigible concreción que ha de 
tener toda norma legal, debe especificarse con más de- 
tenimiento por su importancia. Así, mientras el regis- 
tro ha de ser más descriptivo, conteniendo más datos, 
en las condiciones de obtención del certificado de agen- 
te de seguros ha de precisarse cuál es el programa mí- 
nimo para considerar realizada dicha formación. 

El proyecto de ley, entre otras cuestiones rechazables, 
contiene la exigencia de obtención de autorización pre- 
via por la Dirección General de Seguros, para lo cual 
deberán reunirse los requisitos que se especifican. Si 
el condicionante básico es reunir unos requisitos, el 
simple hecho de acreditar éstos es más que suficiente 
para ganar la condición sin necesidad de autorización 
alguna. Caso contrario, sería dejar en manos de la Ad- 
ministración un amplio margen de discrecionalidad. 

Las agencias de correduría de seguros es otra de las 
cuestiones que planteamos, al estimar que el proyecto 
de ley es poco explícito. Debe tener como objeto social, 
exclusivamente, dicha actividad de correduría de segu- 
ros. Además, al intentar concretar las características 
de los administradores de sociedades de corredurías 
de seguros, el proyecto ofrece un auténtico galimatías, 
en el que define lo que entiende por honorabilidad co- 
mercial y profesional, pero afirmando que en todo ca- 
so poseen ccrnocimientos y experiencia adecuados los 
que reúnan las condiciones que se indican. En su sus- 
titución planteamos una refundición de los dos apar- 
tados en que se hace esta definición, lo que simplifica 
y mejora de manera indudable el texto. 

Si en algunos casos se podría destacar lo prolijo de 
la regulación de determinados extremos o conceptos, 
sin embargo, en otros es tan escueto que exige una ma- 
yor aclaración. Esto ocurre al tratar de los contratos 

de colaboración, que están a falta de la especificación 
de las condiciones económicas, cuestión básica en la 
actividad de mediación de seguros. 

Finalmente, mi Grupo Parlamentario mantiene la ne- 
cesidad, en contra de lo que dice el proyecto, de la co- 
legiación obligatoria, de institucionalizar la figura del 
perito tasador de seguros, comisarios de averías y li- 
quidadores de averías, y establecer unas precisiones 
respecto a las adaptaciones a la ley. 

En definitiva, efectuando un análisis de conjunto, el 
proyecto de ley, como ya anunciamos al principio de 
nuestra intervención, es válido y quedaría revaloriza- 
do de incorporarse las enmiendas que planteamos, cu- 
ya defensa haremos en el trámite correspondiente, ya 
que estimamos que no prosperará ninguna de las en- 
miendas de totalidad presentadas. 

Debemos tener presente que hasta no hace mucho 
tiempo, salvo en el ramo del automóvil, transporte de 
viajeros y mercancías, los seguros apenas tenían im- 
plantación en nuestro país. Poco a poco, el trabajo cons- 
tante y persistente de unos profesionales, los 
componentes del sector, ha hecho que se hayan ido 
abriendo el campo de sus actividades, ampliándolas a 
las muchas clases y categorías de los seguros, de for- 
ma que hoy día se puede decir que nos encontramos 
muy cerca de los niveles normales en los países de nues- 
tro entorno. 

Por todo lo expuesto, y a pesar de las muchas enmien- 
das que hemos presentado por la necesidad de regular 
la actividad y consolidar a los profesionales que la rea- 
lizan, mi Grupo Parlamentario, CDS, se opondrá a las 
enmiendas de totalidad presentadas y apoyará el pro- 
yecto de ley de mediación en seguros privados, con el 
convencimiento de que en el trámite posterior se enri- 
quecerá con las enmiendas que se han presentado. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 
cias, señor Santos Miñón. 

palabra el señor Carrera. 

El señor CARRERA 1 COMES: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, nuestro Grupo Parlamen- 
tario no ha presentado enmienda de totalidad a este 
proyecto de ley de mediación de seguros privados. 

Tengo que añadir que la posición de nuestro Grupo 
va a ser de abstención en la votación de las enmiendas 
presentadas, sin que ello quiera decir que el proyecto 
de ley no requiera, en trámites posteriores, debates en 
profundidad para intentar mejorarlo. Este va a ser nues- 
tro intento al defender las 35 enmiendas que hemos pre- 
sentado, por entender que debería existir una clara 
voluntad de aproximación de criterios; ésta, repito, va 
a ser nuestra posición, porque una normativa inspira- 
da en la Ley de Producción de 1969 bien requiere un 
esfuerzo adicional, así como reequilibrar, digamos, el 
triángulo consumidor-mediador-empresa. 
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Explicaré brevemente, en este turno de fijación de po- 
siciones, cuál es el sentido de nuestras enmiendas. 

Impedir que las entidades aseguradoras o las agen- 
cias de seguros puedan participar como socios en una 
sociedad de correduría. En este aspecto debe tenerse 
en cuenta que el proyecto de ley parte de una distin- 
ción clara entre agentes y corredores de seguros, dada 
su diferente posición en el mercado: los agentes actuan- 
do en la oferta y los corredores en la demanda; los agen- 
tes operando como distribuidores vinculados a una 
entidad aseguradora y los corredores, como profesio- 
nales independientes, operando como mandatarios de 
los asegurados. De permitirse la mencionada partici- 
pación, se frustraría toda esta filosofía global del pro- 
yecto de distinción entre agentes y corredores. 

Mantener la colegiación obligatoria en el Colegio de 
Mediadores de Seguros Titulados que corresponda al 
ámbito territorial en el que pretendan ejercer la profe- 
sión, de acuerdo con el marco constitucional estable- 
cido para el ejercicio de profesiones tituladas. 

Suprimir la obligatoriedad de la autorización admi- 
nistrativa previa para poder ejercer la actividad de co- 
rredor de seguros. Debe tenerse en cuenta que, hasta 
el momento, el ejercicio de esta profesión era el propio 
de las denominadas profesiones libres y que el actual 
proyecto intenta eliminar rigideces existentes, por lo 
que no se comprende la inserción en el mismo del re- 
quisito de la autorización previa de la Dirección Gene- 
ral de seguros; requisito que todavía se comprende 
menos atendiendo a que se trata de una profesión titu- 
lada y que, como tal, el corredor de seguros tiene ya 
que poseer, para poder desarrollar su actividad profe- 
sional, el título de mediador de seguros privados. 

También evitar la desprotección que supondría para 
los asegurados la posibilidad establecida en el proyec- 
to de que pueda pasar a ser agente cualquier persona 
jurídica, por ejemplo, grandes almacenes, asociaciones, 
etcétera. A través de la enmienda al artículo 6 limita- 
mos tal posibilidad a los agentes personas físicas, o a 
los agentes sociedades y agencias de seguros, previen- 
do así que no se puedan ofrecer seguros por personas 
jurídicas dedicadas a actividades muy diversas y sin 
la preparación suficiente para realizar la función de me- 
diación de seguros. De no modificarse este aspecto, re- 
pito, cualquier persona jurídica se podría dedicar a la 
agencia de seguros, aumentando con ello el desconcier- 
to y la anarquía en el mercado de seguros y disminu- 
yendo gravemente las garantía para los consumidores. 

Por análogas razones proponemos también que las 
sociedades de agencia, por un lado, tengan naturaleza 
mercantil y su objeto social sea exclusivamente la me- 
diación de seguros privados con sometimiento a la le- 
gislación específica de esta mediación y, por otro lado, 
que no puedan utilizar trabajadores que no estén ads- 
critos a la función de mediación de seguros privados, 
previendo así la práctica de utilizar, por parte de una 
sociedad de agencia, trabajadores de otra actividad pa- 
ralela. 

Terminando ya con la valoración de nuestras enmien- 

das, quiero precisar que, al igual que en las sociedades 
de agencia, el objeto social de las sociedades de corre- 
duría debe ser exclusivamente la mediación de segu- 
ros. Nos gustaría, igualmente, establecer en el proyecto 
de ley el contenido elemental y básico del contrato de 
agencia, evitando así la situación de desigualdad que 
la libertad de contratación podría ocasionar para la 
parte económicamente más débil; limitar la utilización 
de subagentes a personas físicas, en concordancia con 
la práctica establecida al respecto en el Derecho Com- 
parado comunitario y, finalmente, establecer el prin- 
ripio de que la contratación de subagentes compete 
zxclusivamente a los agentes, quienes deberán respon- 
der asimismo de su actuación. 

Creemos que este proyecto de ley necesita mejoras 
sustanciales e importantes en su articulado y, por nues- 
tra parte, vamos a esperar a ver cuál es el resultado 
Final. 

Nada más. Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Vamos a proceder a la votación. (El señor Presiden- 
cias, señor Carrera. 

te ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Procedemos a la votación de 
las enmiendas a la totalidad que postulan la devolución 
al Gobierno del proyecto de ley de mediación en segu- 
ros privados. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 262; a favor, 88; en contra, 162; absten- 
ciones, 12. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas a la totalidad. 

- PROYECTO DE LEY DE REFORMA URGENTE DE 
LA LEY DE TRIBUNALES TUTELARES DE ME- 
NORES (Número de expediente 1211000061) 

El señor PRESIDENTE: Debate de totalidad corres- 
pondiente al proyecto de ley de reforma urgente de la 
ley de tribunales tutelares de menores. 

Para defender la enmienda a la totalidad del Grupo 
de CDS tiene la palabra el señor Santos Miñón. 

El señor SANTOS MIÑON Gracias, señor Presidente. 
Señoras y señores Diputados, en nombre de mi Gru- 

po Parlamentario, Centro Democrático y Social, defien- 
do la enmienda de totalidad para la devolución al 
Gobierno del proyecto de ley de reforma urgente de la 
ley de truibunales tutelares de menores. 

Nuestra enmienda a la totalidad dice que la reforma 
que se pretende es una ocasión desaprovechada, se pu- 
do hacer una verdadera reforma de la Ley y de la legis- 
lación de menores, la cual necesita ponerse 
urgentemente al día, actualizarse, incorporar las pre- 
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visiones constitucionales y las recomendaciones de la 
Convención Mundial de los Derechos del Niño. Pero ni 
siquiera puede hablarse de reforma, es una mala copia 
-y además parcial- del procedimiento abreviado de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Voy a situar en el frontispicio de mi intervención el 
artículo 39 de la Consitución Española -básico, pero 
no el único aplicable- y voy a incorporar las palabras 
iniciales y finales de la Cumbre mundial de las Nacio- 
nes Unidas en favor de la infancia, celebrada en Nueva 
York el 30 de septiembre de 1989. Cumbre sobre la que 
más adelante volveré, y que dicen: «Nos hemos reuni- 
do en la Cumbre mundial en favor de la infancia para 
contraer un compromiso común y hacer un llamamien- 
to urgente a nivel mundial para que se dé a todos los 
niños un futuro mejor». Y termina diciendo: « N o  pue- 
de haber una tarea más noble que la de dar a todos los 
niños un futuro mejor». 

Conscientes y plenamente imbuidos de esta ob'liga- 
ción, mi Grupo Parlamentario ha presentado esta en- 
mienda de totalidad, enmienda que hace un momento 
les he expuesto y sobre la que voy a comentar los argu- 
mentos que la justifican. 

Previamente debo dejer constancia de que hemos pre- 
sentado 55 enmiendas, aunque echamos en falta una 
de ellas, la que se refiere precisamente a la eliminación 
de la segunda fase del procedimiento establecido en el 
proyecto. Estas enmiendas parciales, en su conjunto, su- 
ponen un texto alternativo y afectan a la práctica tota- 
lidad del proyecto propuesto; enmiendas que, de no 
prosperar la de totalidad, lo cual temo, esperamos que 
sean admitidas en el trámite posterior, en la idea de que 
la intención de mi grupo es conseguir una ley válida 
para la importante función que bajo su mandato va a 
realizarse. 

Al igual que la legislación española ha tardado más 
de siglo y medio en plasmar en un texto constitucional 
la preocupación por la infancia, esta Cámara en pocas 
ocasiones ha mostrado su interés por tema tan impor- 
tante como es el de los niños. Hemos olvidado que son 
los votantes de mañana y los legisladores de pasado ma- 
ñana. La iniciativa más reciente ha sido la interpelación 
urgente promovida por mi Grupo Parlamentario, segui- 
da de la consiguiente moción, cuyos debates tuvieron 
lugar los días 29 de mayo y 11 de junio pasado, respec- 
tivamente. 

Es anecdótico señalar que las propuestas que se con- 
tenían en la moción fueron rechazadas en su totalidad 
por el grupo mayoritario. La segunda de ellas era del 
siguiente tenor: Antes del 31 de diciembre de 1991, el 
Gobierno remitirá a la Cámara el proyecto de ley de re- 
forma de los tribunales tutelares de menores, que con- 
temple, entre otras cuestiones, la reforma del 
procedimiento, la dotación de medios personales y hu- 
manos, la demarcación y la creación de equipos técni- 
cos de apoyo en estos juzgados y tribunales. 

Es innecesario hacer comentarios al respecto, como 
también lo es el rechazo dado por el mismo Grupo Par- 
lamentario al resto de las propuestas que se formula- 

ban, teniendo en cuenta que en buena parte estaban 
inspiradas en la Convención de las Naciones Unidas so- 
bre los derechos del niño, ratificada por España me- 
diante instrumento de 30 de diciembre de 1990, 
ratificación que la convierte en derecho interno, pero 
ni caso. 

Después de ese largo silencio constitucional a que nos 
hemos referido, nuestra actual Constitución, sin embar- 
go, tiene múltiples referencias, bien a los niños, a la in- 
fancia como tal considerada, o bien al estimarse la 
comprendida en todas las menciones que sobre las li- 
bertades y los derechos humanos nuestra Carta Mag- 
na contiene. Desde su preámbulo manifiesta la voluntad 
de proteger a todos los españoles en el ejercicio de los 
derechos humanos, cuyo verdadero sentido está impreg- 
nado de un espíritu humanista y jurídico. 

Al propio tiempo, se han hecho numerosas declara- 
ciones formales que concretan su significado: la Decla- 
ración Universal de los Derechos Humanos; el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, 
el Convenio para la Protección de los Derechos Huma- 
nos y las Libertades Fundamentales, adoptado en Ro- 
ma el 4 de noviembre de 1950; la Decleración Universal 
de los Perechos del Niño de 1959; el Convenio Interna- 
cional de La Haya de 1961, y la ya mencionada Conven- 
ción de las Naciones Unidas sobre los derechos del niño 
de 1989. 

Volviendo a nuestra Constitución, en su texto norma- 
tivo se encuentran múltiples referencias, las cuales es- 
tán hechas para su aplicación a todos los españoles, 
razón por la que son perfectamente encajables a la pro- 
blemática de los niños. Así, el artículo 9.3, que expone 
una serie de principios, en la parte que más nos intere- 
sa resaltar contiene el de seguridad jurídica. El artí- 
culo 10.2 dice: «Las normas relativas a los derechos 
fundamentales y a las libertades que la Constitución 
reconoce se interpretarán de conformidad con la De- 
claración Universal de Derechos Humanos y los trata- 
dos y acuerdos internacionales sobre las mismas 
materias ratificados por España.» 

Otras menciones son claramente aplicables, como la 
contenida en el artículo 14, sobre la igualdad y la no 
discriminación; el artículo 15, con su declaración so- 
bre el derecho a la vida y a la integridad física y moral; 
el artículo 17.1, que reconoce el derecho de libertad y 
seguridad; el artículo 24, sobre la tutela judicial efec- 
tiva y la presunción de inocencia. «Todos tienen el de- 
recho a la educación», dice el artículo 27.1, siendo ello 
una de las formas básicas de protección a la infancia 
y en su apartado 2 añade: «La educación tendrá por ob- 
jeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en 
el respeto a los principios democráticos de conviven- 
cia y a los derechos y libertades fundamentales.,) Para 
finalizar con este artículo podemos establecer una co- 
nexión entre los apartados 4 y 5, que dicen que «La en- 
señanza básica es obligatoria y gratuita», y que 
«Los poderes públicos garantizan el derecho de to- 
dos a la educación ...». A esto se podría añadir el nú- 
mero 7, según el cual «Los profesores, los padres y, en 
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su caso, los alumnos intervendrán en el control y ges- 
tión de todos los centros ... públicos...)) 

Al principio de nuestra exposición hicimos mención 
al artículo 39, que consideramos básico. Solamente nos 
queda hacer referencia al artículo 48, sobre la promo- 
ción de «... las condiciones para la participación libre 
y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, 
económico y cultural)), y al artículo 53, referente a la 
tutela de «Los derechos y libertades reconocidos en el 
Capítulo segundo...». Este artículo, en su apartado 3, di- 
ce: «El reconocimiento, el respeto y la protección de los 
principios reconocidos en el Capítulo tercero informa- 
rán la legislación positiva, la práctica judicial y la ac- 
tuación de los poderes públicos. )) 

No nos podemos limitar, a pesar del gran contenido 
que hemos expuesto, al texto constitucional. La Ley Or- 
gánica del Poder Judicial, en vigor desde el 3 de julio 
de 1985, estableció el plazo de un año para que las Cor- 
tes Generales comenzaran a estudiar un proyecto nor- 
mativo de reforma de la legislación tutelar de menores 
mandato incumplido porque no se puede dar fuerza de 
cumplimiento al hecho de que hayan existido tres an- 
teproyectos, 1985, 1987 y 1988, ya que ninguno de ellos 
ha llegado a buen fin. Aunque debe decirse que cual- 
quiera hubiera sido preferible al proyecto que hoy se 
está debatiendo, desde el punto de vista de que rom- 
pían con la legislación anterior estableciendo una nor- 
ma nueva. 

Así llegamos a la sentencia del Tribunal Constitucio- 
nal de fecha 14 de febrero de 1991, por la que se decla- 
ra incostitucional el artículo 15 de la Ley de Tribunales 
Tutelares de Menores, aunque algunos juzgados preten- 
dían que se proclamase la incostitucionalidad de la Ley 
y de su Reglamento en su conjunto, ambos de 1948. Pe- 
ro los magistrados del Tribunal Constitucional actua- 
ron con prudencia, porque el vacío que hubieran 
ocasionado alcanzaría enormes dimensiones. Es de des- 
tacar, por su interés, la llamada de atención a las Cor- 
tes Generales contenida en esta sentencia, dada la 
imperiosa necesidad de que se proceda a reformar la 
legislación tutelar de menores. 

Después de la exposición efectuada, en la que se han 
ido relacionando las distintas normas que dan cober- 
tura sobrada, sin perjuicio de, al final, volver sobre la 
Convención Mundial de los Derechos del Niño y los do- 
cumentos que se producen como consecuencia de la 
misma, como son la Declaración Mundial sobre la Su- 
pervivencia y el Desarrollo del Niño, así como el Plan 
de Acción para la aplicación de la Declaración en el de- 
cenio de 1990, concretándonos a la ley, diremos que so- 
lamente suavizando las palabras empleadas no se 
consigue ocultar la existencia de una incriminación al 
menor. ¿Es éste realmente irresponsable e inimputable? 
(Por qué la mayoría de edad, la responsabilidad plena, 
no se iguala a la civil, a los 18 años? Si existen limita- 
ciones a la capacidad en el ámbito civil y mercantil has- 
ta los 18 años, no encontramos justificación a la 
reducción en materia penal. La Convención, aun hacien- 
do la salvedad para aquellas legislaciones que conten- 

gan distintas previsiones, parte de la edad de 18 años. 
Véase el artículo 40 de dicha Convención, donde así se 
recoge. 

Yendo ya al proyecto, a los puntos básicos del mis- 
mo, consideramos que, en primer lugar, el procedimien- 
to a seguir, denominado proceso, lo que lo asimila ya 
al del Código Penal, no es el adecuado. Debería esta- 
blecerse otra designación que lo alejase de cualquier 
idea de un proceso penal en sí considerado, la interven- 
ción del Ministerio Fiscal como acusador, contravinien- 
do su propio Estatuto. Para un mejor conocimiento del 
menor y de sus circunstancias no basta la actuación de 
un equipo técnico multidisciplinar, se debe dar entra- 
da a los profesores, los servicios sociales del barrio, las 
asociaciones de vecinos, etcétera. 

Hay necesidad de inmediación, y ello lo plasmamos 
en dar una participación en la investigación a los jue- 
ces de paz en aquellos municipios donde los haya y, si 
no, serían los fiscales. Es innegable que los jueces de 
paz tienen un conocimiento más amplio y profundo del 
menor y su entorno. Por otra parte, el procedimiento 
debe terminar en la comparecencia ante el juez de me- 
nores. No se debe llegar a celebrar vista, y menos aún 
que ésta sea pública. El daño que, en caso de realizar 
la vista, se puede ocasionar al menor, es innegable, pue- 
de quedar marcado en adelante. La comparecencia pue- 
de repetirse hasta que los intervinientes consideren 
completo el expediente, y tras ella el juez dictará la re- 
solución oportuna. Es importante, en beneficio del me- 
nor, sin concesiones a un paternalismo trasnochado y 
teniendo presente que este proyecto debe estar infor- 
mado por un espíritu educador y rehabilitador, que el 
menor sea puesto de forma inmediata a disposición del 
juez de menores o, en su caso, del juez de paz. Su reten- 
ción se producirá siempre en lugares especialmente ha- 
bilitados, sin contacto alguno con otros detenidos 
mayores. 

El proyecto adolece también de carecer de un catá- 
logo de medidas, puesto que no contiene ni una simple 
enumeración de ellas. En definitiva, este proyecto de 
ley, mientras no se arbitren las medidas necesarias, ta- 
les como creación y dotación de los veinticinco juzga- 
dos de menores que faltan; el fomento de 
establecimientos e instituciones para la detención, en 
todos los aspectos y formas, de los menores; la coordi- 
nación y colaboración con las comunidades autónomas 
con competencias en la materia, no tendrá una plena 
efectividad. Es un momento oportuno para resaltar la 
importancia que podría tener el juez de menores si se 
le atribuyera la competencia en materia de paternidad, 
filiación, adopción, es decir, todo lo concerniente a los 
menores, descargando de estos asuntos a los juzgados 
de familia, abrumados por los procedimientos matri- 
moniales. 

Termino recordando el punto 2 de la Declaración 
mundial: Los niños del mundo son inocentes, vulnera- 
bles y dependientes, también son curiosos, activos y es- 
tán llenos de esperanza. Su infancia debe ser una época 
de alegría y paz, juego, aprendizaje y crecimiento. Su 
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futuro debería forjarse con espíritu de armonía y coo- 
peración. A medida que maduren, tendrían que ir am- 
pliando sus perspectivas y adquiriendo nuevas 
experiencias. 

Aprovechamos esta ocasión para dar cumplimiento 
a este mandato. 

Nada más y gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Santos 

Enmienda del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 

Tiene la palabra el señor Castellano. 

Miñón. 

per Catalunya. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Señoras y señores Diputados, el Grupo Parlamenta- 
rio de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya en re- 
lación con este proyecto de ley de reforma urgente de 
la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, ha introdu- 
cido en su debate una enmienda a la totalidad y un con- 
junto de enmiendas parciales. 

La enmienda a la totalidad se ha introducido con el 
conocimiento evidente de que es la única ocasión para 
que este Grupo ponga de manifiesto, no tanto su rechazo 
al proyecto, porque el proyecto tiene su coherencia, si- 
no el más absoluto rechazo al planteamiento del pro- 
blema. Las enmiendas parciales, en una actitud, si 
ustedes quieren más reducida, lo que pretenderán, 1ó- 
gicamente, en su posterior defensa en Comisión, es co- 
rregir -de aceptarse la filosofía que el Gobierno 
mantiene en este tema- todo un conjunto de disposi- 
ciones que, aunque, repetimos, entran en esa filosofía, 
no nos parecen aceptables. 

Pero volvemos al inicio de nuestra enmienda de tota- 
lidad. Estamos absolutamente en contra de este proyec- 
to de ley y vamos a explicar por qué. A ustedes no se 
les oculta que este proyecto de ley lo que supone es, más 
que la reforma urgente de la Ley de Tribunales Tutela- 
res de Menores, la reforma parcial y apresurada de una 
ley a todas luces necesitada de derogación total. Con 
este proyecto de ley -como tantas veces se ha dicho 
aquí de otras leyes- se trata, ni más ni menos, que de 
parchear una ley absolutamente franquista que, pare- 
ce ser, ustedes asumen en toda su filosofía y lo único 
que quieren es corregir el procedimiento. 

Si ustedes repasan la Ley del Tribunal Tutelar de Me- 
nores verán que es absolutamente insostenible que en 
el año 1991, con nuestra constitución en la mano, y a 
la luz de los avances que ustedes conocen suficiente- 
mente de lo que es el cuidado de la infancia, el cuida- 
do del niño, el avance de las ciencias auxiliares de 
carácter psicológico, psicopedagógico; verán, como di- 
go, que si en aquella época pudo estar justificada una 
legislación como ésa, hoy, evidentemente, no lo está. 

La Ley de 1948 tenía que haber sido ya derogada, no 
sólo en sus aspectos procesales, sino en lo que pode- 
mos llamar la interpretación teleológica que a la mis- 
ma inspira. Es más, el Gobierno asumió el mandato de 

hacerlo así. Cuando se aprobó la Ley Orgánica del Po- 
der Judicial se comprometió a que, en el plazo de un 
año, enviaría a esta Cámara una ley de menores. Esta- 
mos hablando del abo 1985. Desde 1985 hasta la fecha 
no se ha querido, en modo alguno, solucionar este pro- 
blema, pese a que la propia Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial, en sus artículo 96 y 98, ya hablaba de un órgano 
completamente distinto, con una filosofía absolutamen- 
te diferente: el juez de menores. Obviamente, no es com- 
parable la filosofía paternalista, autoritaria, de la Ley 
Tutelar de Menores, con la filosofía democrática de 
nuestra Constitución y el planteamiento que del juez 
tiene nuestra Constitución como poder del Estado, res- 
ponsable ni más ni menos, y tutelador del ejercicio de 
los derechos y libertades por todos y cada uno de no- 
sotros. Aquella Ley con carácter transitorio prorrogó, 
en su disposición cuarta, la vigencia de los Tribunales 
Tutelares de Menores, pero esperando del sentido de 
responsabilidad del Gobierno que, cuanto antes, nos lle- 
gara la ley del menor. Y la ley del menor sigue sin lle- 
gar. Ni siquiera, lo cual sería ya abrir un camino a la 
esperanza, en este proyecto de ley que hoy tratamos hay 
una disposición que nos dijera: esta reforma urgente, 
parcial y apresurada, por lo menos es provisionalísima, 
y reiteramos el compromiso de, en un año o en dos, vol- 
ver a enviar una ley del menor. Tiene todo el aspecto 
de una ley que no va a tener el carácter de provisiona- 
lidad. Es una ley definitiva. Es definitivamente el par- 
cheo de una ley franquista y, lógicamente, inspirada en 
la misma filosofía. 

Es obvio que se ha aprovechado un pretexto, el del 
Tribunal Constitucional. La sentencia del Tribunal 
Constitucional es absolutamente coherente, porque si 
aquella Ley del Tribunal Tutelar de Menores contem- 
plaba un auténtico proceso, es absolutamente coherente 
que el Tribunal Constitucional diga puestos a estable- 
cer procesos, que ese proceso tenga garantías; a ver si 
va a resultar que el menor va a estar privado de las ga- 
rantías que se conceden al mayor en un auténtico pro- 
ceso penal. Por tanto, no tenemos por qué hacerle 
ningún reproche a esa sentencia del Tribunal Consti- 
tucional. Si hacemos el reproche a que habiéndosenos 
proporcionado una ocasión extraordinaria para cam- 
biar por completo la filosofía, se haya preferido man- 
tener la filosofía de la judicialización del menor, en 
lugar de la protección del menor. 

Se instaura con esta ley, y ustedes son conscientes 
de ello, un auténtico proceso a los delitos cometidos por 
menores. No hay más que leerse el proyecto y queda ab- 
solutamente denunciado por su propia terminología. Es 
totalmente incoherente con el artículo 8P de nuestro 
Código Penal que proclama, sin que haya ninguna cla- 
se de excepciones, que los posibles hechos delictivos co- 
metidos o imputados a menores de 16 años están 
exentos de toda clase de responsabilidad. 

Ustedes saben mejor que yo que cuando en un pro- 
ceso penal aparece con claridad meridiana la exención 
de responsabilidad, los tribunales inmediatamente se 
abstienen de intervenir. Es un supuesto en el que ese 
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hecho no es contemplable a la luz del Derecho penal, 
no hay por qué intervenir. Sin embargo, ustedes, con 
este proyecto de ley, establecen un auténtico proceso 
de juicio y condena de las actuaciones que hayan podi- 
do realizar los menores de 16 años y mayores de 12. Es 
un auténtico proceso penal, que, además, culmina -y 
el propio proyecto así lo entiende- en medidas priva- 
tivas de libertad, a las que da el mismo tratamiento que 
a medidas privativas de libertad de los posibles deli- 
tos cometidos por mayores, estableciendo incluso que 
eso que se llama eufemísticamente acuerdo -lo dice 
el propio proyecto- quede redactado de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 248.3 de la Ley Orgánica que 
habla de sentencias, estableciendo incluso que las me- 
didas de protección, como no tienen el carácter de pro- 
tección, sean administradas por los tribunales de 
menores de modo tal que puedan suspender su ejecu- 
ción o puedan modificarlas. 

Es realmente la pérdida de una ocasión importante 
para cambiar de filosofía. Y no es una filosofía que sea 
fruto del sentido más o menos abolicionista de la pena 
que pueda tener un grupo político; es una filosofía que 
tiene que ser imperativa para todos y cada uno de no- 
sotros. Es la filosofía que nace de nuestra propia Cons- 
titución, Constitución que proclama con carácter de 
legislación interna los convenios internacionales, en su 
artículo 39, en materia de protección de la infancia y 
de protección del niño. 

Yo quiero que, de verdad, por muchos que sean los 
esfuerzos que se hagan, reconozcamos la imposibilidad 
de que se pueda hablar un doble lenguaje de protec- 
ción del niño en un proyecto de ley en el que, a lo largo 
de todo el mismo, se utilizan expresiones tales como: 
acusación, prueba, abogado defensor, instrucción de 
sus derechos, obligación de no declarar; en suma, de 
todo lo que configura un auténtico proceso penal, pa- 
ra acabar culminando en una pena: en la pena de pri- 
vación de libertad. 

Es más, se aprovecha esa sentencia del Tribunal Cons- 
titucional para que algo que se está tratando de meter 
de rondón todos los días en la legislación penal ordi- 
naria, que es la sustitución de la función del juez im- 
parcial instructor por la del fiscal -que de imparcial 
no tiene nada, y no hay más que acudir a su Estatuto, 
que es más una figura de acusación que de defensa- 
se nos cuele ya en este proyecto de ley. Tan desmedida 
es tal iniciativa que hasta el propio Consejo General del 
Poder Judicial, que ha aceptado la necesidad de que hu- 
biera una regulación por lo menos provisional para sa- 
lir de la situación en que nos colocaba el Tribunal 
Constitucional, ha llamado la atención sobre esas des- 
medidas facultades al fiscal que convierten al juez real- 
mente en un puro testigo de un proceso que el fiscal 
fabrica. No es ése el sentido que tiene nuestra Consti- 
tución; desde luego no es ése el sentido que tiene el ar- 
tículo 39 cuando se refiere a los derechos del niño. Aquí, 
debajo de todo esto, qué late. Esta latiendo debajo de 
esto una suspicacia auténtica hacia determinadas con- 
ductas de los menores, que son graves, que son repro- 

bables socialmente, que nadie quiere justificar, pero 
que no pueden tener el tratamiento de delitos cometi- 
dos por menores; tienen que tener el tratamiento de he- 
chos reprobables que ponen de manifiesto una 
necesidad de terapia, no una necesidad de corrección 
judicial. 

Algunos de ustedes podrán decir: hay una enorme in- 
coherencia o incongruencia en que se puedan mante- 
ner estas tesis cuando nuestra propia Ley Orgánica del 
Poder Judicial quiso instaurar la figura del juez del me- 
nor. Hubiera sido una buena ocasión para que desapa- 
reciera la figura del juez del menor. Saben ustedes que 
incluso hay quienes han reclamado que esta clase de 
medidas se adoptaran por los juzgados de familia. Yo 
creo que no hay el menor inconveniente en dejar en 
nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial la figura del 
juez del menor, pero no contemplándola como el juez 
juzgador y sentenciador, sino como el juez protector de 
los derechos y, en alguna medida, restaurador de aque- 
llos derechos de los que se ha privado al menor, razón 
por la cual se ha visto, a lo mejor, inmerso en la comi- 
sión de determinados hechos que, de ser cometidos por 
un mayor, se reputarían delictivos. 

El proyecto, sin embargo, no ha querido escoger este 
tema. Ya sé que hay argumentos en cuanto a que una 
reunión de los jueces de menores, obviamente a la luz 
de la sentencia del Tribunal Constitucional, dijo que por 
lo menos tuviéramos un proceso de menores con garan- 
tías. Con eso no nos podemos conformar. Yo creo, sin- 
ceramente, que el partido del Gobierno y el Gobierno 
no pueden conformarse con eso, porque no ha sido su 
filosofía jamás el decir: vamos a establecer un proceso 
de menores con más o menos garantías. Su filosofía ha 
sido toda la vida la de llevar a sus últimas consecuen- 
cias el artículo 8.0 de nuestro Código Penal. El menor 
es imputable, es irreponsable criminalmente. Y como 
es más víctima que autor, incluso de los hechos en los 
que se ve en un momento determinado inmerso, apro- 
vechemos la ocasión para darle un tratamiento que, es- 
capando del autoritarismo paternalista de la antigua 
Ley tutelar de menores, no nos coloque en una judicia- 
lización en la que, les guste a ustedes o no, estamos in- 
criminando a los menores. 

Habrá menores hasta 12 años que no serán objeto de 
ningún enjuiciamiento e irán a parar a instituciones ad- 
ministrativas. Los habrá de 12 a 16 que serán objeto de 
un auténtico juicio, con toda la parafernalia de un jui- 
cio y con todo lo que tiene de aflictivo para la mentali- 
dad y la formación de un crío de 14 ó de 15 años, al que, 
diría que paradójicamente, se le somete a un juicio de 
mayor rigurosidad que al mayor de 18 ó 16 años que 
comete una falta contra los menores, según su propio 
artículo 2." Para el menor de 16 años se establece un 
juicio con todas y cada una de sus fases, para el mayor 
de 16 años que cometiera un delito que afectara a me- 
nores, un simple juicio de faltas en el que todo ese con- 
junto de garantías hacen de ello un puro trámite y, sin 
embargo, se le da una formalidad que, no les quepa la 
menor duda, va a dejar estigmatizado, va a dejar 
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-perdónenme la expresión coloquial- machacado al 
crío que se vea inmerso en este proceso. 

Hay algunos adornos -qué duda cabe- acerca del 
papel que puede jugar el gabinete técnico o los psicó- 
logos. Yo creo, sinceramente que no es problema de 
adornar un proceso judicial con la intervención de cier- 
tos técnicos. Lo que habría que hacer seriamente (y no- 
sotros no queremos hacer de esto un tema, porque es 
demasiado importante lo que está en juego, de confron- 
tación entre partidos) es ponernos de acuerdo en un 
procedimiento distinto. 

Nosotros lo que les pedimos, si ustedes no quieren 
aceptar la enmienda a la totalidad, es que por lo me- 
nos ahora en el portillo de esto que hoy hacemos que- 
de constancia de que es tan provisional como 
provisional lo han querido las jueces o jueces de me- 
nores y el propio Consejo del Poder Judicial; que de ver- 
dad nos comprometamos todos a, en un plazo breve, 
traer una ley del menor en la que cambie por comple- 
to esta filosofía de judicialización y de incriminaliza- 
ción del menor, y entremos en el terreno realmente 
serio de lo que es la protección de los menores. 

Ha habido un automatismo al hacer este proyecto de 
Ley. El Grupo Parlamentario del Gobierno no es res- 
ponsable. Ha baido un automatismo que yo calificaría 
de auténtica irresponsabilidad por vagancia en el Mi- 
nisterio de Justicia. Me hubiera gustado de verdad, que 
tal como se ha anunciado, hubiera venido el Ministro 
de Justicia a presentar este proyecto. En ese automa- 
tismo se ha llegado, incluso, a vulnerar hasta precep- 
tos de la Ley que modifica, que por lo menos tenían 
hasta una pequeña concesión a otras filosofías. El ar- 
tículo 15 nos decía que la intervención de lo judicial 
tiene que ser la imprescindible para averiguar los he- 
chos, pero que de ella no se deduzca ningún otro tema. 
Y el artículo 16, que queda derogado, decía: Y que se 
actúe sin buscar el menor alcance jurídico. En este pro- 
yecto de ley se habla de auténtica calificación jurídi- 
ca. ¡Cómo puede haber calificación jurídica de unos 
hechos que el Código Penal considera, por graves y re- 
probables que sean socialmente, por la minoría de edad 
del autor, que no tienen relevancia jurídica, que no tie- 
nen alcance jurídico! 

Hay una auténtica filosofía, que era lógico que la tu- 
viera la Ley del Tribunal Tutelar de Menores de 1948, 
de carácter represivo-cautelar, que no podemos seguir 
manteniendo. Y este proyecto de ley -a lo mejor está 
hecho con la mejor intención de salir al paso de una 
sentencia del Tribunal Constitucional- consolida una 
filosofía que en modo alguno es buena; esa filosofía no 
es buena. Por eso nosotros, al introducir esta enmien- 
da a la totalidad -se lo decimos con todo respeto y 
cariño-, no queremos hacer de esto un tema de con- 
frontación. Queremos exponer nuestra filosofía, y nues- 
tra filosofía tiene que ser compartida por ustedes 
porque es la filosofía del progreso, es la filosofía que 
dice que hay el suficiente cúmulo o acervo de experien- 
cias en ciencias auxiliares que nos lleva a poder esta- 
blecer un mecanismo de protección del menor en virtud 

del cual el menor no sea objeto de represión, sino que 
sea objeto de atención y de cuidado. 

Creemos que está perfectamente en manos del Parti- 
do del Gobierno, si es el momento necesario para lle- 
var esto a efecto, llevarlo, pero con un compromiso muy 
serio de esperanza de que vamos a acometer una ley 
del menor en la que el fiscal no sea el fiscal acusador, 
sino el fiscal protector de los derechos del niño, y en 
que el juez no sea el juez enjuiciador de la conducta, 
sino el que va a vigilar desde el primer momento en que 
tiene conocimiento de los hechos que a ese menor se 
le restauren los derechos que un día se le quitaron, ra- 
zón por la cual ha llegado a la delincuencia. Es ese juez 
de menores al que a lo mejor es bueno devolverle aquel 
adjetivo de juez tutelar de menores. Con este proyecto 
de ley no es un juez tutelar de menores, es un juez san- 
cionador de menores, por eufemísticas que sean las me- 
didas a las que se pueda someter al menor de 
amonestación, reprensión privada, puesta bajo la guar- 
dia o custoria de algunos o, incluso, de privación de li- 
bertad. 

Entenderán ustedes, por ello, que haya una enorme 
preocupación en todos los ambientes que se destinan 
al cuidado del menor. Lo hay en asociaciones de padres, 
lo hay en grupos de psicoterapeutas que trabajan este 
tema, y lo hay en la propia judicatura, que no quiere 
este modelo penal para andar buscando el tratamien- 
to a los menores aunque, qué duda cabe, sea un mode- 
lo penal y judicial garantista frente a la situación 
anterior carente de toda clase de garantías. 

El señor PRESIDENTE: Señor Castellano, le ruego 
concluya. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Termino 
inmediatamente, señor Presidente. Culmino reiterando 
una petición bien seria. Si quieren ustedes que este pro- 
yecto de ley siga adelante pero que no contamine a quie- 
nes lo defienden de una filosofía que no les es propia, 
acepten por lo menos el compromiso de que de momen- 
to, por el plazo de un año, de dos, puedan funcionar los 
tribunales tutelares de esta manera, pero acepten se- 
riamente el compromiso de traer una ley del menor que 
en vez de judicializar a los menores, que en vez de in- 
criminarlos, en vez de crear realmente una situación 
de responsabilidad más o menos encubierta, se plan- 
tee seriamente una jurisdicción de menores, un trata- 
miento a los menores que sea tutelador de sus derechos 
y que no encubra lo que este encubre, que es, ni más 
ni menos, la creación de una jurisdicción penal encu- 
bierta para los mismos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Castellano. 
Enmienda del Grupo Mixto, de la señora Garmendia, 

que tiene la palabra. 

La señora GARMENDIA GALBETE Muchas gracias, 
señor Presidente. Señorías, Euskadiko Ezkerra ha pre- 
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sentado una enmienda a la totalidad al proyecto de ley 
de reforma urgente de la Ley de Tribunales Tutelares 
de Menores, pidiendo su devolución al Gobierno. En el 
texto de nuestra enmienda manifestábamos nuestra dis- 
tancia con esa vocación de reforma parcial -yo diría 
que parcialísima- que se refleja en esta propuesta que 
se está discutiendo hoy en esta Cámara. Pero también 
quisiera subrayar que hemos presentado 21 enmiendas 
parciales, lo que ilustra las diferencias que también se 
plantean en relación con el articulado en concreto. 

Este proyecto de ley supone una reforma parcial que, 
por tanto, mantiene en vigor la Ley de Tribunales Tute- 
lares de Menores, lo cual nos merece una serie de con- 
sideraciones que quisiéramos efectuar aquí. En primer 
lugar, quisiera recordar la disposición adicional prime- 
ra de la Ley Orgánica del Poder Judicial en la que se 
ordena al Gobierno remitir a las Cortes el proyecto de 
ley de reforma de la legislación tutelar de menores. Te- 
nemos que suponer que este punto se estaba refirien- 
do a una ley completa e íntegra, dado que los nuevos 
juzgados de menores están configurados de manera dis- 
tinta, incluso en sus competencias, a los antiguos tri- 
bunales tutelares de menores. (El señor Vicepresidente, 
Marcet i Morera, ocupa la Presidencia.) 

Por otro lado, quiero recordar aquí las discusiones 
sobre la constitucionalidad de la vigente Ley de Tribu- 
nales Tutelares de Menores. Es verdad que la senten- 
cia 36/1991, de 14 de febrero, del Tribunal Constitucional 
declara inconstitucional exclusivamente el artículo 15, 
pero todos los grupos presentes en la Cámara sabemos 
que ello no significa que el resto de la Ley sea constitu- 
cional o que pueda ser sometida a diferentes recursos. 
Esta sentencia no entra en el conjunto de la Ley por ra- 
zones procesales, pero la misma afirma y subraya la im- 
periosa necesidad de que, de acuerdo con lo previsto 
en la Ley Orgánica del Consejo General del Poder Judi- 
cial, las Cortes procedan a reformar la legislación tu- 
telar de menores. 

Todo esto, en definitiva, tiene que ver con la necesi- 
dad de sustituir la filosofía que inspira la Ley del Tri- 
bunal Tutelar de Menores, de 1948. Pues bien, con esta 
reforma parcial, sin ninguna duda, sigue en vigor la fi- 
losofía correccionista que inspira la ley y que hoy en 
día no se puede admitir por el respeto a la dignidad de 
la persona a que nos obliga el Estado de Derecho, de 
acuerdo con la Constitución española. Creemos que di- 
cha filosofía tutelar es un elemento esencial en el con- 
junto de la ley, y que es imposible, mediante una 
reforma parcial, sustituirla por otra conforme a la Cons- 
titución, que es la intención que ha existido en esta pro- 
puesta. 

Por lo que se refiere a las competencias administra- 
tivas y jurisdiccionales, la Ley de 1948 tiene encomen- 
dadas a los jueces y presidentes de tribunales tutelares 
de menores misiones administrativas ajenas a aquellas 
que la Constitución encomienda hoy en día al Poder Ju- 
dicial. Sin más, ésta sería ya una razón suficiente para 
una reforma total y no parcial de la Ley. 

Quiero recordar también la moción aprobada por el 

, 

Senado, el 17 de mayo de 1989, después del debate so- 
bre un informe de la Comisión de Relaciones con el De- 
fensor del Pueblo, en la que se solicitaba una ley de 
protección jurídica del menor o de asistencia judicial. 
Asimismo, quiero recordar el informe sobre menores 
elaborado por el Defensor del Pueblo que, en su primera 
conclusión, lógicamente, vuelve a reclamar y a recal- 
car que, en materia de reforma, la legislación vigente 
no se acomoda a los preceptos constitucionales en di- 
versos aspectos esenciales que regula. 

En definitiva, señorías, nos encontramos con una de- 
manda directísima, con un mandato múltiple, con un 
acuerdo general por parte de todos los grupos integra- 
dos en la Cámara -también por el Grupo que va a de- 
fender hoy esta propuesta- sobre la necesidad de 
cambiar y de adecuar esta legislación de menores a los 
principios que regula la Constitución española. Nos en- 
contramos también con múltiples anteproyectos y es- 
tudios para la reforma de la Ley. No podemos entender 
que, en un tema que afecta tanto a los derechos funda- 
mentales de los más débiles, andemos con semejante 
retraso. Tampoco nos parece que es una buena fórmu- 
la el que, a instancia de sentencias del Tribunal Cons- 
titucional, se vaya reformando esta Ley. Creemos que 
sería mejor adelantarnos y no exponernos a otra sen- 
tencia que nos obligue a una nueva reforma parcial. 
Además de todo ello, voy a comentar muy brevemente 
cuáles son algunos de los puntos en los que hemos ba- 
sado nuestras diferencias con el procedimiento, y que 
tienen su reflejo en enmiendas parciales mucho más 
concretas. 

En primer lugar, no se regula de forma correcta la 
detención de los menores en edad penal; no se aborda 
la necesidad de una policía especializada ni del tiem- 
po de detención; no se regula de forma apropiada la 
asistencia de letrado, de los padres, del Ministerio Fis- 
cal; o por ejemplo, la necesidad de depósito diferencia- 
do de los adultos para los detenidos. Yo creo que hay 
suficientes indicaciones para regular el proceso y la for- 
ma de detención que no han sido tenidas en cuenta. 

Además del artículo 17 de la Constitución española, 
quiero recordar también el artículo 37 de la Conven- 
ción sobre los Derechos del Niño, aprobado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y ratificado 
por estas Cortes, que regula claramente cuáles debe- 
rían ser las formas correctas de la detención. 

Quiero recordar también aquí los artículos 10, 11, 12 
y 13, de las reglas mínimas de las Naciones Unidas pa- 
ra la administración de justicia de menores, de las Re- 
glas de Beijing, y asimismo las recomendaciones del 
Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre las 
reacciones sociales ante la delincuencia juvcnil, es de- 
cir, pauta e información había suficiente para haberla 
tomado en cuenta. 

Creemos que tampoco se determina de forma apro- 
piada quién dirige la instrucción. Si se decide que es 
el juez de menores el que no debe instruir para que, pos- 
teriormente, pueda juzgar, se debería establecer expre- 
samente, porque, de lo contrario, al no desprenderse del 
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texto, conforme el artículo 54 del Reglameto el juez se 
ve obligado a la instrucción. 

Creemos que deben determinarse también mejor las 
funciones del Ministerio Fiscal, estableciendo clara- 
mente si se quiere que el fiscal sea instructor, cuáles 
son sus competencias, su actuación, la clase de proce- 
dimiento, el momento en el que debe intervenir el juez, 
etcétera. 

Creemos que no se determina cuándo es preceptiva 
la intervención del letrado y el derecho a tomar cono- 
cimiento de las actuaciones, y la Convención de los De- 
rechos del Niño también establece clarísimamente 
cuáles son los momentos en que debe prestarse la asis- 
tencia jurídica de forma muy pormenorizada, además. 

Hay también otro tema quizás de menor importan- 
cia pero que nos ha llamado la atención, que ha sido 
objeto de enmiendas parciales, como es lo referente a 
la terminología utilizada en el anteproyecto, porque se 
huye de vocablos o de instituciones, sustituyéndolas por 
otras que pueden dar lugar a confusión, y, en un caso 
extremo, podrían llegar incluso a la indefensión, por- 
que podría originar confusiones en los profesionales 
que preceptivamente intervienen en procesos tanto de 
adultos como de menores. Por ejemplo, el utillizar es- 
crito de alegaciones en vez de escrito de calificación en 
la acusación; audiencia, en lugar de juicio, creemos que 
pueden ser reformas meramente técnicas. 

Asimismo, creemos que es preciso delimitar el pro- 
cedimiento concreto en los supuestos en los que el me- 
nor es puesto a disposición del juez de menores en 
calidad de detenido. Cabe diseñarse un auto procesal 
donde, en presencia del juez, el fiscal, el menor, su le- 
trado y sus representantes legales a instancias del fis- 
cal y tras recibirle declaración, se decida sobre su 
situación personal adoptando en su caso, previa solici- 
tud del Ministerio Fiscal, las medidas cautelares que 
se aprecien necesarias. 

Para acabar, aunque no me he referido a enmiendas 
concretas sino a principales puntos de discrepancias 
sobre la propuesta que se discute hoy en la Cámara, 
quiero hacer referencia a un tema que me parece espe- 
cialmente importante, al que se ha hecho mención tam- 
bién por parte de otros portavoces, que es el referido 
a las edades que determinan la competencia de los jue- 
ces de menores. Nosotros planteamos que los 13 y 18 
años sea la edad límite, a diferencia de los 12 y de los 
15 que contempla el proyecto, y, una vez más, queremos 
subrayar la importancia de esto, tanto porque nos pa- 
rece coherente con el artículo 12 de la Constitución es- 
pañola que establece la mayoría de edad en los 18 años, 
pero también con el artículo número 1 de la citada Con- 
vención de los Derechos del Niño, que ha sido ratifica- 
da por esta Cámara, en el que se considera niño a 
efectos del Convenio a todo menor de 18 años. Este es 
un tema que nos parece particularmente importante. 

En definitiva, señorías, estas son las razones de tipo 
general y de tipo más concreto que nos han impulsado 
a pedir la devolución del proyecto al Gobierno y asimis- 
mo a requerir en el menor plazo de tiempo posible -y 

éste ha sido un tema obligado y una promesa concreta 
reiterada por todos los Ministros de Justicia en los ú1- 
timos Gobiernos socialistas- la presentación en la Cá- 
mara de una legislación de menores que sea adecuada 
a nuestros tiempos, que sea adecuada a la demanda so- 
cial, pero, sobre todo que sea adecuada a los principios 
de un Estado democrático de Derecho. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señora Germendia. 

Turno en contra de las enmiendas presentadas. Por 
el Grupo Socialista, tiene la palabra la señora Del 
Campo. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Señor Presidente, 
señorías, tomo la palabra para oponerme a las distin- 
tas enmiendas a la totalidad presentadas a este proyec- 
to, enmiendas que parten de una base común, de la 
acusación de insuficiencia y parcialidad a las modifi- 
caciones que el proyecto de ley que hoy se debate in- 
troduce en el viejo texto de la Ley de 1948, y de la 
consecuente exigencia de su devolución al Gobierno y 
de la presentación inmediata, con uno u otro título, de 
un proyecto de ley del menor completo, que se adapte 
no sólo a la Constitución y a los convenios internacio- 
nales, sino también a la realidad social de nuestros días. 

El argumento revela en quienes lo han utilizado una 
falta de comprensión de cuál es el objeto, cuál es el al- 
cance exacto y cuáles son las circunstancias en que ha 
nacido este proyecto de ley. Porque es cierto que es  ne- 
cesaria una reforma completa de la legislación de me- 
nores, y no sólo es necesaria, sino que hay que hacerlo 
con rapidez. Algunas de SS. SS. han aludido a la exis- 
tencia de distintos borradores que avalan la afirmación 
de que el Gobierno está trabajando seriamente en este 
aspecto. Ahora bien, el trabajo en esta dirección lo es 
en un tema sumamente complejo, no sólo por lo deli- 
cada que es en sí la regulación de cualquier cuestión 
que afecte a los derechos de los menores, sino porque 
también es complejo el ámbito de administraciones que 
intervienen en la reforma y en la protección del menor. 
Sus señorías saben que no sólo dos Ministerios, Justi- 
cia y Asuntos Sociales, sino diecisiete comunidades 
autónomas tienen que opinar en este asunto y tienen 
que participar activamente en la puesta en marcha de 
esa futura ley del menor, los dos Ministerios y las co- 
munidades que tienen transferidos los centros de pro- 
tección y reforma de menores y que, por consiguiente, 
van a tener que tener un papel activo en aspectos tan 
importantes de la futura ley como es el cumplimiento 
de las medidas que impongan los jueces de menores. 

Este proceso de diálogo y de reflexión para llegar con 
la mayor rapidez posible a un nuevo texto del menor 
se está llevando a cabo, pero en él vino a incidir el pa- 
sado 14 de febrero la sentencia del Tribunal Constitu- 
cional, sentencia que, al declarar la nulidad del artículo 
15, creó un vacío normativo que era preciso llenar y que 
era preciso llenar inaplazablemente y además con ple- 
no repeto a las garantías constitucionales. 
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También han incidido, no cabe duda, convenios inter- 
nacionales ratificados por España y muy en especial 
la muy recientemente ratificada convención de los De- 
rechos del Niño, que contenía una serie de mandatos 
que eran también de inaplazable incorporación a nues- 
tra legislación concreta. 

Por ello, este proyecto de ley que hoy se presenta li- 
mita su pretensión a cumplir estas exigencias, que se 
pueden resumir en adaptar a la Constitución y a los 
convenios internacionales la legislación reformadora de 
menores. Tan sólo aborda, por tanto, la introducción de 
las garantías procesales, del principio de seguridad ju- 
rídica, del principio de tipicidad, del derecho de defensa 
y las otras garantías contempladas en el artículo 24 de 
la Constitución; la introducción de las exigencias de los 
convenios internacionales: edad mínima por debajo de 
la cual se supone que un niño no puede infringir las 
leyes penales; o establecimiento de un sistema de re- 
cursos ante un órgano superior judicial independiente 
e imparcial. 

Estas son las cuestiones que el proyecto trata hoy de 
solucionar, y éstas y no otras son las cuestiones que el 
Grupo Socialista cree que debemos debatir aquí en es- 
te momento. Es cierto que alguna de SS. SS. han hecho 
propuestas interesantes, como el establecimiento de ca- 
tálogos de medidas o en algún momento alterar toda 
la filosofía de lo que es la jurisdicción de menores; pe- 
ro esas propuestas no tienen aquí su marco de debate, 
lo tendrán más adelante, enlazando necesariamente con 
el debate de la reforma del Código Penal y con esa fu- 
tura reforma, futura pero que sabemos próxima de la 
ley del menor. 

Este es, pues, el primer punto de nuestra afirmación. 
No entraremos a discutir cuestiones que consideramos 
que no han de ser objeto de debate ahora. Sí en cam- 
bio quisiéramos puntualizar otras objeciones, otras crí- 
ticas que algunos grupos han formulado al texto 
concreto de este proyecto de ley y que se refieren a as- 
pectos que en él sí están contemplados. 

En primer lugar, el señor Santos Miñón y creo que 
también la señora Garmendia, han tocado el tema de 
la elevación de la mayoría de edad penal a los 18 años, 
utilizando como argumento su equiparación con la ma- 
yoría de edad civil. Señorías, es verdad que la mayoría 
de edad civil, y con ella la plena capacidad de obligar- 
se en el ámbito de las relaciones jurídico-patrimonia- 
les, se alcanza a los 18 años, pero también es verdad 
que por debajo de los 18 años la ley no considera en 
absoluto al menor un total incapaz, sino que le consi- 
dera capaz de obrar en distintos ámbitos de acuerdo 
con su presumible grado de desarrollo intelectual y per- 
sonal. No quisiera hacer una larga lista de ejemplos, 
pero recuerden que el Código Civil establece que el no 
emancipado mayor de 16 años puede realizar actos de 
administración ordinaria de los bienes adquiridos con 
su trabajo o industria; o que el mayor de 14 años pue- 
de otorgar testamento y capitulaciones matrimoniales. 
Es decir, hay una vinculación de la adquisición de ca- 
pacidad al desarrollo personal e intelectual del niño, 

y precisamente este mismo criterio es el que ha presi- 
dido la fijación de la adquisición de la capacidad cri- 
minal, es decir, de la capacidad para comprender lo 
lícitio o ilícito de un hecho y actuar en consecuencia 
con esa comprensión, en los 16 años, si bien, como 
SS. SS. saben, no hay una plena responsabilidad penal 
hasta los 18 años. Yo quisiera señalar que nuestro Có- 
digo Penal en este sentido es de los que fijan un límite 
más alto para esta presunción absoluta de irresponsa- 
bilidad penal del menor. En Francia un niño puede ser 
declarado penalmente responsable a los 13 años; en Ale- 
mania, Italia o Austria puede serlo a los 14 años. Es de- 
cir, el Código Penal ha fijado un límite prudente, límite 
que se mantiene en esta ley y que supone que el menor 
es capaz de ser responsable criminalmente, de com- 
prender el alcance de sus actos penalmente tipificados. 
Otra cosa es que aun siendo responsable penalmente 
el menor, haya razones para darle un tratamiento pe- 
nal o un tratamiento penitenciario distinto al menor de 
18 años, o incluso al menor de 21 años; que incluso pue- 
da haber razones que lleguen a aconsejar en una futu- 
ra reforma del Código o en una futura ley del menor, 
que sean los jueces de menores los que se encarguen 
de enjuiciar los delitos menos graves de estos niños. 

Todas estas opciones son opciones que podemos es- 
tudiar, que podemos debatir, pero repito que no en es- 
te marco, sino en un marco futuro y próximo, o mejor 
dicho en dos: la reforma del Código Penal y la futura 
ley del menor. Por tanto, una vez explicado este tema, 
quisiera pasar a una crítica que también ha tenido ca- 
rácter general por parte de los representantes de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya y del CDS, y es 
la crítica al carácter penal del procedimiento. Señorías, 
estamos procediendo a una implantación de garantías 
constitucionales y del espíritu de protección del menor 
en un procedimiento que la sentencia del Tribunal Cons- 
titucional ha dejado bien claro que es una variante del 
proceso penal. Recordarán que la sentencia establece 
que si bien el Código Penal exime de responsabilidad 
criminal a los menores de 16 años, no los considera in- 
capaces de infringir las leyes penales y añade que, por 
tanto, al obrar la jurisdicción de menores sobre suje- 
tos a los que, aunque declarados penalmente irrespon- 
sables, se les atribuye la comisión de delitos o faltas, 
es evidente que el procedimiento a ellos aplicado es una 
variante del proceso penal y que, por tanto, debe res- 
petar sus garantías básicas. En este punto es en el que 
el proyecto de ley se ha centrado. 

De todas formas, este carácter del procedimiento, ca- 
rácter que no afirmamos nosotros sino la sentencia del 
Tribunal Constitucional, no excluye en absoluto que es- 
te procedimiento esté presidido por el espíritu de pi-o- 
tección del menor. No quiero alargarme, pero extremos 
como la actuación de los equipos técnicos, o la necesi- 
dad de que el juez de menores valore la personalidad 
y las circunstancias del niño antes de dictar su acuer- 
do, o la posibilidad de suspensión del fallo v de repa- 
ración extrajudicial, son manifestaciones claras de ese 
espíritu de protección. Y también está presidido, jcó- 
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mo no!, por el principio de mínima intervención 
del Derecho Penal. El proyecto deja fuera del ámbito 
de conocimiento de los jueces de menores al menor 
de 12 años. El proyecto establece la posibilidad de 
que el propio juez aparte al niño del campo procesal 
penal y lo remita a las instituciones adminstrativas 
en un momento bien temprano del proceso, si conside- 
ra que los hechos no tienen especial gravedad. (El 
señor Vicepresidente, Muñoz García, ocupa la Presi- 
dencia.) 

También quisiera hacer alusión al rechazo que tanto 
Izquierda Unida como Euskadiko Ezkerra han expre- 
sado a la iniciativa procesal que el proyecto concede 
al Ministerio Fiscal. Realmente SS. SS. saben que esta 
iniciativa del Ministerio Fiscal responde a la preocu- 
pación del Gobierno por que el menor goce del dere- 
cho constitucionalmente reconocido a un juez 
imparcial, derecho que excluye que sea el mismo órga- 
no el que esté encargado de instruir y fallar en el pro- 
ceso. De hecho, hasta hoy, la legislación viene regulando 
una actividad de los jueces de menores que los hace a 
la vez instructores y juzgadores. 

Aludía también la señora Garmendia a que en el pro- 
yecto no se contempla claramente la intervención de 
abogado defensor del menor. Señoría, en este aspecto, 
el proyecto pretende equiparar en todos los derechos 
del menor a los derechos de que gozaría un adulto pro- 
cesado, cumpliendo con ello el mandato de la senten- 
cia del Tribunal Constitucional. 

Como S. S. recordará, la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, en el régimen general del proceso penal, esta- 
blece la obligatoriedad de asistencia letrada en tres 
supuestos: detención, prisión preventiva y apertura de 
juicio oral. Estos tres supuestos son precisamente los 
mismos en que el proyecto de ley de reforma establece 
la obligatoriedad de esta asistencia letrada. Dice, en pri- 
mer lugar, que el menor que fuere detenido gozará de 
todos los derechos previstos en la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal, entre ellos, lógicamente, el de asistencia 
de abogado, bien sea nombrado por él o designado de 
oficio. Del mismo modo prevé la designación de abo- 
gado, caso de que el juez de menores decrete la medi- 
da cautelar de internamiento y, en todo caso también, 
en el momento en que se abra la audiencia. Es decir, 
la garantía de la defensa del menor está establecida en 
los mismos términos que la defensa del adulto, inclu- 
so con el plus de garantía de defensa que le da el he- 
cho de la participación del Ministerio Fiscal en el 
proceso, Ministerio que en virtud de su Estatuto, tiene 
como función la protección de los menores, entre otras. 

Por ello, señorías, creemos que estas objeciones con- 
cretas en este momento se pueden refutar. En conse- 
cuencia, en nombre del Grupo Socialista, puedo decir 
que algunas de las razones que ustedes han propuesto 
no las podemos aceptar, y he expuesto aquí los moti- 
vos para ello. Otras sí que podríamos aceptarlas, nos 
parece que son dignas de discusión y que son opciones 
que habrá que tener en cuenta en un debate futuro pe- 
ro próximo, el debate de la futura ley del menor y el 

del futuro Código Penal. Sin embargo, creemos que no 
es éste el momento para debatirlas. 

De todas formas, señorías, nos parece que los enmen- 
dantes de totalidad han caído en una cierta incongruen- 
cia al esgrimir como arma la necesidad urgente de una 
ley del menor que regule un ámbito mucho más amplio 
de aspectos para pedir la devolución al Gobierno de un 
texto que viene a solucionar los problemas más urgen- 
tes que existen en el ámbito de los menores. Están pre- 
tendiendo retrasar la implantación en la reforma de la 
Ley de Menores de un proceso con todas las garantías 
constitucionales, so capa de conseguir legislar una se- 
rie de aspectos más amplios que podemos legislar con 
rapidez, pero no con la urgencia que éstos presentan. 

Por este motivo vamos a rechazar las enmiendas a la 
totalidad propuestas. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Para réplica, tiene la palabra el señor Santos Miñón. 
cias, señora Del Campo. 

El señor SANTOS MIÑON Gracias, señor Presidente. 
Señorías, señora portavoz, la verdad es que su inter- 

vención no nos ha aclarado en absoluto ni nos ha dado 
argumentos suficientes como para retirar nuestra en- 
mienda de totalidad; al contrario, pensamos que en es- 
tos momentos precisamente es cuando más razón de ser 
tiene dicha enmienda, ya que las justificaciones que ha 
dado, incluso las réplicas a los argumentos expuestos 
por los distintos enmendantes, no tienen virtualidad su- 
ficiente como para corregirla. 

Siguiendo más o menos el mismo orden en que ha 
realizado su intervención, debo indicarle que la legis- 
lación del menor lleva pidiéndose hace mucho tiempo; 
que ha habido diversas y distintas promesas respecto 
a traerla de una vez a esta Cámara y todavía no se ha 
conseguido; incluso una última, de la Ministra de Asun- 
tos Sociales, que prometió que antes de terminar este 
período de sesiones esa legislación del menor iba a es- 
tar en trámite en la Cámara. Promesa incumplida, una 
vez más, sobre todo respecto a temas tan delicados y 
en los que es tan acuciante resolver los problemas que 
plantean, como es todo lo referente al menor. 

Esperar a la reforma del Código Penal es dilatar en 
el tiempo de una forma excesiva las posibilidades de 
reforma y de adaptación de la legislación, puesto que, 
como todos sabemos, es muy probable que ni siquiera 
en esta legislatura, por mucho que se aceleren los trá- 
mites, se consiga terminar el Código Penal. Vamos a no 
ir a ello. Vamos a intentar modificar y arreglar aquella 
legislación que sea necesaria, teniendo en cuenta, por 
otro lado, que la legislación de menores, incluso la parte 
concerniente a los mismos que se refiere a temas pe- 
nales -si es que debiéramos hablar de cuestiones pe- 
nales en el menor- no debería ir incluida, bajo ningún 
concepto, dentro de un Código Penal; debería ser una 
legislación específica, aparte completamente, donde se 
tratasen y se tuvieran en cuenta todas las circustancias 
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que en sí supone lo que es el menor; la delicadeza que 
debemos tener al tratar del mismo, teniendo en cuenta 
su situación, el momento de su vida, su evolución y, por 
tanto, la necesidad de un trato muy específico, muy ca- 
racterístico, exclusivamente para los que se encuentran 
en esa edad. 

Hemos dicho en nuestra exposición que la Conven- 
ción de los Derechos del Niño habla de la edad de 18 
años. Nuestras enmiendas, sin embargo, no van dirigi- 
das a la elevación de la edad, sin que ello suponga que 
no participemos de la idea generalizada de que si la 
edad civil y mercantil es a los 18 años, también la edad 
penal debería seguir el mismo criterio. 

Aquellas salvedades que en el campo civil puedan 
tener los menores, sin embargo, no las tienen por sí 
mismos, sino que siempre están supeditadas a autori- 
zaciones, a concesiones o a cualquier otro tipo de 
actuación, en que una persona distinta sea la que 
tenga que conceder esa posibilidad de actuación del 
menor. 

El ejemplo que nos ponen sobre otros países y la 
responsabilidad penal dentro de los mismos no es 
válido, puesto que si nosotros nos asimiláramos a 
esos otros países en todo, en régimen y en condi- 
ciones de vida y en salarios, en situación en general, 
podría ser admisible, pero considerar solamente un 
aspecto no es bastante y, en cambio, hay otros muchos 
países en los que, sin embargo, la edad penal es mucho 
más elevada. 

Resaltamos de nuevo que el proyecto que se presen- 
ta a debate tiene un carácter claramente penal, casti- 
gador, y debemos evitar eludir cualquier señal que lleve 
consigo esa ida de penalización, de responsabilidad pe- 
nal. El menor es inimputable penalmente. Debemos sal- 
vaguardarlo y posibilitar todas las medidas necesarias 
para impedir que el menor en ningún momento se sien- 
ta introducido dentro del campo de la criminilidad, de 
la delincuencia. Una de las fórmulas que lo impediría 
sería continuar con el procedimiento que se establece 
en el proyecto de ley, ya que entra a formar parte del 
mismo proceso, de la misma forma de actuar que la que 
se emplea en la Ley de Enjuiciamiento Criminal con 
cualquier otro delincuente. 

En cuanto se refiere al Ministerio Fiscal, no de- 
bemos olvidar el principio de que lo especial prima 
sobre lo general, y el fiscal tiene una especialidad: 
la protección del menor, la defensa del menor. De- 
beríamos salvaguardar al menor en cuanto fuera 
posible y, por lo tanto, a la obligación del fiscal en 
su defensa. Por ello, las enmiendas que hemos pre- 
sentado al respecto van encaminadas en ese sentido 
y pedimos que si esta enmienda de totalidad no 
prospera, como ya dijimos antes -y es lo que espera- 
mos, porque ya nos tienen acostumbrados a ello-, 
en el trámite posterior de enmiendas parciales sean 
asumidas muchas de ellas, tanto las nuestras como las 
de los demás grupos, y con eso el texto podrá ser prác- 
ticamente aceptable. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Castellano. 
cias, señor Santos Miñón. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET Gracias, 
señor Presidente. 

En primer lugar, voy a contestar a esa posible alega- 
ción de incongruencia que ha parecido observar la por- 
tavoz del Grupo Parlamentario Socialista en cuanto que 
con esta enmienda podríamos estar contribuyendo a re- 
trasar una reforma que, de otra parte, solicitamos con 
urgencia. N o  hay ninguna incongruencia. Queremos la 
reforma, pero queremos una reforma seria y prolunda. 
Lo que no queremos, en modo alguno, es que por la vía 
de lo provisional se introduzca un procedimiento que, 
el tiempo lo dirá, se va a convertir en definitivo. Lo que 
queremos es, precisamente, que este proyecto no con- 
solide una filosofía que, obviamente, no compartimos. 

En todo caso, la retirada del proyecto no produciría 
ninguna clase de quebrantos en el funcionamiento dia- 
rio de los juzgados de menores y los tribunales tutela- 
res, porque se podría hacer al igual que ocurrió cuando 
aquella famosa sentencia del Tribunal Constitucional 
obligó a la separación de la figura del juez instructor 
con el juez de lo penal, que se dictaron unas formas pro- 
visionales que estuvieron sirviendo para impartir jus- 
ticia y para que se pudiera mantener la administración 
de todos y cada uno de los expedientes sin ninguna de- 
mora. Esas instrucciones ya existen. Como consecuen- 
cia de esa sentencia del Tribunal Constitucional, los 
propios jueces de menores, en combinación con el pro- 
pio Consejo General del Poder Judicial, y hasta que es- 
ta ley entre en vigor en la forma en que resulte, se han 
dado ya una forma de operar que les hace perfectamen- 
te posible excluir los peligros que la sentencia dcl Tri- 
bunal Constitucional quería poner de manifiesto. 

Dicho esto, le agradezco a la portavoz del Grupo Par- 
lamentario Socialista que nos abra el camino de espe- 
ranza de que ésta es una reforma absolutamente 
provisional, que realmente cuando nos enfrentemos al 
Código Penal y a una ley del menor podremos discutir 
cuál es la inspiración que a cada Grupo le alinieiila en 
la elaboración de esta clase de leyes. 

Comprensión la hemos tenido toda. La prueba es que 
usted verá que desde el año 1985 no hemos estado sis- 
temáticamente, como podíamos, reclamando el que vi- 
niera esa ley del menor. Son seis años. Les hemos 
recordado, que no reclamado, a los diferentes Ministros 
de justicia que estaban incumpliendo un copromiso, no 
con Izquierda Unida, sino con la Cámara, que es algo 
bastante serio o por lo menos debería serlo. Claro que 
éste es otro incumplimiento más. Ese proceso de refle- 
xión lo único que lamentamos es que parezca ser un 
proceso de reflexión perdido, porque -perdone usted 
la expresión- les ha venido a coger el toro con una sen- 
tencia del Tribunal Constitucional, que, por cierto, us- 
ted sabe que el propio Tribunal, al igual que ocurrió 
en otras ocasiones, había ya advertido que iba a pro- 
ducir para que se tomaran las suficientes medidas de 
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modo tal que no provocara efectos que fueran excesi- 
vamente negativos. 

Usted ha reconocido que ustedes han escogido la vía 
de un proceso penal, por eso sus argumentaciones es- 
tán cargadas de alusión a los mecanismos de la técni- 
ca penal, a la mínima intervención, a las garantías del 
proceso, a la administración de la pena por parte de los 
jueces. Porque, obviamente, querer presentar como pro- 
tector, específicamente para el menor, el que existan 
unos equipos técnicos de valoración de las circunstan- 
cias en que se han realizado los hechos, sinceramente 
no es un argumento sustancial, dado que, también hoy, 
aquí y en cualquier proceso penal, cualquier tribunal 
que merezca el nombre de tal y cualquier defensa o 
cualquier fiscal que quiera ser mínimamente coheren- 
te examina, a través de los equipos técnicos y los peri- 
tos, cuáles son las circunstancias en las que se han 
desarrollado los hechos para poder valorar la imputa- 
bilidad de los mismos y la responsabilidad en que se 
pueda haber incurrido. 

Seguimos manteniendo, con un respeto absoluto ha- 
cia las tesis del Partido del Gobierno y del Ministerio 
que alientan en este proyecto, nuestra filosofía distin- 
ta de que éste no es el camino. El camino no es judicia- 
lizar los hechos cometidos por menores que nuestro 
Código Penal declara absolutamente inimputables, no 
es establecer tres clases de menores: los inimputables 
totalmente hasta los doce años, los medio imputables 
hasta los dieciséis y los con circunstancias atenuantes 
hasta los dieciocho, porque no es eso lo que quiere la 
Convención de Derechos del Niño ni es eso lo que quie- 
re nuestra Constitución. 

En la esperanza de que algún día, aunque sea con al- 
gún que otro incumplimiento anual, veamos de verdad 
esos textos legales, mantenemos nuestra enmienda y 
procuraremos colaborar en el trámite de Ponencia en 
la mejora de este proyecto que, repetimos, en modo al- 
guno nos gusta. Esperanza que usted entenderá tiene 
que ser muy escasa, porque esta es la penúltima sema- 
na del período de sesiones de este año, queda una, y a 
lo largo de todo el año hemos oído al señor Ministro 
de Justicia decir que en este período de sesiones, an- 
tes del día de San Silvestre, entraba por fin la reforma 
del Código Penal. Va a llegar San Silvestre, va a llegar 
la carrera que da fama a dicho día y la carrera nuestra 
va a ser superior corriendo al querer alcanzar que las 
leyes que se prometen vengan a la Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra la señora Garmendia. 
cias, señor Castellano. 

La señora GARMENDIA GALBETE: Señor Presiden- 
te, muy brevemente, yo creo que sobre temas concre- 
tos, como puede ser la posibilidad de actuaciones del 
Ministerio Fiscal, el tema de la edad o la concreción de 
la asistencia letrada, nosotros consideramos más con- 
veniente el modelo que define la Convención de los De- 

rechos del Niño que el modelo que define la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. En el trámite de Comisión es- 
pero acercar posturas de cara a ese momento de la dis- 
cusión de la ley del niño que nos anunció la señora 
portavoz del Grupo Socialista. 

Parece que existe una posible contradicción entre 
aquellos que pedimos la devolución del proyecto de ley 
al Gobierno porque queremos más o queremos algo me- 
jor, pero yo quisiera recalcar aquí la actitud de los gru- 
pos enmendantes que además de la enmienda a la 
totalidad hemos presentado numerosas enmiendas par- 
ciales en un claro intento de aportar cuál es nuestra vi- 
sión, nuestra voluntad de mejorar este proyecto de ley. 

Quisiera decir también que a los trece años de la pro- 
clamación de la Constitución no creo que sea una pos- 
tura casi maximalista el plantear la necesidad urgente 
del cambio de la legislación de menores, y lo digo des- 
de el convencimiento de que en política, en general, las 
estrategias reformadoras son las más adecuadas para 
conseguir los cambios y el progreso, pero estamos to- 
dos convencidos de que hay leyes que no se pueden re- 
formar, que se tienen que derogar, y yo creo que 
estamos ante una ley de éstas. La solución no pasa por 
la reforma, sino por la derogación y por establecimiento 
de un nuevo marco cuanto antes. 

Quisiera recalcar que nos preocupa que esta línea que 
se está marcando en este proyecto de ley sea la que ins- 
pire la próxima reforma de la ley en su conjunto, en cu- 
yo caso, creo que tendríamos bastantes diferencias. 
Estas son las razones que nos obligan a mantener la en- 
mienda de totalidad, aunque esperamos poder colabo- 
rar en la mejora del proyecto en el trámite de Comisión. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

La señora Del Campo. tiene la palabra. 
cias, señora Garmendia. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Gracias, señor Pre- 
sidnete. 

Los replicantes han insistido en la insuficiencia del 
proyecto de ley como argumento para la devolución, y 
en este sentido debo insistir en que estamos en el típi- 
co caso de que lo mejor es enemigo de lo bueno. Mejor 
sería, sin duda, que hubiera acabado ese proceso de diá- 
logo y de reflexión entre administraciones públicas y 
que tuviéramos aquí un proyecto de ley del menor com- 
pleto. Pero ese mejor, inalcanzable en este momento, no 
debe llevarnos a sacrificar lo bueno, que es introducir 
en la jurisdicción de menores las garantías constitucio- 
nales y las recogidas por los convenios internaciona- 
les, no a través de una mera instrucción, sino a través 
de una ley. 

El señor Castellano ha insistido también en la nece- 
sidad de desjudicializar el procedimiento de menores. 
Es cierto, señor Castellano, que cabe un procedimien- 
to no judicial para los menores; es cierto que algunos 
países confían al menor infractor a la Administración 
y no a organismos jurisdiccionales. De todas formas, 
s t e  sistema que aquí se defiende con tanto entusias- 
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mo también debe ser puesto en cuestión y estudiado 
con cierto cuidado porque la experiencia ha demostra- 
do en él inconvenientes, como falta de garantías míni- 
mas o de excesiva intervención de la Administración, 
que deberíamos tener en cuenta y tratar con cuidado. 

Por último, simplemente me queda reiterar que el Go- 
bierno, al presentar este proyecto de ley, ha tenido en 
cuenta muy especialmente -como mi Grupo está con- 
vencido de que ha hecho- todas las declaraciones cons- 
titucionales relativas a los derechos del niño, todos los 
convenios internacionales, y que lo ha presidido con un 
espíritu de protección del menor, un espíritu de defen- 
sa de los derechos del niño que esperamos se manten- 
ga en esta ley y en la próxima ley del menor y que, 
además, esperamos contribuir a perfeccionar, a lo lar- 
go del debate del proyecto, con las enmiendas que to- 
dos los grupos presenten y el debate que en la Comisión 
se produzca. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

cias, señora Del Campo. 

palabra el señor Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS Y MEMBRADO: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, mi Grupo, ante 
este proyecto de ley de Reforma Urgente de Tribunales 
Tutelares de Menores, tuvo serias dudas en si presen- 
tar también una enmienda de totalidad, de devolución 
al Gobierno del texto que éste enviaba a esta Cámara, 
porque ciertamente hay aspectos muy limitados en la 
reforma que introducen un criterio totalmente distin- 
to del que existía en la legislación precedente, al judi- 
cializar, a través de un proceso equiparable a un 
proceso ordinario, toda la intervención del juez ante el 
hecho de la comisión de un delito o falta por parte de 
un menor y, por tanto, del procedimiento corrector que 
se introduce. 

A nuestro Grupo, esta judicialización, requerida por 
otro lado -y esto ha sido lo que quizás nos ha induci- 
do a desistir de la enmienda a la totalidad y a concen- 
trarnos en las enmiendas parciales que hemos 
planteado- por la propia sentencia del Tribunal Cons- 
titucional de 14 de febrero de este año, ciertamente im- 
pone un proceso similar al de la jurisdicción ordinaria. 
El Tribunal en este sentido es claro cuando rechaza la 
expresión de la legislación precedente de que el Tribu- 
nal de Menores no se sujetaría a las reglas procesales 
vigentes en las demás jurisdicciones. Este es el núcleo 
fundamental de la inconstitucionalidad de este artícu- 
lo 15, que el Tribunal rechaza. Pero si lo rechaza el Tri- 
bunal es porque considera que no hay suficientes 
garantías de reconocimiento de los derechos previstos 
en el artículo 24 de la Constitución, ni la seguridad ju- 
rídica que impone el artículo 9 del propio texto consti- 
tucional. Asimismo, el propio Tribunal rechaza la 
argumentación de la Abogada del Estado cuando dice 

que esto no obsta a que la jurisdicción, en el caso de 
menores, sea sustancialmente distinta en su filosofía, 
ciertamente garantizando los derechos requeridos cons- 
titucionalmente, a la del procedimiento ordinario. 

A nosotros nos preocupa -y compartimos algunas 
opiniones que aquí ya se han formulado- el hecho de 
una instrucción que puede ser algo absolutamente con- 
tradictorio con la voluntad educativa que cualquier ac- 
tuación tutelar, de cara a los menores, habría de tener. 
Nuestras enmiendas van precisamente dirigidas a in- 
tentar ponderar, tanto en las expresiones como en el 
procedimiento, aquello que tiene de mayor rigidez y de 
mayor trauma psíquico y moral para un menor que se 
pueda encontrar ante un procedimiento corrector, con 
toda la dureza procesal de aquello que se aplica a los 
adultos. Creemos que la filosofía habría de ser sustan- 
cialmente distinta, y a ello han ido dirigidas enmien- 
das que hemos presentado. Una de ellas (querría 
referirme a ella porque creo que es un núcleo central) 
es la previsión de que el juez, ante la poca gravedad de 
los hechos, ante las condiciones y las circunstancias del 
menor, ante que no se hubiese empleado la violencia 
o intimidación, o que el menor haya reparado o se com- 
prometa a reparar el daño causado a la víctima, pueda 
dar por concluida la tramitación de todas las actuacio- 
nes. Creemos que es un elemento absolutamente indis- 
pensable que hay que introducir, como la posibilidad 
de que se formule una propuesta de reparación extra- 
judicial, que evitase al menor el hecho de verse some- 
tido, por la comisión de un determinado delito o falta, 
a un procedimiento que pueda llevarle a situaciones ab- 
solutamente contradictorias con aquello que habría de 
ser la educación que, por parte de la Administración, 
habría de ser un elemento básico de su actuación. 

Hay otro aspecto ciertamente requerido por la Con- 
vención de Derechos del Niño y por nuestro propio or- 
denamiento, que es la presencia del abogado, en 
determinadas circunstancias, desde el inicio de las ac- 
tuaciones, pero el texto que nos remite el Gobierno de- 
ja realmente sorprendido a quien lo lee, porque dice: 
El abogado que será designado de oficio o que el me- 
nor designará por sí mismo. {Cómo un menor de edad 
puede designar abogado? Será su padre o representante 
legal el que, en definitiva, intervenga. Por cierto, el tex- 
to que se nos remite no hace en absoluto mención de 
los padres o de los tutores o representantes legales, que 
algo tendrán que decir en cuanto a la corrección del 
menor y a la educación que, en definitiva, se pretenda 
respecto al hecho que haya de ser reparado. Por tanto, 
éste sería otro aspecto a ponderar y a considerar en este 
conjunto de medidas, limitadas, insuficientes cierta- 
mente, pero que nuestro Grupo ha creído que realmen- 
te la urgencia aconsejaba que fuesen aceptadas en 
defecto de una regulación más completa. 

Otro aspecto que consideramos absolutamente indis- 
pensable es que, si se introduce una judicialización de 
la actuación de la jurisdicción de menores, se establez- 
can cuáles van a ser las penas que se van a aplicar a 
estos menores, porque en este aspecto se mantenía ab- 
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solutamente la arbitrariedad del texto precedente que 
se pretendía criticar. Por tanto, aquí habría que esta- 
blecer todo el listado de posibles medidas aplicables 
a los menores que nuestro Grupo propone y que consi- 
deramos que sería bueno fuesen admitidas para dar 
mayor coherencia a todo el texto que se propone como 
medida urgente para cumplimentar lo dispuesto por el 
Tribunal Constitucional. 

En definitiva, también centramos la actuación en el 
juez de menores. Si esta institución ha sido reconoci- 
da, ¿para qué desplazar la actuación básicamente a ma- 
nos del Ministerio Fiscal? Que sea el juez el que pueda 
tomar la iniciativa, evidentemente a instancias también 
del Ministerio Fiscal cuando corresponda, para llevar 
por sí mismo todas las actuaciones necesarias de cara 
a la corrección de los aspectos delictivos en que haya 
podido incurrir el menor. 

Finalmente, señor presidente, para nosotros hay una 
necesidad de relación importante entre el aspecto co- 
rrector que ahora se judicializa y el aspecto educativo 
que, inclusive en este ámbito, no ha de desaparecer y, 
por tanto, una cierta conexión entre el resultado de es- 
ta corrección con la filosofía educativa que ha de per- 
vivir dentro de esta actuación procesal, y después el 
cumplimiento de aquellas penas a las que haya sido con- 
denado el menor -valga la expresión, que a mí no me 
gusta-, que puede tener una gradación muy diversa y 
que habría de enlazar con aquellas otras actuaciones 
de simple protección que también la legislación de me- 
nores contempla y que, en realidad, en España están 
encomendadas básicamente a diversas comunidades 
autónomas cuando en sus estatutos tienen competen- 
cia para ello. Por tanto, es bueno que la ley recoja que 
la aplicación de las sentencias se haga a través de las 
instituciones que las comunidades autónomas ya tie- 
nen creadas, cuando existan, porque es la manera lógi- 
ca y eficaz de coordinar los aspectos meramente 
correctores con aquellos aspectos educativos y protec- 
tores que para un menor hacen un todo, y es difícilmen- 
te distinguible un aspecto de otro. 

Por último, ya que se ha introducido la cuestión de 
la judicialización y del proceso para toda esta activi- 
dad correctora, ¿por qué no declarar competente al juez 
de menores para aquellos delitos o faltas cometidos por 
menores de 18 años? Nuestro Grupo simplemente ha- 
bla de la competencia específica del juez de menores 
para estas realidades, que aplicará para aquellos ma- 
yores de 16 años y menores de 18 años todo lo que el 
Código Penal prevé en este sentido, pero ¿por qué no 
puede actuar esta jurisdicción especializada? 

Los argumentos que ha dado la representante del 
Grupo Socialista de que todos estos aspectos podrán 
ser ponderados en futuras reformas del Código Penal 
o en una ley sobre menores, que se desea completa, a 
nuestro juicio, tienen el inconveniente de que vuelve a 
retrasarse <( ad calendas graecas >> la regulación básica 
y esencial de todas estas cuestiones, y si la filosofía del 
Grupo Socialista fuese que en este trámite de reforma 
urgente no se pueden aceptar enmiendas que mejoren 

e introduzcan algunos de los aspectos que yo he ido 
mencionando, habría que dar la razón a los que han pre- 
sentado la enmienda a la totalidad, porque si el Grupo 
Socialista quiere esperarse al Código Penal y a unas re- 
formas completas, entonces, la inoportunidad de esta 
ley, insuficiente y parcial, sería palmaria. N o  ha sido 
esta la visión que mi Grupo ha tenido del tema. Espero 
que se reconsidere y que en los trámites de Ponencia 
y de Comisión pueda ser mejorado sustancialmente este 
texto para cubrir todas las insuficiencias que hasta el 
presente contiene. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor 

¡Señorías, les ruego silencio! 

cias, señor Cuatrecasas. 

Jordano. 

El señor JORDANO SALINAS: Gracias, señor Presi- 
dente. El Grupo Parlamentario Popular no ha planiea- 
do una enmienda a la totalidad, pero no comparte, en 
modo alguno, el espíritu que inspira esta reforma, una 
reforma que es estrictamente procesal, y la primera ob- 
jeción global que habría que hacer está en función del 
papel que se le asigna al juez. 

El artículo 117.1 de la Constitución establece que: «La 
justicia emana del pueblo y se administra en nombre 
del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del po- 
der judicial ... » En el proyecto nos encontramos, una vez 
más, con una manifestación clara de la tendencia del 
Gobierno y del partido que lo sustenta de invadir el 
campo de la jurisdicción, desconociendo el principio 
constitucional de la división de poderes. 

Estemos ante menores o mayores, lo cierto es que es- 
tamos hablando de la comisión de delitos o faltas, por 
tanto, cuando estamos ante un proceso, de acuerdo con 
el artículo 117.3 de la Constitución, la competencia es 
exclusiva de los jueces y tribunales, en todo tipo de pro- 
cesos. Además, juzgar y hacer ejecutar lo juzgado no 
es sólo dictar una sentencia o un acuerdo, como se men- 
ciona en el proyecto de ley, sino que es toda la activi- 
dad procesal. El Ministerio Fiscal no forma parte de 
los jueces y tribunales; en el ordenamiento jurídico es- 
pañol, con todas las matizaciones que quieran hacer- 
se, el Ministerio Fiscal es una parte del proceso y, 
además, es una parte que jerárquicamente depende del 
Gobierno. 

Pues bien, en el proyecto se atribuyen facultades ju- 
risdiccionales al fiscal, llegándose a la paradoja de que 
el propio juez de menores que tuviera conocimiento per- 
sonal de la comisión de un delito o falta por un menor, 
está obligado a ponerlo en conocimiento del fiscal, y 
será éste y no el juez el que decidirá si se incoa o no 
un expediente. Es el fiscal el que dirige la investigación 
de los hechos; es el fiscal el que ordena a la policía ju- 
dicial, lo cual es una paradoja aún mayor; es el fiscal 
el que acuerda la remisión de lo actuado al juzgado 
competente, cuando estime que no lo es el de menores; 
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es el fiscal el que impulsa el procedimiento. El concep- 
to impulso del procedimiento está totalmente limitado, 
en cualquier interpretación medianamente rigurosa de 
la Constitución, al juez y al magistrado. Es, pues, la pri- 
mera corrección que hay que hacer. Por ello, hemos pre- 
sentado una serie de enmiendas parciales, y hay que 
invitar al Grupo Socialista a que entre por esta vía de 
que la labor jurisdiccional es de los jueces y es en la 
sede jurisdiccional donde debe recaer. 

La segunda objeción global y grave al proyecto de ley 
se relaciona con la asistencia letrada al menor. Es ver- 
dad que el artículo 24 de la Constitución garantiza que 
todos, sin establecer distinciones, tienen derecho al juez 
ordinario, a la defensa y a la asistencia letrada. El artí- 
culo 17 establece que toda persona detenida debe ser 
informada de forma inmediata de sus derechos. N o  se 
distingue entre mayores y menores en la Constitución, 
y un mayor de 16 años tiene asistencia letrada desde 
el mismo momento de su detención. Sin embargo, en 
el proyecto, cuando se habla de un menor de edad pe- 
nal, el derecho de contar con asistencia letrada sólo lo 
tendrá desde que se acuerde su internamiento en un 
centro cerrado, que es la regla cuarta, o desde la com- 
parecencia, que es la regla sexta. Cuando hablamos de 
la regla tercera, curiosamente, no hay una asistencia 
letrada, sino una asistencia del equipo técnico. En esa 
misma regla tercera se encomienda a la autoridad y a 
los funcionarios que asesoren al menor hasta que ten- 
ga asistencia letrada. Esto es desconocer lo que es la 
figura de la asistencia letrada. 

Se ha planteado también que la necesidad de relacio- 
nar al menor con delitos y faltas no estuviera judiciali- 
zada. Hay que decir que es verdad que no puede 
someterse al menor al mismo escenario judicial que al 
mayor de edad penal. Pero también es verdad que el me- 
nor de edad tiene que gozar de los mismos derechos 
que el mayor; puede ser que ese menor no haya come- 
tido los hechos que se le imputan y, por tanto, tiene que 
tener el mismo derecho que el mayor a un nivel de ase- 
soramiento suficiente y a un nivel de defensa, y ello des- 
de el mismo momento en que es citado ante el Tribunal 
o desde que es detenido. Y tiene también derecho el me- 
nor a saber desde ese mismo momento que le protege 
la presunción de inocencia de la Constitución. Difícil- 
mente puede hacerse esa protección al menor o esa asis- 
tencia técnica en un ámbito administrativo, que es el 
único que nos quedaría, si no hay una intervención de 
los jueces, si no hay una intervención del poder judi- 
cial cuando estemos hablando de delitos o faltas pre- 
suntamente cometidos por menores: Yo, desde luego, 
confio más en un juez o un magistrado, confio más en 
el poder judicial que en la función que pueda realizar 
un funcionario dependiente de la Administración del 
Estado. 

En cierta forma, en el proyecto de ley se ve que esta- 
mos cayendo en cierto maniqueísmo cuando estamos 
hablando de delicuentes juveniles. Probablemente ha- 
ya quien piense en la distinción entre la palabra delin- 
cuente juvenil y la palabra niño, y probablemente 

cuando se haga esa distinción se esté pensando en la 
persona de nuestro entorno familiar que comete un de- 
lito o falta o la persona que no es de nuestro entorno 
familiar y que ha cometido en la calle o en nuestra ca- 
sa un delito. 

Tenemos que decir que cuando hablamos de meno- 
res de edad penal estamos hablando de niños que van 
a quedar sujetos a la tutela forzosa del Gobierno con 
este proyecto de ley, puesto que, en definitiva, van a que- 
dar sujetos al Ministerio Fiscal, que actúa jerárquica- 
mente, y el Fiscal General del Estado depende 
jerárquicamente del Gobierno. Por tanto, vamos a co- 
locar al menor, tal como está redactado este proyecto 
de ley, bajo tutela del Gobierno, sin presencia de sus 
representantes legales (curiosamente, cuando hablemos 
de la responsabilidad civil, es evidente que si se llama- 
ra a esos representantes legales para que atiendan la 
responsabilidad civil del menor) y sin defensa letrada 
desde el primer momento. 

Entendemos que este proyecto de ley es mejorable y 
que las enmiendas que se han presentado no son sólo, 
estrictamente de mejora técnica del proyecto, sino tam- 
bién unas enmiendas que pretenden mejorar el espíri- 
tu que ha inspirado al Gobienro a realizar este proyecto 
de ley. Con esa idea de prestar una colaboración al Go- 
bierno que ha realizado este proyecto de ley, es por lo 
que no hemos presentado una enmienda a la totalidad 
sino sólo enmiendas parciales, y es por lo que nos va- 
mos a abstener en la votación de las enmiendas de to- 
talidad presentadas. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Vamos a proceder a la votación. (El señor Presiden- 
cias, señor Jordano. 

te ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Votación relativa a las en- 
miendas de totalidad que postulan la devolución al Go- 
bierno del proyecto de ley de reforma urgente de la Ley 
de Tribunales Tutelares de Menores. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 271; a favor, 21; en contra, 159; abstencio- 
nes, 91. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas a la totalidad. 

- VOTACION DE CONJUNTO DEL PROYECTO DE 
LEY ORGANICA DEL SERVICIO MILITAR 

El señor PRESIDENTE: Votación de conjunto corres- 
pondiente al carácter dc Ley Orgánica del Sei.vicio Mi- 
litar. 

Comienza la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 273; a favor, 249; en contra, 19; abstencio- 
nes, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada en vo- 
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tación de conjunto la Ley Orgánica del Servicio Mi- 
litar. 

Se levanta la sesión. 

Eran las dos y treinta y cinco minutos de la tarde. 
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